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recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo competente, conforme a lo establecido
en los artículos 8.2.a), 14 y 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 17 de octubre de 2000.- El Director General,
Carlos Gómez Oliver

2. Autoridades y personal

2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 13 de octubre de 2000, de la
Dirección General de Tesorería y Política Financiera,
por la que se adscriben Corredores de Comercio para
servir plaza en el ámbito de la Comunidad Autónoma
de Andalucía.

Examinada la comunicación de la Dirección General del
Tesoro y Política Financiera del Ministerio de Economía, de
29 de septiembre de 2000, sobre Resolución de 27 de sep-
tiembre de 2000 (Boletín Oficial del Estado núm. 238, de
4 de octubre), por la que se reconoce el derecho a los titulares
de las plazas de Corredor de Comercio cuya circunscripción
sea objeto de segregación para reubicarse, si lo desean, en
la nueva o nuevas plazas creadas según el artículo 4 del Real
Decreto 1550/2000 (Boletín Oficial del Estado núm. 217,
de 9 de septiembre), y de acuerdo con lo establecido en el
mismo sobre solicitud y adscripción a esas nuevas plazas y

Vista la Resolución de 27 de enero de 1988 (Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía núm. 9, de 5 de febrero),
esta Dirección General

R E S U E L V E

Primero. Adscribir Corredores de Comercio y a las plazas
mercantiles que se indican, dentro del ámbito de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, a los siguientes colegiados:

Plaza mercantil: Vera.
Colegio al que pertenece: Granada.
Corredor de Comercio adscrito: Don Francisco Javier

Madrid Conesa.

Plaza mercantil: Almuñécar.
Colegio al que pertenece: Granada.
Corredor de Comercio adscrito: Don Vicente Arranz Dohijo.

Plaza mercantil: Lepe.
Colegio al que pertenece: Huelva.
Corredor de Comercio adscrito: Don Juan Ramón Calvo

Fuentes.

Plaza mercantil: Dos Hermanas.
Colegio al que pertenece: Sevilla.
Corredor de Comercio adscrito: Don José Ojeda Pérez.

Plaza mercantil: Dos Hermanas.
Colegio al que pertenece: Sevilla.
Corredor de Comercio adscrito: Don Alvaro Rico Gamir.

Segundo. Se dará traslado de las adscripciones a la Direc-
ción General del Tesoro y Política Financiera del Ministerio
de Economía, al Consejo General de Colegios Oficiales de
Corredores de Comercio y al Ilmo. Sr. Síndico-Presidente del
Colegio Oficial de Corredores de Comercio de Sevilla, como
representante de los Colegios Oficiales de Corredores de Comer-
cio de Andalucía.

Contra la presente Resolución, que no pone fin a la vía
administrativa, podrá interponerse recurso de alzada ante la
titular de esta Consejería en el plazo de un mes, contado
desde el día siguiente al de su publicación, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y 115, en relación
con el 48 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Sevilla, 13 de octubre de 2000.- El Director General,
Antonio González Marín.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

DECRETO 416/2000, de 31 de octubre, por el
que se cesa a don Lorenzo Morillas Cueva, Rector Mag-
nífico de la Universidad de Granada.

De conformidad con lo establecido en el párrafo segundo
del artículo 18 de la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto,
de Reforma Universitaria, y en el artículo 85 de los Estatutos de
la Universidad de Granada.
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A propuesta de la Consejera de Educación y Ciencia, y
previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión
del día 31 de octubre de 2000,

D I S P O N G O

Artículo único. Cesar por cumplimiento de mandato a don
Lorenzo Morillas Cueva, como Rector Magnífico de la Uni-
vesidad de Granada, agradeciéndole los servicios prestados.

Sevilla, 31 de octubre de 2000

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

DECRETO 417/2000, de 31 de octubre, por el
que se nombra a don David Aguilar Peña Rector Mag-
nífico de la Universidad de Granada.

De conformidad con lo establecido en el artículo 18 de
la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Uni-
versitaria, y en el artículo 85 de los Estatutos de la Universidad
de Granada, conforme al resultado de la elección efectuada
a este respecto por el Claustro Universitario de la citada
Universidad.

A propuesta de la Consejera de Educación y Ciencia, y
previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión
del día 31 de octubre de 2000,

D I S P O N G O

Artículo único. Se nombra Rector Magnífico de la Uni-
vesidad de Granada a don David Aguilar Peña, Catedrático
de dicha Universidad.

Sevilla, 31 de octubre de 2000

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

ORDEN de 3 de octubre de 2000, por la que
se cesan a miembros del Consejo Social de la Uni-
versidad de Sevilla.

De conformidad con lo establecido en el art. 20.1 de
la Ley 1/1992, de 21 de mayo, de Coordinación del Sistema
Universitario, y en virtud de las atribuciones conferidas por
la misma, esta Consejería ha dispuesto:

Artículo único. Cesar como miembros del Consejo Social
de la Universidad de Sevilla, en representación de la Junta
de Gobierno y agradeciéndoles los servicios prestados, a don
Pedro Bullón Fernández, don Saturio Ramos Vicente, don
Eduardo Villalobos Fernández, doña Mercedes Aguilar García
y don Jesús Jiménez Cano.

Sevilla, 3 de octubre de 2000

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

ORDEN de 3 de octubre de 2000, por la que
se nombran a miembros del Consejo Social de la Uni-
versidad de Sevilla.

De conformidad con lo establecido en los artículos 15
y 16 de la Ley 1/1992, de 21 de mayo, de Coordinación
del Sistema Universitario, y en virtud de las atribuciones con-
feridas en el artículo 18.1 de la misma, esta Consejería ha
dispuesto:

Artículo 1.º Nombrar miembros del Consejo Social de la
Universidad de Sevilla, a don Miguel Ternero Rodríguez, don
José Luis López López, don José Ramón Candil Gijón, don
Diego Ayllón Naranjo y don Rubens Castillo Barragán, en repre-
sentación de la Junta de Gobierno de la Universidad.

Artículo 2.º De conformidad con lo dispuesto en el artículo
21 de la Ley 1/1992, de 21 de mayo, de Coordinación del
Sistema Universitario, la duración del mandato será de cuatro
años, contados a partir de la publicación de la presente Orden
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 3 de octubre de 2000

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

2.2. Oposiciones y concursos

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 17 de octubre de 2000, del Ins-
tituto Andaluz de Administración Pública, por la que
se aprueba la relación provisional de aspirantes admi-
tidos y excluidos, con indicación de las causas de exclu-
sión, correspondientes a las pruebas selectivas, por
sistema de oposición libre, para ingreso en el Cuerpo
Superior Facultativo, opción Conservadores de Museos
(A.2024).

De conformidad con lo establecido en la Base 4.1. de
la Orden de 20 de marzo de 2000, de la Consejería de Gober-
nación y Justicia, por la que se convocan pruebas selectivas,
por el sistema de acceso libre, para ingreso en el Cuerpo Supe-

rior Facultativo, opción Conservadores de Museos (BOJA
núm. 45, de 15 de abril de 2000), este Instituto

HA RESUELTO

Primero. Aprobar las listas provisionales de aspirantes
admitidos y excluidos a las citadas pruebas. En el caso de
aspirantes excluidos, se expresan las causas de exclusión, con-
forme se indica en el Anexo de esta Resolución.

Segundo. Las listas quedarán expuestas al público en
la sede del Instituto Andaluz de Administración Pública, calle
María Auxiliadora, núm. 13, de Sevilla; en la Consejería de
Justicia y Administración Pública, sita en Plaza Nueva, núm. 4,
de Sevilla, y en las sedes de las Delegaciones del Gobierno
de la Junta de Andalucía de cada una de las provincias
andaluzas.
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Tercero. Los aspirantes excluidos disponen de un plazo
de diez días, contados a partir del siguiente al de la publicación
de esta Resolución, para subsanar los defectos que hayan
motivado su exclusión. Es imprescindible que en el escrito
de subsanación se consignen el número de instancia, tal como
aparece en el respectivo listado, nombre, apellidos y DNI del
aspirante y Cuerpo al que oposita.

Concluido el plazo de subsanación, por Resolución del
Director del Instituto Andaluz de Administración Pública, se
declararán aprobados los listados definitivos de opositores. Esta
Resolución se publicará en el BOJA, y en ella se señalará
el lugar de celebración, fecha y hora del comienzo del primer
ejercicio, y el lugar donde se expondrán al público los listados
definitivos.

Sevilla, 17 de octubre de 2000.- El Director, Joaquín
Castillo Sempere.

A N E X O

Código: 08.
Descripción de la causa de exclusión: No consta fecha

expedición del título.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

ORDEN de 3 de octubre de 2000, por la que
se resuelve Convocatoria, hecha pública por la de 3
de julio de 2000, para cubrir puestos de Directores
de Centros de Profesorado dependientes de la Con-
sejería.

Una vez resuelta la Convocatoria Pública para cubrir pues-
to de Director de Centro de Profesorado anunciada por Orden
de 3 de julio de 2000 (BOJA de 18 de julio) y elevadas
las propuestas de nombramiento por parte de los Ilmos. Sres.
Delegados Provinciales de la Consejería de Educación y Cien-
cia, conforme a lo dispuesto en el artículo 10.2 del Decreto
194/97, de 29 de julio,

A C U E R D O

Primero. Nombrar como Director del Centro de Profeso-
rado Córdoba 3 de Priego-Montilla al funcionario de carrera
don Manuel Carrillo Castillo.

Segundo. El nombramiento se efectúa con reserva del
puesto de trabajo de origen, en Comisión de Servicios que
tendrá la duración correspondiente a la vigencia de dicho
nombramiento.

Tercero. La presente Orden entrará en vigor el día siguiente
de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Cuarto. Contra la presente Orden, que pone fin a la vía
administrativa, cabe interponer potestativamente recurso de
reposición ante la Excma. Sra. Consejera de Educación y Cien-
cia, en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente
al de su notificación, conforme a lo establecido en los artículos
107, 109, 110, 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, o, alternativa
y directamente, en el plazo de dos meses, a contar desde
el día siguiente al de su notificación, recurso contencioso-ad-
ministrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
competente, conforme a lo establecido en los artículos 8.2.a),
14 y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 3 de octubre de 2000

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

RESOLUCION de 10 de octubre de 2000, de la
Dirección General de Gestión de Recursos Humanos,
por la que se adjudica puesto de libre designación,
convocado por Resolución que se cita.

De conformidad con lo previsto en el artículo 25.1 de
la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la
Función Pública de la Junta de Andalucía, consideradas las
prescripciones establecidas en el Real Decreto 364/1995, de
10 de marzo, y teniendo en cuenta la competencia que me
delega la Orden de 21 de mayo de 1996 (BOJA núm. 67,
de junio), se adjudica el puesto que a continuación se indica,
convocado por Resolución de esta Dirección General de 28
de julio de 2000 (BOJA núm. 98, de 26 de agosto), para
el que se nombra a la funcionaria que figura en el Anexo I.

La toma de posesión se efectuará en los plazos esta-
blecidos en el artículo 48, punto 1, del Real Decreto
364/1995, de 10 de marzo, remitiéndose la documentación
correspondiente para su inscripción en el Registro General de
Personal, mediante la aplicación informática SIRhUS.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer en el plazo dos meses, a contar
desde el día siguiente a su notificación, recurso contencio-
so-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Adminis-
trativo competente, conforme a lo establecido en los artícu-
los 8.2.a), 14 y 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, o, potes-
tativamente, recurso de reposición en el plazo de un mes,
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante esta
Dirección General, de conformidad con los artículos 107.1,
116 y 117 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Sevilla, 10 de octubre de 2000.- El Director General,
Carlos Gómez Oliver.

ANEXO I

DNI: 28.443.387.
Primer apellido: Rodríguez.
Segundo apellido: Rodríguez.
Nombre: Catalina.
Código puesto: 526178 - SIRhUS 1756210.
Puesto de trabajo adjudicado: Sv. Planes de Formación.
Consejería: Educación y Ciencia.
Centro Directivo: D. G. Evaluación Educativa y Formación

del Profesorado.
Localidad: Sevilla.

RESOLUCION de 10 de octubre de 2000, de la
Dirección General de Gestión de Recursos Humanos,
por la que se adjudica puesto de libre designación,
convocado por Resolución que se cita.

De conformidad con lo previsto en el artículo 25.1 de
la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la
Función Pública de la Junta de Andalucía, consideradas las
prescripciones establecidas en el Real Decreto 364/1995, de
10 de marzo, y teniendo en cuenta la competencia que me
delega la Orden de 21 de mayo de 1996 (BOJA núm. 67,
de junio), se adjudica el puesto que a continuación se indica,
convocado por Resolución de esta Dirección General de 18
de agosto de 2000 (BOJA núm. 106, de 14 de septiembre),
para el que se nombra a la funcionaria que figura en el Anexo I.

La toma de posesión se efectuará en los plazos esta-
blecidos en el artículo 48, punto 1, del Real Decreto
364/1995, de 10 de marzo, remitiéndose la documentación
correspondiente para su inscripción en el Registro General de
Personal, mediante la aplicación informática SIRhUS.
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Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer en el plazo dos meses, a contar
desde el día siguiente a su notificación, recurso contencio-
so-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Adminis-
trativo competente, conforme a lo establecido en los artícu-
los 8.2.a), 14 y 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, o, potes-
tativamente, recurso de reposición en el plazo de un mes,
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante esta
Dirección General, de conformidad con los artículos 107.1,
116 y 117 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Sevilla, 10 de octubre de 2000.- El Director General,
Carlos Gómez Oliver.

ANEXO I

DNI: 27.285.450.
Primer apellido: Macarro.
Segundo apellido: Sancho.
Nombre: M.ª Carmen.
Código puesto: 1156510.
Puesto de trabajo adjudicado: Sv. Ordenación Educativa.
Consejería: Educación y Ciencia.
Centro Directivo: Delegación Provincial de Educación y

Ciencia.
Localidad: Sevilla.

RESOLUCION de 10 de octubre de 2000, de la
Dirección General de Gestión de Recursos Humanos,
por la que se anuncia convocatoria pública para cubrir
puesto de trabajo de libre designación en la Consejería.

Próximo a quedar vacante el puesto de trabajo que se
detalla en Anexo adjunto, y conforme a lo dispuesto en el
artículo 25.1 de la Ley 6 /1985, de 28 de noviembre, de
Ordenación de la Función Pública de la Junta de Andalucía,
esta Dirección General, en virtud de la competencia que tiene
delegada por Orden de 21 de mayo de 1996 (BOJA
núm. 67, de 18 de junio), anuncia la provisión de puesto
de trabajo de libre designación, con sujeción a las siguientes

B A S E S

Primera. Se convoca la provisión del puesto de trabajo
de libre designación que se detalla en el Anexo de la presente
Resolución.

Segunda. 1.º Podrá participar en la presente convocatoria
el personal funcionario que reúna los requisitos señalados para
el desempeño de los mismos en el Anexo que se acompaña
y aquellos otros de carácter general exigidos por la legislación
vigente.

2.º El personal docente podrá participar en la provisión
de los puestos que estén catalogados como de Administración
Educativa, conforme se indica en la relación de puestos de
trabajo.

Tercera. 1.º Los interesados dirigirán las solicitudes a la
Consejería de Educación y Ciencia, Dirección General de Ges-
tión de Recursos Humanos, Edif. Torretriana, Avda. Juan Anto-
nio de Vizarrón, s/n, de Sevilla, 41092, dentro del plazo de
quince días hábiles, contados a partir del siguiente al de la
publicación de la presente Resolución en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, bien directamente o a través de
las oficinas a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

2.º En la instancia figurarán los datos personales, acom-
pañando «curriculum vitae», en el que se hará constar el núme-
ro de Registro Personal, Cuerpo de pertenencia, grado personal
consolidado, títulos académicos, puestos de trabajo desem-
peñados y cuantos otros méritos se relacionen con el contenido
del puesto ofertado.

3.º Los méritos alegados deberán ser justificados con la
documentación original o fotocopias debidamente compul-
sadas.

Cuarta. Una vez trascurrido el período de presentación
de instancias, la solicitud formulada será vinculante para los
peticionarios, y el destino adjudicado será irrenunciable, salvo
que, antes de finalizar el plazo de toma de posesión, se hubiere
obtenido otro destino mediante convocatoria pública.

Sevilla, 10 de octubre de 2000.- El Director General,
Carlos Gómez Oliver.

A N E X O

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

Centro directivo: Delegación Provincial de Educación y
Ciencia.

Localidad: Granada.
Denominación del puesto: Dpto. Gestión Consejo Escolar

de Andalucía.
Código: 1138910.
Núm. de plazas: 1.
Ads.: F.
Tipo de Administración: Administración Educativa.
Características esenciales:
Grupo: A.
Cuerpo: P-A11.
Area funcional: Ordenación Educativa.
Nivel C.D.: 24.
C. específico RFIDP/ptas.: XXXX-1.328.
Requisitos desempeño:
Experiencia: 2.
Titulación:
Otras características:
Méritos específicos:

RESOLUCION de 11 de octubre de 2000, de la
Dirección General de Gestión de Recursos Humanos,
por la que se anuncia convocatoria pública para cubrir
puesto de trabajo de libre designación en la Consejería.

Próximo a quedar vacante el puesto de trabajo que se
detalla en Anexo adjunto, y conforme a lo dispuesto en el
artículo 25.1 de la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de
Ordenación de la Función Pública de la Junta de Andalucía,
esta Dirección General, en virtud de la competencia que tiene
delegada por Orden de 21 de mayo de 1996 (BOJA núm.
67, de 18 de junio), anuncia la provisión de puesto de trabajo
de libre designación, con sujeción a las siguientes

B A S E S

Primera. Se convoca la provisión del puesto de trabajo
de libre designación que se detalla en el Anexo de la presente
Resolución.

Segunda. 1.º Podrá participar en la presente convocatoria
el personal funcionario que reúna los requisitos señalados para
el desempeño de los mismos en el Anexo que se acompaña
y aquellos otros de carácter general exigidos por la legislación
vigente.

2.º El personal docente podrá participar en la provisión
de los puestos que estén catalogados como de Administración
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Educativa, conforme se indica en la relación de puestos de
trabajo.

Tercera. 1.º Los interesados dirigirán las solicitudes a la
Consejería de Educación y Ciencia, Dirección General de Ges-
tión de Recursos Humanos, Edif. Torretriana, Avda. Juan Anto-
nio de Vizarrón, s/n, de Sevilla (41092), dentro del plazo de
quince días hábiles, contados a partir del siguiente al de la
publicación de la presente Resolución en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, bien directamente, o a través de
las oficinas a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

2.º En la instancia figurarán los datos personales, acom-
pañando «curriculum vitae», en el que se hará constar el núme-
ro de Registro Personal, Cuerpo de pertenencia, Grado personal
consolidado, títulos académicos, puestos de trabajo desem-
peñados y cuentos otros méritos se relacionen con el contenido
del puesto ofertado.

3.º Los méritos alegados deberán ser justificados con la
documentación original o fotocopias debidamente compul-
sadas.

Cuarta. Una vez trascurrido el período de presentación
de instancias, la solicitud formulada será vinculante para los
peticionarios, y el destino adjudicado será irrenunciable, salvo
que, antes de finalizar el plazo de toma de posesión, se hubiere
obtenido otro destino mediante convocatoria pública.

Sevilla, 11 de octubre de 2000.- El Director General,
Carlos Gómez Oliver.

A N E X O

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

Centro directivo: D. G. Planificación y Ordenación Edu-
cativa.

Localidad: Sevilla.
Denominación del puesto: Secretario/a Director General.
Código: 870320 - SIRhUS 1754910.
Núm. de plazas: 1.
Ads.: F.
Tipo de Administración:
Características esenciales:
Grupo: D.
Cuerpo: P-D1.
Area funcional: Administración Pública.
Nivel C.D.: 18.
C. específico RFIDP/ptas.: XXXX-917.
Requisitos desempeño:
Experiencia: 1.
Titulación:
Otras características:
Méritos específicos: Mecanografía, archivo y registro.

Conocimiento de informática a nivel de usuario. Despacho
de correspondencia y atención de visitas.

RESOLUCION de 11 de octubre de 2000, de la
Dirección General de Gestión de Recursos Humanos,
por la que se anuncia convocatoria pública para cubrir
puesto de trabajo de libre designación en la Consejería.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 25.1 de la Ley
6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la Función
Pública de la Junta de Andalucía, esta Dirección General, en
virtud de la competencia que tiene delegada por Orden de
21 de mayo de 1996 (BOJA núm. 67, de 18 de junio), anuncia
la provisión de puesto de trabajo de libre designación, con
sujeción a las siguientes

B A S E S

Primera. Se convoca la provisión del puesto de trabajo
de libre designación que se detalla en el Anexo de la presente
Resolución.

Segunda. 1.º Podrá participar en la presente convocatoria
el personal funcionario que reúna los requisitos señalados para
el desempeño de los mismos en el Anexo que se acompaña
y aquellos otros de carácter general exigidos por la legislación
vigente.

2.º El personal docente podrá participar en la provisión
de los puestos que estén catalogados como de Administración
Educativa, conforme se indica en la relación de puestos de
trabajo.

Tercera. 1.º Los interesados dirigirán las solicitudes a la
Consejería de Educación y Ciencia, Dirección General de Ges-
tión de Recursos Humanos, Edif. Torretriana, Avda. Juan Anto-
nio de Vizarrón, s/n, de Sevilla (41092), dentro del plazo de
quince días hábiles, contados a partir del siguiente al de la
publicación de la presente Resolución en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, bien directamente, o a través de
las oficinas a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

2.º En la instancia figurarán los datos personales, acom-
pañando «curriculum vitae», en el que se hará constar el núme-
ro de Registro Personal, Cuerpo de pertenencia, Grado personal
consolidado, títulos académicos, puestos de trabajo desem-
peñados y cuentos otros méritos se relacionen con el contenido
del puesto ofertado.

3.º Los méritos alegados deberán ser justificados con la
documentación original o fotocopias debidamente compul-
sadas.

Cuarta. Una vez trascurrido el período de presentación
de instancias, la solicitud formulada será vinculante para los
peticionarios, y el destino adjudicado será irrenunciable, salvo
que, antes de finalizar el plazo de toma de posesión, se hubiere
obtenido otro destino mediante convocatoria pública.

Sevilla, 11 de octubre de 2000.- El Director General,
Carlos Gómez Oliver.

A N E X O

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

Centro directivo: Viceconsejería.
Localidad: Sevilla.
Denominación del puesto: Secretario/a Viceconsejero.
Código: 622145 - SIRhUS 1043010.
Núm. de plazas: 1.
Ads.: F.
Tipo de Administración:
Características esenciales:
Grupo: D.
Cuerpo: P-D1.
Area funcional: Administración Pública.
Nivel C.D.: 18.
C. específico RFIDP/ptas.: XXXX-917.
Requisitos desempeño:
Experiencia: 1.
Titulación:
Otras características:
Méritos específicos: Mecanografía, archivo y registro.

Conocimiento de informática a nivel de usuario. Despacho
de correspondencia y atención de visitas.
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CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

CORRECCION de errores de la Orden de 28 de
julio de 2000, por la que se aprueba la lista definitiva
de aspirantes admitidos y excluidos y la relación de
seleccionados correspondientes al concurso extraordi-
nario de acceso a la condición de personal laboral de
carácter indefinido en plazas pertenecientes a la Con-
sejería de Asuntos Sociales convocados mediante
Orden de la Consejería de Gobernación y Justicia de
17 de febrero de 2000 (BOJA núm. 28, de 7.3.2000).

Advertidos errores en la Orden de 28 de julio de 2000,
de la Consejería de Asuntos Sociales (BOJA núm. 97, de 24

de agosto de 2000) procede su rectificación en los términos
que a continuación se indican:

En la página núm. 13.546, donde dice: «Gallardo Muñoz,
M.ª de los Angeles, DNI: 25.995.370», debe decir: «Gallardo
Muñoz, M.ª de los Angeles, DNI: 25.955.370».

En la página núm. 13.543, donde dice : «Guzmán Loreña,
Catalina», debe decir: «Guzmán Lomeña, Catalina».

En la página núm. 13.547, donde dice: «Purriños de
la Torre, Francisco», debe decir: «Purriños de la Torre,
Fernado».

Sevilla, 11 de octubre de 2000

3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE LA PRESIDENCIA

ACUERDO de 19 de septiembre de 2000, del Con-
sejo de Gobierno, por el que se otorga concesión defi-
nitiva para el funcionamiento de la Emisora de radio-
difusión sonora en ondas métricas con modulación de
frecuencia al Ayuntamiento de Benalup (Cádiz). (PP.
2480/2000).

La Ley 31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación
de las Telecomunicaciones, dispone en el artículo 26 que los
servicios de radiodifusión sonora en ondas métricas con modu-
lación de frecuencia podrán ser explotados indirectamente por
las Corporaciones Locales mediante concesión administrativa.

El Real Decreto 169/1989, de 10 de febrero, por el que
se aprueba el Plan Técnico Nacional de Radiodifusión Sonora
en Ondas Métricas con Modulación de Frecuencia, establece,
en su artículo 5.º y Disposición Transitoria, los criterios y con-
diciones a que deberán ajustarse las Emisoras correspondien-
tes a las Corporaciones Locales.

La Ley 11/1991, de 8 de abril, de Organización y Control
de las Emisoras Municipales de Radiodifusión Sonora, con-
figura el marco jurídico básico para hacer efectiva la prestación
del servicio de radiodifusión sonora por parte de los Ayun-
tamientos.

La Junta de Andalucía, mediante el Decreto 202/1991,
de 5 de noviembre, regula la concesión para la gestión indirecta
por las Corporaciones Municipales del Servicio de Radiodi-
fusión Sonora en Ondas Métricas con Modulación de Fre-
cuencia.

Por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 28 de junio
de 1994, se otorgó a la Corporación Municipal de Benalup
(Cádiz) concesión provisional de Emisora de radiodifusión
sonora en ondas métricas con modulación de frecuencia.

Cumplimentados los requisitos y trámites previstos en los
arts. 5.º y 6.º del citado Decreto 202/1991, y extendida Acta
de Conformidad Final a la instalación de la Emisora.

A propuesta del Consejero de la Presidencia, y previa
deliberación del Consejo de Gobierno en su sesión del día 19
de septiembre de 2000,

A C U E R D O

Primero. Otorgar al Ayuntamiento de Benalup (Cádiz) la
concesión definitiva para el funcionamiento de la Emisora de

radiodifusión sonora en ondas métricas con modulación de
frecuencia.

Segundo. El plazo de vigencia de la concesión se fija
en diez años y podrá prorrogarse, previa solicitud del con-
cesionario, con tres meses de antelación a la fecha de su
término.

En todo caso, el concesionario queda obligado a garantizar
la prestación continuada del servicio y a cumplir con los requi-
sitos y condiciones de la concesión, tanto de carácter técnico
como de organización y control, gestión y contenidos.

Tercero. La frecuencia y demás características asignadas
a la Emisora, con carácter de concesión de dominio público
radioeléctrico y accesoria y afecta inseparablemente a la con-
cesión del servicio de radiodifusión sonora, son las siguientes:

- Coordenadas geográficas de ubicación del transmisor:
36º 20’ 44” N - 05º 49’ 02” W.

- Cota (m): 85.
- Denominación de la emisión: 256KF8EHF (*).
- Frecuencia de emisión (MHz): 107.7.
- Potencia radiada aparente máxima (W): 12.
- Potencia máxima nominal del equipo transmisor (W): 20.
- Potencia de salida autorizada del equipo transmi-

sor (W): 15.
- Sistema radiante y características de radiación: 1 dipolo.

Omnidireccional.
- Altura sobre el suelo del centro eléctrico de la

antena (m): 18.
- Altura del mástil (m): 20.
- Altura efectiva máxima (m): 95.
- Polarización de la emisión: Vertical.

(*) De acuerdo con el apartado f) del art. 5.º del R.D.
169/89, de 10 de febrero, la utilización de estereofonía no
está garantizada con calidad satisfactoria.

Cuarto. Cualquier modificación de las características téc-
nicas establecidas y cuantas actuaciones puedan afectar a
la gestión y funcionamiento de la Emisora han de ajustarse
a lo previsto en el artículo 26 de la Ley 31/1987, de 18
de diciembre; Real Decreto 169/1989, de 10 de febrero;
Decreto 75/1989, de 4 de abril; Ley 11/1991, de 8 de abril;
Decreto 202/1991, de 5 de noviembre; Ley 32/1992, de 3
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de diciembre; Ley 11/1998, de 24 de abril, y demás normas
que puedan resultar de aplicación.

Sevilla, 19 de septiembre de 2000

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

GASPAR ZARRIAS AREVALO
Consejero de la Presidencia

RESOLUCION de 5 de octubre de 2000, del Ins-
tituto Andaluz de la Mujer, por la que se hacen públicas
las subvenciones excepcionales concedidas en el tercer
trimestre de 2000.

De acuerdo con lo establecido en el art. 109 de la Ley
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, se hacen públicas las subvenciones excepcio-
nales concedidas por le Instituto Andaluz de la Mujer en el
tercer trimestre de 2000.

- Finalidad: I Jornadas Internacionales sobre el aborto
en la salud reproductiva.

- Crédito presupuestario: 01.01.31.01.00.482.00.
- Programa: 23D.
- Cantidad concedida: 2.000.000 de ptas.
- Beneficiaria: Asociación de Clínicas acreditadas para

la interrupción voluntaria del embarazo.

- Finalidad: Mantenimiento de la Casa de Acogida a muje-
res víctimas de malos tratos.

- Crédito presupuestario: 01.01.31.01.00.461.01.
- Programa: 23D.
- Cantidad concedida: 16.000.000 de ptas.
- Beneficiaria: Diputación Provincial de Córdoba.

Sevilla, 5 de octubre de 2000.- La Secretaria General,
Isabel Liviano Peña.

RESOLUCION de 5 de octubre de 2000, del Ins-
tituto Andaluz de la Mujer, por la que se hacen públicas
las subvenciones concedidas a Corporaciones Locales
para desarrollo del Programa de Orientación y Pre-
formación para el Empleo de las Mujeres (Programa
OPEM) en la convocatoria de 2000.

De acuerdo con lo establecido en el art. 9.3 de la Orden
de 13 de abril de 1998, de la Consejería de la Presidencia
(BOJA núm. 48, de 30 de abril de 1998), por la que se
regula el procedimiento de concesión de subvenciones por
el Instituto Andaluz de la Mujer a Corporaciones Locales para
desarrollo del Programa de Orientación y Preformación para
el empleo de las mujeres (Programa OPEM), y la Resolución
de 29 de diciembre de 1999 (BOJA núm. 12, de 1 de febrero
de 2000) por la que se convocan estas subvenciones para
el ejercicio de 2000, se hace pública la relación de Corpo-
raciones Locales beneficiarias en la convocatoria de 2000.

- Finalidad: Desarrollo del Programa OPEM.
- Crédito presupuestario: 01.01.31.01.00.760.00.
- Programa: 23D.
- Corporaciones Locales beneficiaras y cantidades con-

cedidas:

CONVENIOS PROGRAMA OPEM.2000. ALMERIA

Corporación Importe

Huércal-Overa 3.195.000
Cuevas del Almanzora 3.084.000

Corporación Importe

Vera 2.747.000
Vícar 3.038.000
Albox 2.103.000
Vélez-Rubio 1.713.000
Macael 3.561.000
Total 19.441.000

CONVENIOS PROGRAMA OPEM.2000. CADIZ

Corporación Importe

San Fernando 3.438.000
Chiclana 3.343.000
Barbate 3.095.000
Mancomunidad de la Janda 3.738.000
Jerez de la Frontera 3.000.000
Puerto Real 4.028.000
Rota 2.757.000
Sanlúcar de Barrameda 3.620.000
Mancomunidad Sierra de Cádiz 3.333.000
Total 30.352.000

CONVENIOS PROGRAMA OPEM.2000. CORDOBA

Corporación Importe

Fuente Palmera 3.330.000
Mancomunidad Valle Guadiato 3.100.000
Pozoblanco 2.759.000
Villanueva de Córdoba 3.196.000
Puente Genil 2.400.000
Mancomunidad Campiña Sur 2.310.000
Almodóvar del Río 1.885.000
Posadas 2.984.000
Baena 3.200.000
Lucena 3.796.000
Cabra 3.071.000
Total 32.031.000

CONVENIOS PROGRAMA OPEM.2000. GRANADA

Corporación Importe

Mancomunidad Alhama Temple 2.250.000
Maracena 3.732.000
Peligros 2.500.000
Albolote 3.029.000
Atarfe 2.625.000
Pinos Puente 2.500.000
Illora 3.000.000
Loja 3.376.000
Santa Fe 3.173.000
Guadix 2.754.000
Consorcio Montes Orientales 3.154.000
Motril 3.156.000
Salobreña 3.360.000
Almuñécar 2.970.000
Baza 3.328.000
Huéscar 3.067.000
Total 47.974.000

CONVENIOS PROGRAMA OPEM.2000. HUELVA

Corporación Importe

Punta Umbría 3.234.000
Aracena 3.607.000
Mancomunidad Ribera de Huelva 3.205.000
Ayamonte 2.970.000
Isla Cristina 2.746.000
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Corporación Importe

Lepe 2.979.000
Cartaya 3.080.000
Gibraleón 2.754.000
Villanueva de los Castillejos 2.902.000
Valverde del Camino 2.260.000
Bollullos Par del Condado 2.463.000
Almonte 2.769.000
Moguer 2.500.000
Total 37.469.000

CONVENIOS PROGRAMA OPEM.2000. JAEN

Corporación Importe

Cambril 1.684.000
La Carolina 2.687.000
Villacarrillo 1.726.000
La Puerta de Segura 2.911.000
Ubeda 2.067.000
Baeza 3.656.000
Cazorla 2.820.000
Jódar 2.500.000
Martos 3.016.000
Torredelcampo 3.402.000
Alcaudete 1.717.000
Alcalá la Real 3.287.000
Linares 2.995.000
Bailén 2.525.000
Andújar 3.142.000
Porcuna 1.750.000
Total 41.885.000

CONVENIOS PROGRAMA OPEM.2000. MALAGA

Corporación Importe

Alhaurín el Grande 2.724.000
Antequera 2.401.000
Benalmádena 2.472.000
Consorcio Guadalteba 2.896.000
Estepona 2.908.000
Fuengirola 2.931.000
Ronda 2.970.000
Torremolinos 3.430.000
Vélez-Málaga 2.357.000
Archidona 2.625.000
Marbella 2.500.000
Mijas 3.435.000
Total 33.649.000

CONVENIOS PROGRAMA OPEM.2000. SEVILLA

Corporación Importe

La Algaba 3.028.000
Arahal 3.608.000
Carmona 3.756.000
Castilleja de la Cuesta 2.933.000
Coria del Río 3.000.000
Dos Hermanas 3.078.000
Estepa 3.050.000
Las Cabezas de San Juan 3.064.000
Lebrija 3.047.000
Los Palacios y Villafranca 3.640.000
Mairena del Alcor 3.729.000
Mairena del Aljarafe 2.777.000
Osuna 3.915.000
Pilas 3.060.000
San Juan de Aznalfarache 3.034.000
Utrera 3.368.000

Corporación Importe

Villanueva del Río y Minas 2.250.000
Morón de la Frontera 2.214.000
Alcalá de Guadaira 2.612.000
Ecija 2.400.000
El Cuervo 2.400.000
Marchena 2.400.000
La Puebla de Cazalla 2.345.000
Total 68.708.000

Sevilla, 5 de octubre de 2000.- La Secretaria General,
Isabel Liviano Peña.

RESOLUCION de 16 de octubre de 2000, del Ins-
tituto Andaluz de la Mujer, por la que se hacen públicas
las subvenciones concedidas a Universidades de Anda-
lucía para la realización de actividades relativas a la
igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres
en la convocatoria de 2000.

De acuedo con lo establecido en el art. 10.3 de la Orden
de 26 de mayo de 2000, de la Consejería de la Presidencia
(BOJA núm. 67, de 10.6.00), por la que se regula la con-
vocatoria para la concesión de subvenciones por el Instituto
Andaluz de la Mujer a Universidades de Andalucía para la
realización de actividades relativas a la igualdad de oportu-
nidades entre hombres y mujeres, se hace pública la relación
de Universidades beneficiarias en la convocatoria de 2000.

- Finalidad: Para actuaciones relativas a la igualdad de
oportunidades.

- Crédito presupuestario: 01.01.31.01.00.441.01.
- Programa: 23D.
- Universidades beneficiarias y cantidades concedidas:

Universidad: Almería.
Actividad: Estudios de las mujeres: Síntesis y perspectivas.
Importe: 1.000.000.

Universidad: Córdoba.
Actividad: I Jornadas de Educación Sentimental.
Importe: 1.150.000.

Universidad: Córdoba.
Actividad: III Encuentro de Formación Continua: Mujer,

Salud y Calidad de Vida.
Importe: 425.000.

Universidad: Córdoba.
Actividad: Edición de «Protección de los Derechos de la

Mujer Inmigrante».
Importe: 300.000.

Universidad: Córdoba.
Actividad: Edición de las Actas de la III Reunión Científica:

Romper el espejo. La mujer y la transgresión de códigos en
la Literatura Española.

Importe: 300.000.

Universidad: Granada.
Actividad: Publicación de dos libros de la colección

Feminae.
Importe: 500.000.

Universidad: Granada.
Actividad: Curso de Doctorado: Introducción al pensa-

miento, teorías feministas.
Importe: 410.000.
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Universidad: Granada.
Actividad: Curso de Doctorado: Historia del Movimiento

Feminista.
Importe: 500.000.

Universidad: Granada.
Actividad: Coordinación de Institutos y Seminarios del Pro-

grama Interuniversitario andaluz de estudios de las mujeres
y el género.

Importe: 240.000.

Universidad: Huelva.
Actividad: I Jornadas de Coeducación.
Importe: 450.000.

Universidad: Huelva.
Actividad: Programa de violencia de género y discapa-

cidad: Educar para comunicar.
Importe: 2.500.000.

Universidad: Jaén.
Actividad: I Congreso Internacional sobre Mujeres y Lite-

ratura en el Siglo XX.
Importe: 400.000.

Universidad: Málaga.
Actividad: Curso obligatorio del Programa Interuniversi-

tario andaluz de estudios de las mujeres y el género.
Importe: 450.000.

Universidad: Sevilla.
Actividad: Curso «Los retos de la convivencia entre géne-

ros: Espacios, tiempos y autoridad».
Importe: 300.000.

Universidad: Sevilla.
Actividad: Jornadas sobre mujer y filosofía.
Importe: 400.000.

Universidad: Pablo de Olavide.
Actividad: Programa de Doctorado: Investigaciones femi-

nistas.
Importe: 800.000.

Universidad: Pablo de Olavide.
Actividad: Programa «Mujer y Ciudadanía».
Importe: 375.000.

Sevilla, 16 de octubre de 2000.- La Secretaria General,
Isabel Liviano Peña.

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 11 de octubre de 2000, de la
Dirección General de Tesorería y Política Financiera,
por la que se hace público el resultado de las subastas
de Pagarés en euros de la Junta de Andalucía, de
10 de octubre de 2000.

Esta Dirección General, en cumplimiento de lo establecido
en el artículo 4 de la Orden de 23 de junio de 1997 de
la Consejería de Economía y Hacienda (BOJA núm. 73, de
26 de junio), hace público el resultado de las subastas de
Pagarés de la Junta de Andalucía llevadas a cabo el día 10
de octubre de 2000.

1. Importe nominal adjudicado a cada plazo:

Pagarés a tres (3) meses: 4.964.000 euros.
Pagarés a seis (6) meses: 10.750.000 euros.
Pagarés a nueve (9) meses: 5.000.000 de euros.
Pagarés a doce (12) meses: 8.250.000 euros.
Pagarés a dieciocho (18) meses: 1.000.000 de euros.

2. Precio marginal de las peticiones aceptadas en cada
plazo:

Pagarés a tres (3) meses: 98,570.
Pagarés a seis (6) meses: 97,320.
Pagarés a nueve (9) meses: 96,070.
Pagarés a doce (12) meses: 94,830.
Pagarés a dieciocho (18) meses: 92,380.

3. Tipo marginal de cada plazo:

Pagarés a tres (3) meses: 4,973%.
Pagarés a seis (6) meses: 5,058%.
Pagarés a nueve (9) meses: 5,131%.
Pagarés a doce (12) meses: 5,185%.
Pagarés a dieciocho (18) meses: 5,227%.

4. Precio medio ponderado de las peticiones aceptadas
en cada plazo:

Pagarés a tres (3) meses: 98,571.
Pagarés a seis (6) meses: 97,325.
Pagarés a nueve (9) meses: 96,070.
Pagarés a doce (12) meses: 94,837.
Pagarés a dieciocho (18) meses: 92,380.

Sevilla, 11 de octubre de 2000.- El Director General,
Antonio González Marín.

RESOLUCION de 13 de octubre de 2000, de la
Dirección General de Tesorería y Política Financiera,
por la que se hace público el resultado de la subasta
de Bonos y Obligaciones de la Junta de Andalucía cele-
brada el 11 de octubre de 2000.

Esta Dirección General, en cumplimiento de lo establecido
en el artículo 5.4 de la Orden de 14 de mayo de 1999 de
la Consejería de Economía y Hacienda, modificada parcial-
mente por la Orden de 24 de marzo de 2000, y Orden de
31 de mayo de 2000, hace público el resultado de la subasta
de Bonos y Obligaciones de la Junta de Andalucía llevada
a cabo el día 11 de octubre de 2000:

1. Importe nominal adjudicado a cada plazo:

Bonos a tres (3) años: 8.500.000 euros.
Bonos a cinco (5) años: 13.700.000 euros.
Obligaciones a diez (10) años: 15.600.000 euros.

2. Precio marginal de las peticiones aceptadas en cada
plazo:

Bonos a tres (3) años: 97,376.
Bonos a cinco (5) años: 100,156.
Obligaciones a diez (10) años: 100,948.

3. Tipo marginal de cada plazo:

Bonos a tres (3) años: 5,440%.
Bonos a cinco (5) años: 5,532%.
Obligaciones a diez (10) años: 5,819%.
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4. Precio medio ponderado de las peticiones aceptadas
en cada plazo:

Bonos a tres (3) años: 97,376.
Bonos a cinco (5) años: 100,161.
Obligaciones a diez (10) años: 100,970.

Sevilla, 13 de octubre de 2000.- El Director General,
Antonio González Marín.

CONSEJERIA DE GOBERNACION

ORDEN de 9 de octubre de 2000, por la que
se concede subvención a la Diputación Provincial de
Granada, con objeto de financiar la operación de cré-
dito contraída con el Banco de Crédito Local para la
ejecución de proyectos de obras y servicios realizados
por las Corporaciones Locales incluidas en concierto
con el Inem y afectas al Programa de Fomento de
Empleo Agrario 2000.

Determinada por Decreto 237/2000, de 23 de mayo,
la financiación por la Administración de la Junta de Andalucía
de los créditos que, durante el ejercicio 2000, contraigan las
Diputaciones Provinciales con el Banco de Crédito Local para
la ejecución de proyectos de obras y servicios realizados por
las Corporaciones Locales en concierto con el Inem y de acuer-
do con el Programa de Fomento de Empleo Agrario, la Dipu-
tación Provincial de Granada ha solicitado a esta Consejería,
de conformidad con el Convenio tripartito Administración de
la Junta de Andalucía/Banco de Crédito Local/Diputaciones
Provinciales, así como con el suscrito entre la Administración
de la Junta de Andalucía y dicha Diputación Provincial, la
subvención a que hace referencia el artículo 2 de la citada
normativa, acompañándose de expediente en el que quedan
debidamente acreditados los extremos a que hace referencia
el artículo 4 del mismo Decreto.

En su virtud, y en uso de las atribuciones que me confieren
la Ley General de Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma y el Decreto 237/2000, de 23 de mayo, de financiación
de los créditos contraídos por las Diputaciones Provinciales
con el Banco de Crédito Local para la ejecución de proyectos
de obras municipales afectas al Programa de Fomento de
Empleo Agrario 2000,

D I S P O N G O

Primero. Se concede a la Diputación Provincial de Gra-
nada una subvención por importe de 457.381.773 pesetas,
correspondiente al 75% de las cantidades que en concepto
de amortización de capital e intereses ha de sufragar la citada
Diputación Provincial al Banco de Crédito Local por los prés-
tamos concedidos para la ejecución de los proyectos de obras
y servicios afectos a los Fondos Ordinarios del ejercicio 2000
del Programa de Fomento de Empleo Agrario del ejercicio 2000
que se indican en el Anexo.

Segundo. De conformidad con lo dispuesto en el artículo
8 del Decreto 237/2000, de 23 de mayo, y a los efectos
de financiar el coste de materiales de los proyectos de obras
y servicios que se indican en el Anexo, la Diputación Provincial
de Granada podrá disponer del préstamo suscrito con el Banco

de Crédito Local por un importe máximo de 228.690.886
pesetas, equivalente al 50% del importe de la subvención
concedida.

La disposición del 50% restante podrá realizarse una vez
quede acreditado el abono del primero, mediante certificación
del Interventor de la Diputación Provincial en la que se rela-
cionen los pagos efectivamente realizados con cargo al mismo.

Todo ello sin perjuicio de la disposición de fondos de
la parte de capital que corresponde a la aportación de la propia
Diputación Provincial.

Tercero. La Diputación Provincial de Granada deberá remi-
tir a la Consejería de Gobernación, antes del 30 de septiembre
del año 2001, la valoración definitiva de las obras y servicios
efectuados, aportando certificación acreditativa de los siguien-
tes extremos:

a) La cuantía del préstamo concertado.
b) Las inversiones realizadas y satisfechas a las Entidades

Locales beneficiarias del régimen de subvenciones correspon-
dientes a los Fondos Ordinarios del ejercicio 2000 del Pro-
grama de Fomento de Empleo Agrario de 2000.

c) Relación detallada de la cuantía final aportada por cada
uno de los organismos participantes.

Cuarto. Toda alteración de las condiciones tenidas en
cuenta para la concesión de esta subvención y, en todo caso,
la obtención concurrente de subvenciones o ayudas de otras
Administraciones Públicas o de otros Entes públicos o privados,
nacionales o internacionales, podrá dar lugar a la modificación
de la resolución de concesión.

Quinto. Las Entidades Locales beneficiarias de la sub-
vención se encuentran sometidas, con carácter general, a las
obligaciones previstas en el artículo 105 de la Ley General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, y, muy en particular, al sometimiento de las actuaciones
de comprobación a efectuar por la Consejería de Gobernación,
sin perjuicio de las de control que correspondan al Tribunal
de Cuentas, a la Cámara de Cuentas de Andalucía y a la
Intervención General de la Junta de Andalucía.

Sexto. De conformidad con lo dispuesto en el artículo
5 del Decreto 237/2000, de 23 de mayo, las Entidades Locales
beneficiarias deberán dar la publicidad adecuada a cada obra
o servicio afecto al Programa de Fomento de Empleo Agrario
2000, colocando, en lugar visible, un cartel en el que consten
expresamente las Entidades que cooperan en la financiación
del mismo.

El logotipo de identificación corporativo de la Junta de
Andalucía en dicho cartel deberá ajustarse al Decre-
to 245/1997, de 15 de octubre.

Séptimo. A tenor de lo dispuesto en el artículo 57 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, la presente Orden produce efectos desde
el momento en que ha sido dictada, sin perjuicio de su publi-
cación en el BOJA y su notificación a la Diputación Provincial
de Granada y al Banco de Crédito Local.

Sevilla, 9 de octubre de 2000

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación
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RESOLUCION de 11 de octubre de 2000, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
Resolución adoptada por el Consejero al recurso de
alzada interpuesto por don Gabriel Molina Gálvez, en
representación de GMG, SL, contra la Resolución que
se cita, recaída en el expediente sancionador
núm. SC-75/98-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Gabriel Molina Gálvez, en representación
de «G.M.G., S. L.», contra la Resolución del Ilmo. Sr. Director
General de Espectáculos Públicos, Juego y Actividades Recrea-
tivas, por la presente se procede a hacer pública la misma,
al no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva,
4, Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación
de su identidad.

«En Sevilla a treinta y uno de agosto de dos mil.

Visto el recurso interpuesto y en base a los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 12 de marzo de 1998, funcionarios de
la Inspección de Juego formalizaron acta-pliego de cargos en
la que se hace constar que en el establecimiento denominado
“Bar Gasolina”, sito en C/ Antón Calabrés, núm. 38, de Gra-
nada, se encontraba instalada una máquina recreativa de
tipo B, modelo “Cirsa Nevada”, núm. de fabricante B-82 y
núm. de modelo B-1888, y con el núm. de serie 1141 (al
parecer retocado).

Segundo. Tramitado el expediente, el día 8 de abril de
1999 fue dictada la Resolución que ahora se recurre, por
la que se impuso a la empresa “G.M.G., S.L.”, una sanción
consistente en multa de cinco millones una pesetas
(5.000.001 ptas.), como responsable de una infracción muy
grave, tipificada en los artículos 28.1 de la Ley 2/1986, de
19 de abril, del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma,
y 52.1 del Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar,
aprobado por Decreto 491/1996, de 19 de noviembre, por
infracción de lo dispuesto en los artículos 4.1.c) y 19.1 de
la Ley, y en los artículos 26 y 10 del Reglamento.

Tercero. Notificada la resolución sancionadora el día 19
de abril de 1999 mediante carta certificada con acuse de
recibo, don Gabriel Molina Gálvez, en su calidad de Direc-
tor-Gerente de la empresa “G.M.G., S.L.”, presenta el día 11
de junio de 1999 un escrito, que no califica de recurso, pero
en el que manifiesta su disconformidad con aquella Reso-
lución, alegando, en síntesis, lo siguiente:

- Que en su momento solicitó la autorización de explo-
tación para 92 máquinas recreativas, no obteniendo respuesta
de su solicitud, por lo que el único responsable es el Sr. Dele-
gado de Gobernación, ya que la empresa se encuentra actual-
mente perseguida e indefensa a la hora de aportar alegaciones
en sus recursos.

- Que están usurpando su identidad.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

Aunque el escrito no se presenta formalmente como recur-
so de alzada, del tenor de los motivos alegados se deduce
con claridad su carácter, por lo que puede calificarse como
tal, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 110.2 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

I I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la
Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma, el Consejero de Gobernación es
competente para la resolución de los recursos de alzada inter-
puestos al amparo del artículo 114 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, contra
las Resoluciones de los Directores Generales de la Consejería.

I I I

El artículo 115.1 de la Ley 30/1992, en la redacción
dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, establece que el
plazo para la interposición del recurso de alzada será de un
mes, si el acto fuera expreso, cuyo cómputo de acuerdo con
el artículo 48, apartado 2, se realizará a partir del día siguiente
a aquél en que tenga lugar la notificación o publicación del
acto de que se trate, y de fecha a fecha, de conformidad
con el artículo 5 del Código Civil.

Del examen del expediente administrativo resulta que el
interesado recibió la notificación de la Resolución que ahora
se recurre el día 19 de abril de 1999, y presentó su escrito
de recurso el día 11 de junio de 1999, cuando ya había
transcurrido ampliamente el plazo legalmente establecido, con
lo que la resolución sancionadora ha adquirido firmeza.

Vista la legislación citada y demás normas de especial
y general aplicación, resuelvo no admitir el recurso de alzada
interpuesto fuera de plazo.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
11.12.98). Por suplencia (Orden de 14.7.00), El Director
General de Política Interior, Fdo.: Juan M.ª Cornejo López.»

Sevilla, 11 de octubre de 2000.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 11 de octubre de 2000, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
Resolución adoptada por el Consejero al recurso de
alzada interpuesto por don Manuel Gallardo Ortega
contra la Resolución que se cita, recaída en el expe-
diente sancionador núm. SC-59/97-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Manuel Gallardo Ortega, contra la Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Sevilla, por la presente se procede a hacer pública la misma,
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al no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva,
4, Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación
de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a treinta y uno de julio de dos
mil.

Visto el recurso interpuesto y en base a los siguientes

A N T E C E D E N T E S

P r i m e r o . E l p r o c e d i m i e n t o s a n c i o n a d o r
núm. SC-59/97-M, tramitado en instancia, se fundamenta en
el acta levantada por miembros de la Inspección del Juego
y Apuestas de la Junta de Andalucía, por comprobación de
los inspectores de que en el establecimiento público que consta
en el citado procedimiento sancionador, se produjo la ins-
talación de una máquina recreativa del tipo B, sin el corres-
pondiente boletín de instalación, siendo la citada máquina
propiedad de la empresa sancionada.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada Resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía correspondiente, por la
que se imponía a la entidad denunciada, la sanción consistente
en multa. Todo ello, como responsable de la carencia de la
preceptiva autorización de instalación, prevista en el ar-
tículo 43.1 del Reglamento de Máquinas Recreativas y de
Azar, aprobado por Decreto 491/96, de 19 de noviembre,
en relación con el art. 25.4 de la Ley 2/86, de 19 de abril,
de Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma, tipificada
en el artículo 53.1 del citado Decreto, en relación con el artícu-
lo 29.1 de la Ley 2/86, de 19 de abril.

Tercero. Notificada oportunamente la Resolución sancio-
nadora, el interesado interpone en tiempo y forma recurso
de alzada, cuyas argumentaciones se dan por reproducidas,
al constar en el correspondiente expediente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, resulta competente para la resolución del
presente recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

La Orden de 11 de diciembre de 1998, delega la com-
petencia en materia de resolución de recursos administrativos,
excepto en materia general de función pública y los que afecten
al personal funcionario de la Administración de Justicia, en
el Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de
Gobernación y Justicia (actualmente de Gobernación).

I I

El artículo 4.1.c) de la Ley 2/86, de 19 de abril, comienza
por disponer que “requerirán autorización administrativa pre-
via, en los términos que reglamentariamente se determinen,
la organización, práctica y desarrollo de los (...) juegos (...)
que se practiquen mediante máquinas de juego puramente
recreativas, las recreativas con premio y las de azar”, con-
templando expresamente, en su artículo 25, la necesidad del
documento del boletín al establecer que “las máquinas recrea-
tivas clasificadas en este artículo deberán estar inscritas en
el correspondiente Registro de Modelos, estar perfectamente
identificadas y contar con un boletín de instalación debida-

mente autorizado, en los términos que reglamentariamente
se determinen”.

De acuerdo con esta remisión al reglamento, realizada
por la ley específicamente en estos artículos y de forma general
en su disposición adicional segunda, el artículo 21 de la norma
reglamentaria establece que “Las máquinas sujetas al presente
Reglamento deberán hallarse provistas de una Guía de Cir-
culación, del documento de matrícula, del boletín de insta-
lación y, en su caso, del justificante del abono de la tasa
fiscal del juego correspondiente; asimismo, deberán estar pro-
vistas de marcas de fábrica en los términos previstos en el
artículo 25 del presente Reglamento”. Desarrollándose en los
artículos posteriores el contenido de cada uno de los docu-
mentos referidos.

Por su parte, el artículo 43.1 del Reglamento establece
que: “La autorización de instalación consistirá en la habilitación
administrativa concedida por la Delegación de Gobernación
de la provincia a la empresa titular de la autorización de explo-
tación, para la instalación individualizada de una máquina
en un determinado establecimiento”.

Resulta, a la luz de las disposiciones legales reseñadas
y de la documentación obrante en el procedimiento sancio-
nador tramitado, que se ha constatado una infracción admi-
nistrativa en materia de juego por carecer la máquina en cues-
tión de la documentación precisa para su identificación y
explotación.

I I I

Debe señalarse que una máquina no se puede instalar
hasta que no sea autorizado el boletín de instalación. En este
sentido se expresa la sentencia del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía de 11.10.1993, núm. 1218. También, otras
sentencias del mismo Tribunal confirman dicho criterio, así
la de 22 de diciembre de 1993, que establecía “... incluso
acogiéndose al régimen del art. 40 del Reglamento ... la acti-
vidad administrativa de control de las condiciones del cambio,
entre otras las relativas al núm. de máquinas del nuevo local,
impiden entender que la autorización sea meramente decla-
rativa, mas al contrario se puede concluir que es constitutiva,
es decir, sólo existirá desde el momento del sello o visado
del Boletín”.

Igualmente la de 7 de febrero de 1994, que en su fun-
damento jurídico quinto, establece que “los boletines de ins-
talación (...) permiten la identificación de la máquina en lugar
concreto y determinado, y conste que teniéndolos tres de ellas
para determinado local estaba en local distinto, y eso es un
hecho típico subsumible en el art. 46.1 del tan citado
Reglamento”.

Asimismo, la de 21 de marzo de 1994, que en su fun-
damento jurídico cuarto dispone “(...) la primera diligenciación
del boletín de instalación de la máquina sólo habilita para
su emplazamiento en el local que aquél reseña, mas para
cualquier cambio de local será preciso que su traslado se vea
amparado por un nuevo diligenciado al que debe preceder
actividad del interesado solicitándolo”.

I V

Incluso para el caso de que el boletín de instalación haya
sido solicitado con anterioridad a la inspección que desen-
cadena el procedimiento sancionador, tiene respuesta el Regla-
mento vigente y debe mantenerse el criterio legalmente esta-
blecido y jurisprudencialmente ratificado de que la obtención
del boletín debe ser una actividad previa a la instalación y
funcionamiento de la máquina, sin que la mera solicitud, a
posibles expensas de una denegación, sea título habilitante
que pueda ser considerado como bastante.

Pues el vigente Reglamento de Máquinas Recreativas y
de Azar, aprobado por Decreto 491/96, de 19 de noviembre,
establece para la solicitud de boletín de instalación, cuando
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se requiera también la matrícula, en el último párrafo, del
apartado 3, del artículo 28, que: “transcurridos veinticinco
días desde la entrada en la Delegación de Gobernación corres-
pondiente de la solicitud de explotación sin que se hubiese
otorgado mediante la entrega y diligenciación de la precitada
documentación, se podrá entender desestimada”.

Por otro lado, en el caso de que la expedición del boletín
de instalación derive de un canje de máquina recreativa y
de azar, el último párrafo del apartado tercero del artícu-
lo 29 establece que: “Transcurrido un mes desde que fuera
solicitado el cambio de máquina sin haber obtenido de la
Delegación de Gobernación correspondiente la matrícula y el
boletín de instalación de la nueva máquina, podrá entenderse
desestimada la solicitud, quedando prohibida la instalación
y explotación de ésta”.

Por último, cuando la solicitud de instalación se realice,
de conformidad con los artículos 44 y siguiente, el último
párrafo del artículo 45, establece que: “Transcurrido el plazo
de quince días desde la fecha de entrada de la solicitud de
autorización de instalación sin que por la Delegación de Gober-
nación se hubiere diligenciado y entregado el boletín corres-
pondiente a la entidad peticionaria, se podrá entender deses-
timada la solicitud”.

En consecuencia, con lo expuesto en los párrafos ante-
riores, cualquier solicitud de boletín de instalación que no
sea resuelta en plazo, produce la desestimación por silencio
administrativo. Se trata, por tanto, de un procedimiento admi-
nistrativo específico que en su regulación establece la dene-
gación por silencio administrativo, precisamente en garantía
de los solicitantes, para que puedan realizar cuantas acciones
estimen pertinentes a fin de lograr la resolución expresa de
su solicitud, pero que, en ningún modo, habilita para instalar
la máquina y explotarla, porque se está haciendo ilegalmente,
contraviniendo lo establecido en el propio Reglamento.

V

Con respecto a la responsabilidad del sancionado por la
infracción administrativa constatada, baste expresar que, para
que exista infracción administrativa, en cuanto acción típi-
camente antijurídica, no es necesario que junto a la volun-
tariedad del resultado se dé el elemento del dolo o la culpa,
sino que dichas conexiones psicológicas únicamente habrán
de tenerse en cuenta como elemento modal o de graduación
de la sanción administrativa, y así se expresa la sentencia
del Tribunal Supremo de 22 de febrero de 1992, cuando
dice:

“En todo acto sancionador se requiere, para ser conforme
a Derecho, que en la conducta del sujeto pasivo se den los
elementos esenciales para que sea sancionable, siendo uno
de estos elementos, en aplicación de la teoría del delito, la
culpabilidad dolosa o culposa desplegada por el sujeto que
sea contraria a la norma y antijurídica, para efectuar correc-
tamente el reproche administrativo”. En igual sentido se expre-
sa la sentencia del mismo Tribunal de 5 de diciembre de
1987. Igualmente, la sentencia del Tribunal Constitucional
de 28 de abril de 1990, número 76/90, aunque referida al
procedimiento sancionador en materia tributaria mantiene que
en materia de infracciones administrativas “sigue rigiendo el
principio de culpabilidad (por dolo, culpa o negligencia grave
y culpa o negligencia leve o simple negligencia)”.

V I

Ha quedado acreditado el hecho considerado como pro-
bado en la propuesta de resolución, cual es, mantener la
máquina a que se refiere el procedimiento sancionador de
referencia instalada y en funcionamiento careciendo del boletín
de instalación. Y las circunstancias concretas del caso pueden
servir, como ha ocurrido en el presente supuesto, para realizar

una valoración ponderada de la sanción a imponer, graduando
la debida adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo
de la infracción y la sanción aplicada, como así se requiere
en el art. 131.3 de la Ley 30/1992, y en el artículo 55.2
del Reglamento, lo que no pueden conducir es a la exención
de la responsabilidad por la infracción administrativa cometida.

Todo lo expresado hasta ahora, conlleva la necesidad de
confirmar la sanción impuesta por ser acorde con la infracción
cometida, ya que la graduación de las sanciones debe hacerse
aplicando la legislación vigente y haciendo una calificación
con la infracción y la sanción que se señala expresamente.

Vistos la Ley 2/86, de 19 de abril, del Juego y Apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía; el Reglamento de
Máquinas Recreativas y de Azar, aprobado por Decre-
to 491/96, de 19 de noviembre, y demás normas de general
y especial aplicación, resuelvo desestimar el recurso interpues-
to, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 11 de octubre de 2000.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 11 de octubre de 2000, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
Resolución adoptada por el Consejero al recurso de
alzada interpuesto por don Andrés Fernando Vílchez
Estévez, en representación de Automáticos Vílchez, SL,
contra la Resolución que se cita, por la que se decreta
el archivo de la solicitud de suspensión temporal de
la autorización de explotación de la máquina tipo B.1,
con matrícula GR-002406.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Andrés Fernando Vílchez Estévez, en repre-
sentación de Automáticos Vílchez, S.L., contra la Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Granada, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo, previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a siete de julio de dos mil.

Visto el recurso interpuesto y en base a los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Don Andrés Fernando Vílchez Estévez, en la
representación que ostenta de Automáticos Vílchez, S.L., soli-
citó, al amparo del artículo 32 del Decreto 491/1996, de
19 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de
Máquinas Recreativas y de Azar de la Comunidad Autónoma
Andaluza, la suspensión temporal de la autorización de explo-
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tación de la máquina recreativa tipo B.1 identificada con núme-
ro de matrícula GR-002406.

Segundo. El 3 de febrero de 2000 se remite a Automáticos
Vílchez, S.L., escrito por el que se insta la subsanación y
mejora de la solicitud presentada, por cuanto ha de aportar,
en el plazo de 10 días, con apercibimiento de archivo en
caso contrario, tres documentos:

- Matrícula original.
- Boletín de instalación blanco y verde.
- Ejemplar guía de circulación empresa operadora.

Tercero. El Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta
de Andalucía en fecha 15 de marzo, una vez habían trans-
curridos con creces los diez días concedidos a la empresa
operadora para que procediera a la subsanación de las defi-
ciencias apreciadas en su solicitud, sin haberlo verificado, ha
dictado Resolución por la que se ha declarado el archivo de
dicha solicitud.

Cuarto. Notificada que fue la mencionada Resolución a
la empresa operadora, en tiempo y forma, contra la misma
se ha interpuesto recurso de alzada, con base en las argu-
mentaciones que ha tenido a bien exponer, las cuales se dan
aquí por reproducidas por constar suficientemente en el expe-
diente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, resulta competente para la Resolución del
presente recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

La Orden de 11 de diciembre de 1998 delega la com-
petencia en materia de resolución de recursos administrativos,
excepto en materia general de función pública y los que afecten
al personal funcionario de la Administración de Justicia, en
el Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de
Gobernación y Justicia (actualmente de Gobernación).

I I

En su descargo la empresa operadora alega en esta alzada
que le fue imposible la presentación de dicha documentación
requerida, por cuanto la mencionada documentación de la
máquina fue objeto de un presunto hurto que fue denunciado
ante el Puesto de Albolote dependiente de la 401.ª Coman-
dancia de la Guardia Civil (Granada) y se manifiesta que la
misma ha dado lugar a la incoación de Diligencias Previas
que han desembocado en el Juicio de Faltas 272/00, y el
cual se encuentra pendiente de la celebración del correspon-
diente juicio oral que se celebra el día 27 de abril de 2000,
dicha argumentación la acompaña de copia de la denuncia
interpuesta ante la Guardia Civil y la citación para la celebración
de un Juicio de Faltas sobre hurto.

Contra la argumentación vertida por el recurrente se ha
de manifestar que con la documentación aportada no es posible
deducir que la celebración del juicio de faltas al que se ha
sido citado corresponda con la denuncia presentada en su
día por no encontrar la documentación en la máquina el día
que fue a retirarla, por ello no podemos aceptar como válida
y cierta la prueba presentada en su defensa por no constar
como prueba plena que desvirtúe la no presentación de la
documentación requerida en tiempo y forma como le fue
requerida.

Dispone el artículo 32.1 del Reglamento de Máquinas
Recreativas y de Azar, aprobado por Decreto 491/1996, de
19 de noviembre que “cuando la titular de la autorización

desee suspender la explotación de una máquina lo solicitará
de la Delegación de Gobernación (hoy del Gobierno) corres-
pondiente, acompañando los originales del boletín de insta-
lación y de la matrícula. La Delegación de Gobernación (hoy
del Gobierno) procederá a anular el boletín de instalación,
y simultáneamente comunicará a la Delegación de Economía
y Hacienda de la provincia tal circunstancia, surtiendo efectos
dicha suspensión desde el momento en que tenga entrada
la solicitud en la Delegación de Gobernación (hoy del Gobierno)
competente”.

Comprobado que fue, y así consta en el expediente, que
no se habían aportado los documentos mencionados y espe-
cificados por dicho precepto, se requirió a la empresa operadora
para que los entregara con apercibimiento, en caso de no
verificarse, del archivo de la solicitud, tal y como prescribe
el artículo 77.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, que recoge “... se reque-
rirá al interesado para que subsane la falta o acompañe los
documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo
hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa reso-
lución que deberá ser dictada en los términos previstos en
el artículo 42”, disponiéndose en éste: “... en los casos de
prescripción, renuncia del derecho, caducidad del procedi-
miento o desistimiento de la solicitud, así como la desaparición
sobrevenida del objeto del procedimiento, la Resolución con-
sistirá en la declaración de la circunstancia que concurra en
cada caso, con indicación de los hechos producidos y las
normas aplicables ...”.

De todo ello, tan sólo hemos de concluir confirmando
la Resolución por cuanto como ya hemos manifestado no ha
quedado suficientemente probado lo alegado por el recurrente,
que si así hubieran ocurrido los hechos podría haber puesto
en conocimiento de la Delegación competente los mismos,
en el tiempo requerido y haber cumplido en parte el reque-
rimiento, por cuanto pudo y no efectuó la entrega del ejemplar
de la guía de circulación y del boletín de instalación (copia
blanca) los cuales se encuentran en poder de la empresa ope-
radora, según se dispone en el artículo 42 del Decre-
to 491/1996, de 19 de noviembre.

Vistos: La Ley 2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apues-
tas de la Comunidad Autónoma Andaluza; el Decreto
491/1996, de 19 de noviembre, por el que se aprueba el
Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar de la Comu-
nidad Autónoma, así como demás de especial y general apli-
cación, resuelvo desestimar el recurso interpuesto confirmando
la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 11 de octubre de 2000.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 11 de octubre de 2000, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
Resolución adoptada por el Consejero al recurso de
alzada interpuesto por doña Sonia Nolla Arasa contra
la Resolución que se cita, recaída en el expediente
sancionador núm. 68/99-E.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
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trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
a la recurrente doña Sonia Nolla Arasa, contra la Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Cádiz, por la presente se procede a hacer pública la misma,
al no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a catorce de julio de dos mil.

Visto el recurso interpuesto y en base a los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El procedimiento sancionador núm. 68/99-E,
tramitado en instancia, se fundamenta en la denuncia for-
mulada por agentes de la autoridad, incluidos en el ámbito
de aplicación de la Ley Orgánica 2/1986, de Fuerzas y Cuerpos
de Seguridad, por comprobación de los agentes de que en
el establecimiento público reseñado en el citado procedimiento,
se produjo el incumplimiento del horario permitido a dichos
establecimientos, por el exceso de la hora de cierre con respecto
a aquélla en que el mismo debería encontrarse cerrado al
público y sin clientes en su interior.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, por la Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía correspondiente, se dictó Resolución por la que se impo-
nía una sanción consistente en multa, como resultado de la
constatación de la comisión de una infracción a lo dispuesto
en el art. 1 de la Orden de 14 de mayo de 1987, por la
que se determina el horario de cierre de los espectáculos y
establecimientos públicos, en relación con el art. 26.e) de
la Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero, sobre Protección de
la Seguridad Ciudadana.

Tercero. Notificada oportunamente la Resolución sancio-
nadora, el interesado interpone en tiempo y forma recurso
de alzada, cuyas argumentaciones se dan por reproducidas,
al constar en el correspondiente expediente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, resulta competente para la Resolución del
presente recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

La Orden de 11 de diciembre de 1998 delega la com-
petencia en materia de resolución de recursos administrativos,
excepto en materia general de función pública y los que afecten
al personal funcionario de la Administración de Justicia, en
el Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de
Gobernación y Justicia (actualmente de Gobernación).

I I

Se debe responder a la recurrente que el Bando del Ayun-
tamiento de Barbate, donde se declara zona de gran afluencia
turística, tal calificación se realizó por Resolución de la Vice-
consejería de Trabajo de fecha 20.6.1997, por la que se decla-
ra al municipio de Barbate zona de gran afluencia turística
durante los períodos de 1997, 1998, 1999 y 2000, con
libertad de horario para los establecimientos del término muni-
cipal. Sin embargo la misma no tiene aplicación en este caso,

por cuanto que la libertad de horario afecta solamente a los
horarios de cierre y apertura de establecimientos cuya actividad
es la comercial, regulada por la Ley 1/1996, de 10 de enero,
del Comercio Interior de Andalucía, entendiéndose como tales
las tiendas de conveniencia que así serán consideradas si cum-
plen los siguientes requisitos: Tener un horario de apertura
de público de, al menos, 18 horas al día, distribuir su oferta
en forma similar entre libros, periódicos y revistas, artículos
de alimentación, discos, vídeos, juguetes, regalos y artículos
varios y tener una superficie de venta inferior a 500 metros
cuadrados.

De lo expresado anteriormente se deduce que no cabe
hacer extensivo los efectos de esa Resolución a la apertura
y cierre de horarios en los establecimientos públicos que se
rigen por la Orden de la Consejería de Gobernación de 14
de mayo de 1987, ya que es a esta Consejería a la que se
transfieren las competencias en materia de espectáculos públi-
cos por Decreto 294/1984, de 20 de noviembre, y es a la
que corresponde regular el ejercicio de dichas competencias,
por Decreto 50/1985, de 5 de marzo.

Asimismo, los hechos denunciados se consideran pro-
bados por cuanto la propia expedientada no niega que el día
de la denuncia, de fecha 26.6.1999, realizada por la Guardia
Civil, se encontraba abierto al público el establecimiento a
las 4,15 horas. Por otro lado, además se produce la ratificación
de los hechos con fecha 13.10.1999.

I I I

Sobre la veracidad de los hechos constatados hemos de
indicar que el artículo 37 de la Ley Orgánica 1/92, de 21
de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, señala
que:

“En los procedimientos sancionadores que se instruyan
en las materias objeto de la presente Ley, las informaciones
aportadas por los agentes de la autoridad que hubieren pre-
senciado los hechos, previa ratificación en el caso de haber
sido negados por los inculpados, constituirán base suficiente
para adoptar la Resolución que proceda, salvo prueba en con-
trario y sin perjuicio de que aquéllos deban aportar al expe-
diente todos los elementos probatorios disponibles.”

Por otra parte, ha sido y es constante jurisprudencia del
Tribunal Supremo la de atribuir a los informes policiales, en
principio, veracidad y fuerza probatoria, al responder a una
realidad de hecho apreciada directamente por los Agentes,
todo ello salvo prueba en contrario, y en tal sentido la sentencia
de la Sala III de dicho Alto Tribunal, de 5 de marzo de 1979,
al razonar la adopción de tal criterio, afirma que “si la denuncia
es formulada por un Agente de la Autoridad especialmente
encargado del servicio, la presunción de legalidad y veracidad
que acompaña a todo el obrar de los órganos administrativos,
incluso de sus Agentes, es un principio que debe acatarse
y defenderse tanto en la vía administrativa como en la con-
tencioso-administrativa, ya que constituye garantía de una
acción administrativa eficaz”.

Por su parte, el Tribunal Supremo en su sentencia de
24 de abril de 1997 (RJ 1997\3614), mantiene que el derecho
a la presunción de inocencia, reconocido a todo acusado en
el artículo 24.2 de la Constitución, constituye uno de los dere-
chos fundamentales de la persona que vincula a todos los
poderes públicos, es de aplicación inmediata y constituye uno
de los principios básicos de nuestro ordenamiento jurídico.
Dicho principio desenvuelve su eficacia cuando existe una
falta absoluta de pruebas o cuando las practicadas no reúnen
las garantías debidas. Junto a la exigencia de una válida acti-
vidad probatoria, constituye otra premisa fundamental de este
principio que la carga probatoria pesa sobre la acusación,
así como que la valoración de la prueba es competencia propia
y exclusiva del órgano judicial. Debe decirse, por último, que
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la prueba desvirtuadora de la presunción de inocencia -en
cuanto presunción “iuris tantum” tiene por objeto, obviamente,
hechos en un doble aspecto: de un lado, la existencia del
hecho punible y, de otro, la participación del acusado en el
mismo. Como se desprende de cuanto queda dicho, la pre-
sunción de inocencia queda destruida por la prueba apreciada
libremente por el juzgador (v. SSTC 31/1989, de 28 julio;
36/1983, de 11 mayo, y 92/1987, de 3 junio, entre otras).

A tenor de ello, y conforme a la sentencia del Tribunal
Constitucional de 28 de julio de 1981, “la estimación de la
presunción de inocencia ha de hacerse respetando el principio
de libre apreciación de la prueba por parte del Tribunal de
Instancia, lo que supone que los distintos elementos de prueba
puedan ser libremente ponderados por el mismo a quien corres-
ponde valorar su significación y trascendencia para funda-
mentar el fallo”, y si bien este precepto se refiere a la actuación
de los Tribunales de Justicia, hay que tener presente que tam-
bién el Tribunal Constitucional en su sentencia de 8 de julio
de 1981 ha declarado, en base a lo establecido en el artículo
25 de la Constitución, que los principios inspiradores del orde-
namiento penal son aplicables, con ciertos matices, al derecho
administrativo sancionador, dado que ambos son manifesta-
ciones jurídicas del ordenamiento punitivo del Estado, según
era ya doctrina reiterada y constante del Tribunal Supremo.

Fundamentado en todo lo anterior, hay que concluir que,
en el caso que nos ocupa, los hechos imputados deben ser
tenidos por ciertos al haber sido objeto de comprobación por
inspección directa de los Agentes que formularon la denuncia
y no deducir el interesado, en las actuaciones hasta ahora
practicadas, prueba alguna que desvirtúe la imputación de
la infracción cometida, ya que nada desvirtúa una simple nega-
ción de los hechos denunciados.

I V

Con respecto a la responsabilidad del sancionado por la
infracción administrativa constatada, baste expresar que para
que exista infracción administrativa, en cuanto acción típi-
camente antijurídica, no es necesario que junto a la volun-
tariedad del resultado se dé el elemento del dolo o la culpa,
sino que dichas conexiones psicológicas únicamente habrán
de tenerse en cuenta como elemento modal o de graduación
de la sanción administrativa, y así se expresa la sentencia
del Tribunal Supremo de 22 de febrero de 1992, cuando
dice:

“En todo acto sancionador se requiere, para ser conforme
a Derecho, que en la conducta del sujeto pasivo se den los
elementos esenciales para que sea sancionable, siendo uno
de estos elementos, en aplicación de la teoría del delito, la
culpabilidad dolosa o culposa desplegada por el sujeto que
sea contraria a la norma y antijurídica, para efectuar correc-
tamente el reproche administrativo”. En igual sentido se expre-
sa la sentencia del mismo Tribunal de 5 de diciembre de
1987. Igualmente, la sentencia del Tribunal Constitucional
de 28 de abril de 1990, número 76/90, aunque referida al
procedimiento sancionador en materia tributaria, mantiene que
en materia de infracciones administrativas “sigue rigiendo el
principio de culpabilidad (por dolo, culpa o negligencia grave
y culpa o negligencia leve o simple negligencia)”.

En consecuencia, vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana; el
Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento General de Policía de Espectáculos Públicos
y Actividades Recreativas; la Orden de 14 de mayo de 1987,
por la que se determinan los horarios de cierre de espectáculos
y establecimientos públicos, así como las demás normas de
especial y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso
interpuesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.».

Sevilla, 11 de octubre de 2000.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 11 de octubre de 2000, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por don Miguel Angel Carrasco Martínez contra
la Resolución que se cita, recaída en el expediente
sancionador GR-279/98-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Miguel Angel Carrasco Martínez contra la
Resolución del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta
de Andalucía en Granada, por la presente se procede a hacer
pública la misma al no haberse podido practicar en su domi-
cilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veinte de junio de dos mil.

Visto el recurso interpuesto y en base a los siguientes,

A N T E C E D E N T E S

Primero. El procedimiento sancionador núm. GR-279/98-EP,
tramitado en instancia se fundamenta en la denuncia formu-
lada por agentes de la autoridad, incluidos en el ámbito de
aplicación de la Ley Orgánica 2/1986, de Fuerzas y Cuerpos
de Seguridad; por comprobación de los agentes de que en
el establecimiento público, reseñado en el citado procedimien-
to, se produjo el incumplimiento del horario permitido a dichos
establecimientos, por el exceso de la hora de cierre con respecto
a aquélla en que el mismo debería encontrarse cerrado al
público y sin clientes en su interior.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, por la Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía correspondiente, se dictó resolución por la que se imponía
una sanción consistente en multa, como resultado de la cons-
tatación de la comisión de una infracción a lo dispuesto en
el art. 1 de la Orden de 14 de mayo de 1987 por la que
se determina el horario de cierre de los espectáculos y esta-
blecimientos públicos, en relación con el art. 26.e) de la Ley
Orgánica 1/92, de 21 de febrero, sobre protección de la segu-
ridad ciudadana.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-
nadora, el interesado interpone en tiempo y forma recurso
de alzada, cuyas argumentaciones se dan por reproducidas
al constar en el correspondiente expediente administrativo.
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FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/83,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, es competente para la resolución del presente
recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

La Orden de 11 de diciembre de 1998, delega la com-
petencia en materia de resolución de recursos administrativos,
excepto en materia general de función pública y los que afecten
al personal funcionario de la Administración de Justicia, en
el Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de
Gobernación y Justicia (actualmente Gobernación).

I I

Alega el recurrente, como único motivo de recurso, que,
si bien el establecimiento estaba abierto a esa hora, no lo
estaba al público, sino que habiéndose celebrado una fiesta
privada, se dejó de poner copas en la hora establecida, per-
maneciendo las personas en su interior con posterioridad al
cierre del local, terminando sus consumiciones, continuando
abierto el local con la única finalidad de permitir salir a las
personas que se iban marchando.

El motivo de impugnación, sin embargo, no puede pros-
perar. En primer término, por fundamentarse en afirmaciones
desprovistas de actividad probatoria que las respalde y no
verosímiles. En este sentido, debe destacarse el excesivo lapso
de tiempo transcurrido desde el supuesto cierre del estable-
cimiento al público y la hora en que fueron constatados los
hechos (5 horas, 30 minutos), así como el gran número de
personas que se encontraban en el local en ese momento
(unas cincuenta), lo que no ha sido puesto en duda por el
recurrente.

De otro lado, el acta de inspección levantada por la Unidad
de Policía adscrita a la Consejería de Gobernación, señala
claramente que el establecimiento estaba abierto al público,
y no presentaba signos de haber iniciado las tareas de cierre.
De conformidad con el artículo 37 de la Ley Orgánica 1/1992,
sobre protección de la seguridad ciudadana, en los proce-
dimientos sancionadores que se instruyan en las materias obje-
to de dicha Ley, las informaciones aportadas por los Agentes
de la Autoridad que hubieren presenciado los hechos, previa
ratificación en el caso de haber sido negados por los incul-
pados, lo que no ha sucedido en el presente caso durante
el procedimiento, constituirán base suficiente para adoptar la
resolución que proceda, salvo prueba en contrario.

En consecuencia, vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana; el
Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento general de Policía de Espectáculos Públicos
y Actividades Recreativas; la Orden de 14 de mayo de 1987
por la que se determinan los horarios de cierre de espectáculos
y establecimientos públicos, así como las demás normas de
especial y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso
interpuesto, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 11 de octubre de 2000.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 11 de octubre de 2000, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por don Juan Antonio Bravo Ramírez contra
la Resolución que se cita, por la que se revocaba una
determinada autorización de instalación de una máqui-
na recreativa.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Juan Antonio Bravo Ramírez, contra la Reso-
lución del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Málaga, por la presente se procede a hacer públi-
ca la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio,
reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo, previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a trece de julio de dos mil.

Visto el recurso interpuesto y en base a los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 5 de abril de 1999, el Ilmo. Sr. Dele-
gado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga dictó
Resolución por la que se revocaba la autorización de instalación
de fecha 16 de noviembre de 1998 (solicitada el día
27.5.1998), amparada en la matrícula MA004735, corres-
pondiente a la empresa Recreativos Ragaro, S.L., para el esta-
blecimiento denominado “Bar Los Paleños”. Al mismo tiempo,
y, como consecuencia de la decisión anterior, se ordenaba
la retirada de dicha máquina en el plazo de dos días.

Los hechos que motivaron tal Resolución consistían, bási-
camente, en la denuncia presentada por la empresa operadora
Juegomatic, S.A., de haberse conculcado su derecho exclusivo
de instalación de máquinas recreativas.

Dicha denuncia provocó la revisión del expediente de la
autorización de instalación concedida a la empresa Recreativos
Ragaro, S.L., comprobándose que se trataba del mismo esta-
blecimiento (aunque cambió de nombre) donde, desde el 24
de mayo de 1993 (y con validez hasta el 31.12.1999), dis-
ponía de una autorización de instalación la empresa Juego-
matic, S.A.

Consideraba la Administración que, al no haberse apor-
tado la nueva licencia municipal de apertura, continuaba vigen-
te el derecho de explotación para la empresa Juegomatic, S.A.,
debiendo revocarse la autorización de instalación de Recrea-
tivos Ragaro, S.L. Todo ello de acuerdo con lo previsto en
los artículos 46 y 47.1 del Reglamento de Máquinas Recrea-
tivas y de Azar, aprobado por el Decreto 491/96, de 19 de
noviembre.

Segundo. Notificada la Resolución a la empresa Recrea-
tivos Ragaro, S.L., el día 16 de abril de 1999, el día 23
de abril de 1999, a través del Servicio de Correos y Telégrafos,
presentó escrito conteniendo el recurso de alzada y la petición
de suspensión, y cuyas alegaciones concretas, por constar
en el expediente correspondiente, se dan por reproducidas.

Tercero. Con fecha 18 de octubre de 1998, la Excma.
Sra. Consejera de Gobernación y Justicia dictó Resolución por
la que se desestimaba el recurso interpuesto. Dicha Resolución
fue notificada con fecha 25 de octubre de 1999.
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Cuarto. Con fecha 28 de octubre de 1999, a través del
Servicio de Correos y Telégrafos -entrada en la Consejería de
Gobernación y Justicia 2.11.1999-, presentó don Juan Anto-
nio Bravo Ramírez, como titular del “Bar Los Paleños” (donde
disponía de autorización de instalación la empresa Recreativos
Ragaro, S.L., posteriormente revocada), recurso de alzada que
contenía, igualmente, solicitud de suspensión. Las alegaciones
concretas contenidas en el mencionado escrito, por constar
en el expediente, se dan por reproducidas.

Quinto. Con fecha 16 de noviembre de 1999, la Excma.
Sra. Consejera de Gobernación y Justicia adoptó la decisión
de no suspender la ejecutividad del acto recurrido ante la
ausencia de las circunstancias requeridas en el artículo 111
de la Ley 30/92. Todo ello indicando que ese pronunciamiento
no suponía la consideración del recurrente como interesado,
cuestión que debería tratarse en el recurso posterior.

Dicha Resolución se intentó notificar, a través del Servicio
de Correos y Telégrafos, el día 22 de noviembre de 1999,
figurando una anotación del funcionario de Correos como “Des-
conocido. No figura en buzones”. Como consecuencia se pro-
cedió de acuerdo con lo previsto en el artículo 59.4 de la
Ley 30/92, a la publicación de la Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía (núm. 1, de 4.1.2000), y
a su exposición en el tablón de edictos del Excmo. Ayun-
tamiento de Málaga, entre el 20.12.1999 y el 8.1.2000.

Sexto. Con fecha 22 de marzo de 2000 tiene entrada
en esta Consejería, entre diversos escritos remitidos por la
Delegación, uno de fecha 3 de diciembre de 1999 dirigido
al Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Málaga del recurrente, en el que exponía que, habiendo
transcurrido el plazo previsto para el pronunciamiento de la
Administración sobre la suspensión -y, consecuentemente, el
carácter positivo de éste-, solicitaba que la Delegación tomara
nota de la suspensión y entendiera vigente la autorización
revocada.

Séptimo. Con fecha de salida 3 de mayo de 2000 se
remite a la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía
oficio en el que, con independencia de solicitarse nueva docu-
mentación, se le pone en conocimiento de las circunstancias
referentes a la Resolución adoptada de no suspender y las
incidencias de su notificación al recurrente reflejadas en el
antecedente quinto.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, resulta competente para la Resolución del
presente recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

I I

Se considera necesario, desde un punto de vista procesal,
analizar en primer lugar la legitimidad del recurrente para inter-
poner el recurso de alzada.

Para ello es necesario valorar si con respecto a un deter-
minado procedimiento tiene el recurrente la condición de
interesado.

La Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, es la que, con carácter general, delimita
quién puede ostentar tal condición. En su artículo 31 deter-
mina:

“Artículo 31. Concepto de interesado.
1. Se consideran interesados en el procedimiento admi-

nistrativo:

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o
intereses legítimos individuales o colectivos.

b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan
derechos que puedan resultar afectados por la decisión que
en el mismo se adopte.

c) Aquéllos cuyos intereses legítimos, individuales o colec-
tivos, puedan resultar afectados por la resolución y se personen
en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución
definitiva.

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de
intereses económicos y sociales, serán titulares de intereses
legítimos colectivos en los términos que la ley reconozca.

3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna
relación jurídica transmisible, el derecho-habiente sucederá
en tal condición cualquiera que sea el estado del proce-
dimiento.”

Una vez fijado el concepto de interesado con carácter
general, es preciso analizar el procedimiento en el que nos
encontramos incursos.

Para ello, el primer dato que debemos tener en cuenta
es que el recurrente es el titular del establecimiento donde
estaba autorizada la instalación de una máquina recreativa
perteneciente a Recreativos Ragaro, S.L., y que, posteriormen-
te, fue objeto de revocación.

Se ha de recordar que la obtención de la autorización
de instalación de una máquina recreativa es un procedimiento
regulado en el artículo 43 y siguientes del Reglamento de
Máquinas Recreativas y de Azar, aprobado por el Decreto
491/96, de 19 de noviembre. El artículo 43 ya citado, dispone
que la autorización de instalación consistirá en la habilitación
administrativa concedida, por la Delegación correspondiente,
a la empresa titular de la autorización de explotación para
la instalación individualizada de una máquina en un esta-
blecimiento determinado.

Por su parte, el artículo 44, en su párrafo primero, deter-
mina que para la obtención de las autorizaciones de instalación
de las máquinas tipo B, como la que nos ocupa, deberá dirigir,
la empresa titular de la autorización de explotación, una soli-
citud firmada junto con el titular del establecimiento donde
se pretenda instalar la máquina, o de sus representantes debi-
damente acreditados. A dicha solicitud se deberá acompañar
una determinada documentación, entre la que se encuentra
la fotocopia autenticada de la licencia municipal de apertura
o de la última liquidación abonada del impuesto de actividades
económicas correspondiente al establecimiento.

No se ha de olvidar que el Reglamento de Máquinas
Recreativas y de Azar constituye un desarrollo de la Ley 2/86,
de 19 de abril, del Juego y Apuestas de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía y que su objeto es regular, en el ámbito
territorial de Andalucía, todas las actividades relativas a casi-
nos, juego y apuestas.

Continuando con la exposición de los fundamentos de
derecho, se observa que el artículo 46 del Reglamento ante-
riormente citado regula la revocación de las autorizaciones
de instalación, determinando que el Delegado podrá decidir,
previa audiencia del interesado y mediante Resolución moti-
vada, la retirada de todas o algunas de las máquinas instaladas
cuando el local incumpliese los requisitos que le pudieran
ser de aplicación o, en el caso de establecimientos como el
que nos ocupa, existieran en el mismo máquinas recreativas
tipo B.1 -como en este supuesto- en un número superior al
autorizado o de diferentes empresas operadoras -como aquí
sucede-. En tales supuestos, se revocarán de forma automática
las autorizaciones de instalación expedidas en último lugar.
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Pues bien, una vez llegados a este punto, se advierte
que el procedimiento de revocación de las autorizaciones de
instalación (art. 46 del Reglamento) es un procedimiento que
se inicia de oficio, pudiendo tener origen en una denuncia,
como es el caso.

También se hace evidente que el titular de un estable-
cimiento -como es un bar- no es un titular de un derecho
subjetivo sino, en todo caso, de un interés legítimo. Y ello
porque el derecho subjetivo a instalar una determinada máqui-
na en un establecimiento sólo puede ser otorgado, en virtud
de la normativa vigente y como ha sido el caso, a una empresa
operadora, inscribiéndose dentro de su propio patrimonio y
facultándola para su defensa.

El titular del establecimiento no puede serlo de un derecho
subjetivo a la explotación de una máquina recreativa ya que
la normativa actual nunca le podrá otorgar tal derecho. No
obstante, de la concesión o revocación a una determinada
empresa operadora del derecho subjetivo de la autorización
de instalación, puede derivar un perjuicio o beneficio para
ella y, por tanto, puede, con ciertas limitaciones y en diferente
plano, intervenir en el procedimiento administrativo. Dicha
situación puede incardinarse en el concepto denominado inte-
rés legítimo.

Como hemos visto la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
ha distinguido en su artículo 31 dos formas diferentes de con-
cebir al interesado. Se puede ser interesado a título de derecho
subjetivo o a título de interés legítimo. Dependiendo de cual
es la calificación concreta, se dispondrá de más o menos facul-
tades o derechos, gozando en un mayor grado de éstos aquéllos
que lo sean a título de derecho subjetivo.

Pues bien, habiendo quedado claro que el titular de un
bar es un interesado a título de interés legítimo -con carácter
general-, que no promovió el expediente, y, no constando en
éste que se hubiera personado en el procedimiento de revo-
cación de la autorización de instalación antes de la Resolución
de revocación, es evidente que, respecto a este expediente
concreto de revocación de autorización de instalación, no es
interesado.

Si no fue interesado -por falta de personación o promo-
ciónno pudo ser objeto de notificación de la Resolución impug-
nada ya que el artículo 58 de la Ley 30/92, sólo obliga a
la notificación respecto a los interesados, es decir, a los inte-
resado concretos en un procedimiento administrativo. Dicha
circunstancia, sin embargo, no impide la interposición del
recurso correspondiente -al entender que se está ante otro
procedimiento diferente-, si bien habría que preguntarse a par-
tir de qué momento comienza a contarse el plazo para hacerlo.

Respecto a este punto es evidente que el titular del esta-
blecimiento no puede disponer de un plazo indefinido -por
no habérsele notificado la Resolución-, en cuanto que ello
supone poner en riesgo la seguridad jurídica. Si bien el artículo
58.2 de la Ley 30/92 contempla este efecto, se considera
que no estamos ante el mismo supuesto, ya que no se trata
de notificaciones defectuosas y, sobre todo, porque en dicho
precepto se parte de la premisa -como anteriormente se ha
señalado- de la obligación de notificar a los que tengan la
consideración de interesado “concreto”, título que, como
hemos visto, no posee el recurrente.

Consecuentemente, se considera que el plazo disponible
es el mismo del que dispone el titular del derecho subjetivo,
el cual sí fue objeto de notificación de la Resolución.

Téngase en cuenta que es digno de resaltarse que, tal
y como se ha señalado en los antecedentes, el titular del dere-
cho subjetivo a la autorización de instalación, Recreativos
Ragaro, S.L., hizo uso del derecho a la interposición del recurso
correspondiente, siendo éste desestimado, y que, poco des-
pués de la notificación de la Resolución a dicha entidad, es
cuando el recurrente presenta el recurso que nos ocupa.

Como conclusión, a la vista de la fecha (16.4.1999),
que consta en el expediente, de la notificación de la Resolución
dictada por el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta

de Andalucía en Málaga -de fecha 5 de abril de 1999-, a
Recreativo Ragaro, S.L., -por la que se revocaba su autorización
de instalación para el “Bar Los Paleños”-, y, teniéndose en
cuenta que se interpuso, por el titular del citado estableci-
miento, recurso de alzada con fecha de certificado del Servicio
de Correos y Telégrafos de 28 de octubre de 1999, se evidencia
que dicho recurso fue interpuesto fuera del plazo legalmente
establecido, por lo que deviene firme la Resolución recurrida.
Todo ello de acuerdo con lo previsto en el art. 115.1 de la
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, que en la redacción dada por la Ley 4/1999, de
13 de enero, establece que el plazo para la interposición del
recurso de alzada será de un mes, computado a partir, según
el artículo 48.2 de la norma legal citada, del día siguiente
en que tenga lugar la notificación.

I I I

En cuanto a la suspensión de la ejecución del acto impug-
nado, se ha de señalar que, una vez que tuvo entrada en
el órgano competente para pronunciarse sobre la misma
(2.11.1999), éste lo hizo en el plazo señalado en apartado
tercero de artículo 111 de la Ley 30/92 (16.11.1999), y
en el sentido de no suspender, al entender que no concurrían
las causas previstas para ello en el citado artículo. Además,
ha de señalarse que se intentó la notificación dentro del período
previsto para ello a través del Servicio de Correos y Telégrafos
(25.11.1999) -antecedente quinto-.

Consecuentemente, no puede considerarse suspensa la
ejecución del acto por el retraso en la notificación de la sus-
pensión (art. 111.3 de Ley 30/92), -con independencia del
obligatorio uso de la publicación en el Boletín Oficial y al
tablón de edictos del Ayuntamiento (art. 59.4 de la Ley
30/92)-, ya que con el intento de notificación debidamente
acreditado en el plazo previsto, se entiende cumplida dicha
obligación. Todo ello de acuerdo con lo previsto en el artícu-
lo 58.4 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre.

Vistas las normas citadas y demás de especial y general
aplicación, resuelvo no admitir el recurso interpuesto, con-
firmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 11 de octubre de 2000.- El Secretario General
Técnico, Sergi o Moreno Monrové.

RESOLUCION de 13 de octubre de 2000, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
resolución adoptada por el Consejero al recurso de alza-
da interpuesto por don Gregorio Tirado Blanco contra
la Resolución que se cita, recaída en el expediente
sancionador SC-172/98-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Gregorio Tirado Blanco contra la resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Sevilla, por la presente se procede a hacer pública la misma
al no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro.
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Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a treinta y uno de agosto de
dos mil.

Visto el recurso interpuesto y en base a los siguientes,

A N T E C E D E N T E S

Primero. El procedimiento sancionador núm. SC-172/98-M,
tramitado en instancia se fundamenta en el acta levantada
por miembros de la Inspección del Juego y Apuestas de la
Junta de Andalucía, por comprobación de los inspectores de
que en el establecimiento público que consta en el citado
procedimiento sancionador.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía correspondiente, por la
que se imponía a la entidad denunciada, la sanción consistente
en multa. Todo ello, como responsable de tener instalada en
el establecimiento la máquina tipo B, modelo Doble-Nada con
marcas de fábrica B-82/B-1888/93-08569, careciendo de
boletín de instalación. Tipificada como falta grave en el artículo
53.2 del Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar,
de la que aparece como presunto responsable don Gregorio
Tirado Blanco en calidad de titular del negocio que se desarrolla
en el local donde se encuentra la máquina objeto de posible
infracción.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-
nadora, el interesado interpone en tiempo y forma recurso
de alzada, cuyas argumentaciones se dan por reproducidas,
al constar en el correspondiente expediente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, resulta competente para la resolución del
presente recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

La Orden de 11 de diciembre de 1998, delega la com-
petencia en materia de resolución de recursos administrativos,
excepto en materia general de función pública y los que afecten
al personal funcionario de la Administración de Justicia, en
el Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de
Gobernación y Justicia (actualmente de Gobernación).

I I

Alega el recurrente que la notificación de la resolución
no va acompañada de la propuesta de resolución, lo que le
ha generado indefensión.

Examinado el expediente, en el pliego de cargos se com-
prueba que el recurrente tiene instalada la máquina tipo B,
modelo Doble-Nada careciendo del boletín de instalación, ale-
gando que la titularidad de la máquina corresponde a don
José M.ª Carmona Martínez, siendo comprobada esta afir-
mación que, efectivamente, es cierto.

Asimismo, en el pliego de descargo afirma el dicente que,
no es el titular del Bar Jerez, sino que es el encargado. Al
solicitarse información al respecto sobre este punto al Ayun-
tamiento de Sevilla se informa que no se tiene constancia
de las licencias de apertura de local concedidas a los mismos.

No obstante, con fecha 30 de enero de 1999 se recibe
en la Dirección General de Espectáculos Públicos, Juego y
Actividades Recreativas, informe de la Guardia Civil en el que
se ratifica en los datos de la denuncia, es decir en una entrevista
con el expedientado les manifiesta que el bar posee licencia
de apertura que figura a nombre de don Juan Manuel Rangel
Pérez, actualmente en trámite de traspaso a su nombre.

Por cuanto que en el transcurso del desarrollo del expe-
diente no se acredita que la máquina de referencia posea
autorización que habilite para su instalación en un determinado
establecimiento, la resolución, elevando a definitiva la pro-
puesta, considera al ahora recurrente, titular del negocio, res-
ponsable de una infracción administrativa prevista en el artículo
53.2 del Reglamento, por permitir o consentir, expresa o táci-
tamente, la explotación o instalación de la máquina, careciendo
de la autorización de instalación.

De lo antes expuesto se desprende que al interesado no
se le ha perjudicado en su derecho a defensa con la intro-
ducción de nuevos hechos en el trámite de resolución del
procedimiento, con violación del artículo 138.2 de la
Ley 30/92, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, no habiendo
resuelto sobre cuestión distinta a la debatida a lo largo del
procedimiento sancionador, respetándosele el derecho del pre-
sunto responsable a ser notificado de los hechos que se le
imputen, previsto en el artículo 135, párrafo segundo, de la
citada Ley 30/92, consecuencia directa del derecho a ser infor-
mado de la acusación, proclamado en el artículo 24.2 de
la Constitución (asimismo, artículo 6 del Convenio Europeo
de Derechos Humanos).

Corroborando lo expresado anteriormente, el artículo 63.5
párrafo segundo del Decreto 491/1996, de 19 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento de Máquinas Recreativas
y de Azar, señala que “si como consecuencia de la instrucción
del procedimiento resulta modificada la determinación de los
hechos, su posible calificación o las sanciones que pudieran
imponerse, se notificará al interesado la propuesta de reso-
lución que se formule por el órgano instructor del expediente,
confiriendo un plazo de diez días para alegaciones”.

I I I

A su vez, el artículo 57.1 del Reglamento en relación
con el art. 31.8 de la Ley, señala que de las infracciones
que se produzcan en los locales y establecimientos previstos
en el art. 48 del mismo Reglamento serán responsables las
empresas titulares de las máquinas, sin perjuicio de la res-
ponsabilidad del titular del negocio, entre otros, por las infrac-
ciones que les fueran imputables. En definitiva, lo que se
viene a sancionar es el incumplimiento de obligaciones propias
del titular de negocio, que en este caso se concreta en permitir
la instalación y explotación de las máquinas sin las corres-
pondientes autorizaciones de explotación e instalación.

El artículo 4.1.c), de la Ley 2/86, de 19 de abril, comienza
por disponer que “requerirán autorización administrativa pre-
via, en los términos que reglamentariamente se determinen,
la organización, práctica y desarrollo de los (...) juegos (...)
que se practiquen mediante máquinas de juego puramente
recreativas, las recreativas con premio y las de azar”, con-
templando expresamente, en su artículo 25 la necesidad del
documento del boletín al establecer que “las máquinas recrea-
tivas clasificadas en este artículo deberán estar inscritas en
el correspondiente Registro de Modelos, estar perfectamente
identificadas y contar con un boletín de instalación debida-
mente autorizado, en los términos que reglamentariamente
se determinen”.

De acuerdo con esta remisión al Reglamento, realizada
por la Ley específicamente en estos artículos y de forma general
en su disposición adicional segunda, el artículo 21 de la norma
reglamentaria establece que “Las máquinas sujetas al presente
Reglamento deberán hallarse provistas de una Guía de Cir-
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culación, del documento de matrícula, del boletín de insta-
lación y, en su caso, del justificante del abono de la tasa
fiscal del juego correspondiente; asimismo, deberán estar pro-
vistas de marcas de fábrica en los términos previstos en el
artículo 25 del presente Reglamento”. Desarrollándose en los
artículos posteriores el contenido de cada uno de los docu-
mentos referidos.

Por su parte, el artículo 43.1 del Reglamento establece
que: “La autorización de instalación consistirá en la habilitación
administrativa concedida por la Delegación de Gobernación
de la provincia a la empresa titular de la autorización de explo-
tación, para la instalación individualizada de una máquina
en un determinado establecimiento”.

Resulta, a la luz de las disposiciones legales reseñadas
y de la documentación obrante en el procedimiento sancio-
nador tramitado, que se ha constatado una infracción admi-
nistrativa en materia de juego por carecer la máquina en cues-
tión de la documentación precisa para su identificación y
explotación.

Igualmente la de 7 de febrero de 1994, que en su fun-
damento jurídico quinto establece que “los boletines de ins-
talación (...) permiten la identificación de la máquina en lugar
concreto y determinado, y conste que teniéndolos tres de ellas
para determinado local estaba en local distinto, y eso es un
hecho típico subsumible en el art. 46.1 del tan citado
Reglamento”.

I V

Con respecto a la responsabilidad del sancionado por la
infracción administrativa constatada, baste expresar que para
que exista infracción administrativa, en cuanto acción típi-
camente antijurídica, no es necesario que junto a la volun-
tariedad del resultado se dé el elemento del dolo o la culpa,
sino que dichas conexiones psicológicas únicamente habrán
de tenerse en cuenta como elemento modal o de graduación
de la sanción administrativa, y así se expresa la sentencia
del Tribunal Supremo de 22 de febrero de 1992 cuando dice:

“En todo acto sancionador se requiere, para ser conforme
a Derecho, que en la conducta del sujeto pasivo se den los
elementos esenciales para que sea sancionable, siendo uno
de estos elementos, en aplicación de la teoría del delito, la
culpabilidad dolosa o culposa desplegada por el sujeto que
sea contraria a la norma y antijurídica, para efectuar correc-
tamente el reproche administrativo”. En igual sentido se expre-
sa la sentencia del mismo Tribunal de 5 de diciembre de
1987. Igualmente, la sentencia del Tribunal Constitucional
de 28 de abril de 1990, número 76/90, aunque referida al
procedimiento sancionador en materia tributaria, mantiene que
en materia de infracciones administrativas “sigue rigiendo el
principio de culpabilidad (por dolo, culpa o negligencia grave
y culpa o negligencia leve o simple negligencia)”.

V

Ha quedado acreditado el hecho considerado como pro-
bado en la propuesta de resolución, cual es, mantener la
máquina a que se refiere el procedimiento sancionador de
referencia instalada y en funcionamiento careciendo del boletín
de instalación. Y las circunstancias concretas del caso pueden
servir, como ha ocurrido en el presente supuesto, para realizar
una valoración ponderada de la sanción a imponer, graduando
la debida adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo
de la infracción y la sanción aplicada, como así se requiere
en el art. 131.3 de la Ley 30/1992, y en el artículo 55.2
del Reglamento, lo que no pueden conducir es a la exención
de la responsabilidad por la infracción administrativa cometida.
Todo lo expresado hasta ahora, conlleva la necesidad de con-
firmar la sanción impuesta por ser acorde con la infracción
cometida, ya que la graduación de las sanciones debe hacerse

aplicando la legislación vigente y haciendo una calificación
con la infracción y la sanción que se señala expresamente.

Vistos la Ley 2/86, de 19 de abril, del juego y apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía; el Reglamento de
Máquinas Recreativas y de Azar, aprobado por Decreto
491/96, de 19 de noviembre, y demás normas de general
y especial aplicación, resuelvo desestimar el recurso interpues-
to, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno Monrové, Por Suplencia (Or-
den de 14.7.00), El Director General de Política Interior. Fdo.:
Juan M.ª Cornejo López.»

Sevilla, 13 de octubre de 2000.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

RESOLUCION de 11 de octubre de 2000, de la
Dirección General de Trabajo y Seguridad Social, por
la que se ordena la inscripción, depósito y publicación
del Convenio Colectivo de la Fundación Andaluza para
la Atención a las Drogodependencias (Código de Con-
venio 7100852).

Visto el texto del Convenio Colectivo para la Fundación
Andaluza para la Atención a las Drogodependencias (Código
de Convenio 7100852), recibido en esta Dirección General
de Trabajo y Seguridad Social en fecha 5 de octubre de 2000,
suscrito por la representación de la empresa y la de sus tra-
bajadores con fecha 5 de septiembre de 2000, y de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 90.2 y 3 del Texto
Refundido del Estatuto de los Trabajadores; Real Decre-
to 1040/81, de 22 de mayo, sobre Registro y Depósito de
Convenios Colectivos de Trabajo; Real Decreto 4043/1982, de
29 de diciembre, sobre traspaso de competencias, y Decreto
de la Presidencia de la Junta de Andalucía 6/2000, de 28
de abril, sobre Reestructuración de Consejerías, y Decre-
to 244/2000, de 31 de mayo, por el que se establece la
Estructura Orgánica de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico, esta Dirección General de Trabajo y Seguridad
Social

R E S U E L V E

Primero. Ordenar la inscripción del texto del Convenio
Colectivo en el Registro de Convenios Colectivos de Trabajo
de ámbito interprovincial, con notificación a la Comisión
Negociadora.

Segundo. Remitir un ejemplar del mismo al Consejo Anda-
luz de Relaciones Laborales para su depósito.

Tercero. Disponer la publicación de dicho Convenio en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 11 de octubre de 2000.- El Director General,
Francisco Javier Guerrero Benítez.
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CONVENIO COLECTIVO DE LA FUNDACION ANDALUZA
PARA ATENCION A LAS DROGODEPENDENCIAS (FADA)

La Fundación Andaluza para la Atención a las Drogo-
dependencias (FADA) tiene por objeto la gestión de los centros
que, con carácter general, presten atención a las personas
afectadas por las drogodependencias, el apoyo a su integración
social y laboral, así como la mejora de su calidad de vida.

CAPITULO 1.º

AMBITO DE APLICACION

Artículo 1. Ambito funcional.
El ámbito funcional del presente Convenio se extiende

a todo el ámbito de la actividad propia de la FADA, realizada
en todos sus centros de trabajo, dependencias y servicios que
de ella dependen.

Artículo 2. Ambito personal.
Las normas contenidas en el presente Convenio Colectivo

regulan las condiciones de trabajo de todo el personal que,
con relación jurídico laboral y contrato celebrado por el órgano
competente, preste sus servicios y perciba sus retribuciones
en el ámbito funcional señalado en el artículo anterior.

Quedan excluidos del ámbito de aplicación del presente
Convenio:

a) El personal directivo.
b) El personal perteneciente a los distintos escalafones

del Estado o Comunidad Autónoma.
c) Los profesionales contratados para trabajos específicos,

cuya relación con la Fundación se derive de la aceptación
de minuta o presupuesto.

d) El personal de Alta Gerencia, a quien se le aplicará
su propia normativa.

e) El personal contratado para el cumplimiento y ejecución
de programas dependientes de otros Organismos, de duración
cierta y determinada que contemplen condiciones laborales
y regímenes retributivos propios.

Artículo 3. Ambito territorial.
Las normas contenidas en el presente Convenio son de

aplicación en los distintos centros de trabajo y servicios que
pertenecen a la FADA, ubicados en las distintas provincias
de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 4. Ambito temporal.
El presente Convenio entrará en vigor el día de su firma,

con independencia del día de su publicación en el BOJA.
Su vigencia se extiende hasta el 31 de diciembre de 2001.

Al vencimiento del Convenio, éste se prorrogará por dos
años naturales, de no mediar denuncia por cualquiera de las
partes firmantes con una antelación mínima de un mes, incre-
mentándose los conceptos salariales recogidos en el presente
Convenio anualmente en el mismo % que el Indice de Precios
al Consumo (IPC) acumulado para cada año.

Si denunciado y expirado el presente Convenio las partes
no hubiesen llegado a un acuerdo para la firma de uno nuevo,
o las negociaciones se prolongasen por un período de tiempo
que excediera la vigencia del actualmente en vigor, ésta se
entenderá prorrogada hasta la finalización del proceso nego-
ciador sin perjuicio de lo que el nuevo Convenio estableciese
respecto de su retroactividad.

Todos las normas contenidas en el presente Convenio
de contenido retributivo se aplicarán con carácter retroactivo
desde el 1 de enero de 2000.

Los artículos concernientes a la jornada de trabajo inclui-
dos en el Capítulo 10 del Convenio empezarán a aplicarse
a partir del 18 de septiembre de 2000.

Artículo 5. Legislación laboral.
Para lo no previsto en el presente Convenio, se estará

a lo establecido en el Estatuto de los Trabajadores; Ley Orgánica
de Libertad Sindical; R.D. 1451/83, de 11 de mayo, en mate-
ria de trabajadores minusválidos, y demás disposiciones labo-
rales de carácter general.

CAPITULO 2.º

GARANTIAS

Artículo 6. Condiciones más beneficiosas.
Siempre con carácter personal, la FADA se obliga a res-

petar las condiciones salariales que con carácter global y cóm-
puto anual excedan del conjunto de mejoras del presente Con-
venio, manteniéndose estrictamente «ad personam», excepto
los conceptos salariales actuales; Complemento de Dirección,
Plus de Responsabilidad y Plus Voluntario Absorbible y a que
no serán absorbidas ni compensadas en futuras negociaciones.

Artículo 7. Indivisibilidad del Convenio.
Las condiciones pactadas en el presente Convenio forman

un todo orgánico e indivisible y, a efectos de su aplicación
práctica, serán consideradas global y conjuntamente.

En el supuesto que la jurisdicción laboral o administrativa,
de oficio o a instancia de parte, declarara contrario a Derecho
o nulo alguno o algunos de los artículos, preceptos y con-
diciones aquí contenidos, el Convenio quedará nulo y sin efec-
tos en su totalidad.

En este caso, la Comisión Negociadora del presente Con-
venio se reunirá en el plazo de diez días hábiles, contados
a partir de la decisión judicial o administrativa, y negociará
el texto definitivo del Convenio en un plazo no superior a
treinta días naturales, computados a partir del plazo anterior.

Artículo 8. Compensación y absorción.
Todas las condiciones establecidas en el presente Con-

venio sustituyen, compensan y absorben en su conjunto y
en su cómputo anual a todas las existentes en el momento
de su entrada en vigor, cualquiera que fuese su naturaleza
u origen.

CAPITULO 3.º

COMISION PARITARIA

Artículo 9. Comisión Paritaria.
Ambas partes acuerdan constituir una Comisión Paritaria

en el plazo de quince días a partir de la publicación de este
Convenio en el BOJA. Esta Comisión se crea con la com-
posición y funciones que a continuación se detallan:

1.º La Comisión estará compuesta:

a) En cuanto a la representación social, por un máximo
de tres, designados por los Delegados de los trabajadores en
su conjunto y respetándose el mismo % de representación
sindical existente en la Mesa de Negociación del presente
Convenio.

b) En cuanto a la representación económica, por un núme-
ro igual a la representación social.

2.º Competencias de la Comisión: En relación con este
apartado, los acuerdos que se alcancen requerirán el voto afir-
mativo de, al menos, el 60% de cada una de las represen-
taciones integrantes en la Comisión; formarán parte del pre-
sente Convenio y tendrán su misma eficacia obligacional.

a) La interpretación de la totalidad del articulado y cláu-
sulas del Convenio.
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b) Facultades de vigilancia de la aplicación y cumplimiento
de lo pactado.

c) Facultades de solución de conflictos colectivos, en los
términos que se establezcan.

d) Cualquier otro asunto que le sea asignado en el
articulado de este Convenio.

3.º Los acuerdos serán recogidos en Actas, constando
la fecha de su eficacia y número de orden y vincularán a
ambas partes en los mismos términos que el presente Con-
venio, al cual se anexarán.

4.º La Comisión se reunirá con carácter ordinario cuando
las circunstancias lo precisen, a petición de cualquiera de
las partes.

5.º Para solventar las posibles discrepancias que se pue-
dan plantear en el seno de dicha Comisión, las partes acudirán
al procedimiento arbitral SERCLA (Sistema Extrajudicial de
Resolución de Conflictos Colectivos Laborales de Andalucía).

La Comisión Paritaria podrá acordar la redacción de un
Reglamento para su funcionamiento interno.

CAPITULO 4.º

ORGANIZACION DEL TRABAJO

Artículo 10. Organización del trabajo.
La organización del trabajo es responsabilidad y facultad

de la FADA y su personal directivo. No obstante, ésta deberá
respetar siempre la categoría profesional y las funciones que
desempeñen en los puestos de trabajo para los que han sido
contratados los trabajadores.

Sin merma de esta facultad, los Delegados o represen-
tantes de los trabajadores tienen funciones de asesoramiento,
información previa y demás competencias, en los términos
previstos en el art. 64 del Estatuto de los Trabajadores y demás
normas de aplicación, en cuantos cambios proponga en mate-
ria de organización del trabajo la Gerencia de la FADA.

CAPITULO 5.º

CLASIFICACION DE PERSONAL

Artículo 11. Grupos profesionales.
El personal afectado por el presente Convenio se clasificará

en atención a los siguientes Grupos o Categorías Profesionales:

- Personal Técnico.
Personal Titulado Superior.
Técnico de Personal.
Personal Titulado Medio

- Personal Administrativo.
Jefe de Administración.
Administrativo.
Auxiliar Administrativo.

- Personal Técnico Auxiliar.
Monitor-Animador.

- Personal de Oficios.
Maestro de Taller.
Cocinero.
Oficial en Mantenimiento-Conductor.

- Personal Subalterno.
Lavandera-Limpiadora.

Contenido funcional: Todas las funciones de las categorías
se entienden orientadas a la consecución de los objetivos fun-
dacionales y en este sentido deben ser interpretadas.

El hecho de la posesión de un título profesional no impli-
cará necesariamente el reconocimiento de la categoría pro-
fesional correspondiente cuando el trabajador no haya sido
contratado por las funciones específicas de su titulación.

Personal Técnico

Personal Titulado Superior: Es el profesional que, estando
en posesión de título de Licenciado Universitario o Escuela
Técnica de igual grado, estará bajo la dependencia del Gerente
o persona en quien éste delegue, ejerciendo funciones propias
de su titulación.

Técnico de Personal: Es quien, a las órdenes del Gerente
o persona en quien este último delegue y disponiendo de titu-
lación Media o Superior adecuada, tiene la responsabilidad
del buen funcionamiento de la administración de personal y
de todo lo relacionado con la materia laboral y de Seguridad
Social de la Fundación.

Personal Titulado Medio: Es el profesional que, estando
en posesión de Diplomado Universitario o Escuela Técnica
de igual grado, estará bajo la dependencia del Gerente o per-
sona en quien éste delegue y ejerciendo las funciones propias
de su titulación.

Personal Administrativo

Jefe de Administración: Es quien tiene la responsabilidad
de la organización y funcionamiento administrativo del área
encomendada.

Administrativo: Es el empleado que tiene a su cargo una
sección determinada dentro de la cual, con iniciativa y res-
ponsabilidad, realiza trabajos que requieren preparación y
especialidad, resolviendo cuantos problemas surjan en su eje-
cución. Realizará igualmente las funciones de Secretaría de
Gerencia.

Auxiliar Administrativo: Es el empleado que con iniciativa
y responsabilidad realiza trabajos que requieren conocimientos
generales administrativos, contabilidad, correspondencia,
organización de archivos y ficheros, redacción de facturas,
etc.

Personal Técnico Auxiliar

Monitor/Animador: Es el empleado que vela de las acti-
vidades y de los aspectos organizativos del colectivo de usua-
rios en rehabilitación que han sido planificados por los
Técnicos.

Desarrolla las actividades en Talleres Educativos y Ocu-
pacionales que en cada momento se delimiten por los Téc-
nicos, incluidas en el programa terapéutico del recurso que
sean de carácter socio-cultural.

Realiza el seguimiento, control y cumplimiento de las acti-
vidades y normas establecidas a los usuarios.

Comunican a los Técnicos las incidencias ocurridas duran-
te el desarrollo de su trabajo.

Dispensa los medicamentos prescritos por los Faculta-
tivos, así como el acompañamiento y auxilio de los usuarios.

Personal de Oficio

Maestro de Taller: Es el profesional que, bajo la dirección
del centro, desarrolla enseñanzas teórico prácticas, diseñando,
realizando las tareas propias de su especialidad con fines edu-
cativos para la capacitación profesional y futura incorporación
laboral de los usuarios. Mantiene y conserva los medios, ins-
trumentos, maquinarias y utensilios utilizados en la enseñanza
y ejecuta aquellos trabajos precisos para la preparación y
desarrollo de las clases.

Cocinero: Es aquél que se ocupa de la preparación, ela-
boración y presentación del menú, debiendo responsabilizarse
del buen fin de los alimentos, de su conservación y almacenaje,



BOJA núm. 127Sevilla, 4 de noviembre 2000 Página núm. 16.837

así como del orden y limpieza de las dependencias, permi-
tiendo la colaboración de los pacientes en la ejecución de
las tareas.

Oficial de Mantenimiento-Conductor: Es el trabajador que
se ocupa del mantenimiento general del centro de trabajo,
realizando recados dentro y fuera del Centro, recogida y entrega
de correspondencia, traslados de usuarios al y desde el Centro
de referencia, así como a los puntos de destino que las cir-
cunstancias del proceso terapéutico de los usuarios requieran.

Igualmente, ejecuta los encargos de aprovisionamiento
diversos indicados por el Director y/o Administrador del Centro,
permitiendo la colaboración de los usuarios en la ejecución
de tareas.

Personal Subalterno

Lavandero/a-Limpiador/a: Es el trabajador que por dele-
gación de la Dirección y/o Administrador del Centro realiza
los servicios de limpieza, cuidando de la conservación del
mobiliario, así como del buen uso y economía de la lencería
empleada.

Tendrá a su cargo, mediante inventario, el mobiliario,
enseres y lencería del Centro, supervisando los trabajos de
limpieza y lavandería realizados por los usuarios.

CAPITULO 6.º

CONTRATACION, PLANTILLA Y PROMOCION PROFESIONAL

Artículo 12. Contrataciones.
Los trabajadores afectados por el presente Convenio

podrán ser contratados a tenor de cualquiera de las moda-
lidades legales establecidas en cada momento.

1. Contratos de duración determinada:

a) Para la realización de obra o servicio de duración deter-
minada. Dicho concepto supone un servicio concreto y deter-
minado que abarque el objeto y la causa de la relación laboral,
es decir, servicios específicos y que fácilmente se pueden con-
cretar en el tiempo o en el espacio, cuya ejecución agote
tanto la prestación, como la obra o servicio de que se trate,
al tratarse de trabajos con autonomía y sustantividad propia
respecto a la actividad de la empresa.

b) Contrato Eventual por circunstancias de la producción.
Cuando las circunstancias del mercado, acumulación de tareas
o exceso de demanda así lo exigiesen, aun tratándose de la
actividad normal del centro en cuestión. La duración del con-
trato será de un máximo de doce meses dentro de un período
de 18 meses, contados a partir del momento en que se pro-
duzcan dichas causas; cuando el contrato tenga una duración
inferior al máximo establecido de 12 meses, el mismo, podrá
tener una prórroga hasta completar el período máximo, con-
forme establece el R.D. 2720/98. Se establece una indem-
nización, a la finalización del contrato, de siete días por año
de servicio, prorrateándose ésta para períodos inferiores.

c) Contrato de Interinidad. Cuando se trate de sustituir
a trabajadores con derecho a reserva del puesto de trabajo,
siempre que en el contrato de trabajo se especifique el nombre
del sustituido y la causa de la sustitución.

2. Contrato de trabajo en Prácticas. Asimismo, la FADA
podrá celebrar contrato de trabajo en prácticas a quienes estu-
vieren en posesión de título universitario o de Formación Pro-
fesional de Grado Medio o Superior, o títulos oficialmente reco-
nocido como equivalentes, que habiliten para el ejercicio pro-
fesional dentro de los cuatro años inmediatamente siguientes
a la terminación de los correspondientes estudios de acuerdo
con las siguientes reglas:

a) El puesto de trabajo deberá permitir la obtención de
la práctica profesional adecuada al nivel de estudios cursados.

b) La duración del contrato no podrá ser inferior a seis
meses ni exceder de dos años, con un máximo de dos prórro-
gas. Asimismo, la retribución del trabajador en prácticas será
del 75% y 100% para el primer y segundo año de contratación,
respectivamente, del salario fijado en Convenio para un tra-
bajador que desempeñe el mismo o equivalente puesto de
trabajo.

c) Si al término del contrato, el trabajador se incorporase
sin solución de continuidad a la FADA, a efectos de antigüedad
se computará el tiempo trabajado desde la primera contratación
en la Fundación.

3. Contrato para la Formación. Los contratos para la for-
mación tendrán por objeto la adquisición de la formación teó-
rica y práctica necesarias para el desempeño adecuados de
un oficio o de un puesto de trabajo que requiera un determinado
nivel de cualificación, y se regirá por las siguientes normas:

a) Se podrán celebrar con mayores de dieciséis años y
menores de veintiún años que carezcan de titulación requerida
para realizar un contrato en prácticas. No se aplicará el límite
máximo de edad cuando el contrato se concierte con un tra-
bajador minusválido.

b) La duración mínima del contrato será de 6 meses y
la máxima de dos años, con un máximo de dos prórrogas.

c) El tiempo dedicado a la formación teórica dependerá
de las características del oficio o puesto de trabajo a desem-
peñar y del número de horas establecido para el módulo for-
mativo adecuado a dicho puesto de trabajo, sin que, en ningún
caso, pueda ser inferior al 15% de la jornada máxima prevista
en el Convenio Colectivo o, en su defecto, de la jornada máxima
legal.

d) La retribución del trabajador será del 60% y del 75%
del salario que corresponda a la categoría profesional del que
ejerce la formación durante el primero y segundo año.

4. Contratos a Tiempo Parcial. De mutuo acuerdo entre
el trabajador y la Gerencia de la FADA se podrá optar por
la contratación a tiempo parcial, que se regirá por las siguientes
normas:

a) Todos los contratos que se realicen bajo esta modalidad
tendrán la prestación efectiva que las partes acuerden, con
independencia que la FADA se obliga a cotizar a la Seguridad
Social por las cuantías que legalmente se establezcan en cada
momento para que el trabajador tenga derecho a las pres-
taciones.

b) Por otra parte gozarán de los mismos derechos y con-
diciones que la de los trabajadores a tiempo completo. Estas
condiciones se determinarán proporcionalmente sólo cuando
deriven de la duración del trabajo.

Artículo 13. Período de prueba.
El personal de nuevo ingreso quedará sometido a un perío-

do de prueba, que no podrá exceder de la señalada en la
siguiente escala:

Personal Técnico, seis meses.
Personal Administrativo y Técnico no Titulado, dos meses.
Profesionales de Oficio y Subalternos, un mes.

En cualquier caso, el período de prueba no podrá exceder
de la mitad de la duración inicial del contrato.

Durante el período de prueba las partes podrán desistir
del contrato sin derecho a la indemnización.

Durante el período de prueba el trabajador tendrá los dere-
chos y obligaciones correspondientes a su categoría profesional
y al puesto de trabajo que desempeña, como si fuera de plan-
tilla, excepto los derivados de la resolución de la relación labo-
ral, que podrá producirse a instancia de cualquiera de las
partes durante su transcurso.
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Transcurrido el período de prueba sin que se haya pro-
ducido el desistimiento, el contrato producirá plenos efectos,
computándose el tiempo de los servicios prestados en la anti-
güedad del trabajador en la Fundación.

Artículo 14. Fomento de la contratación indefinida.
De conformidad con lo dispuesto en el apartado 2.b de

la Disposición Adicional 1.a) de la Ley 63/1997, de 26 de
diciembre, y Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas
Urgentes para la Mejora del Mercado de Trabajo y el Fomento
de la Contratación Indefinida, los contratos de duración deter-
minada o temporal, incluidos los formativos, anteriormente
suscritos o que se formalicen durante la vigencia del presente
Convenio o de cualquiera de sus prórrogas, podrán convertirse
en la modalidad de «Contrato para el Fomento de la Con-
tratación Indefinida», previsto en dicha disposición.

El régimen del contrato resultante de la conversión y los
derechos y obligaciones que de él se deriven se regirán en
lo dispuesto en la Disposición Adicional 1.a) de la indicada
Ley 63/1997, de 26 de diciembre, y Ley 50/1998, de 30
de diciembre, y demás normas de aplicación.

Artículo 15. Traslados, promoción interna y permutas.
a) Traslados. Se entiende por traslados el procedimiento

por el cual la FADA convoca a la ocupación de un puesto
vacante o de nueva creación, y por el cual el trabajador fijo
o fijo-discontinuo ejerce sus derechos a la movilidad para ocu-
par un puesto de dicho carácter, de su misma categoría pro-
fesional y para la que reúna los requisitos establecidos en
la categoría profesional.

Será criterio determinante para el baremo de este concurso
el de la permanencia en el puesto desde el que se opta. En
caso de empate, se estará a la mayor antigüedad. No obstante,
no podrán optar al traslado, durante el plazo de dos años,
aquellos trabajadores que ya lo hayan ejercitado.

b) Promoción interna. Una vez resueltos los traslados,
todas las vacantes y puestos de nueva creación que se pro-
duzcan en la Fundación se cubrirán mediante el sistema de
promoción interna, de acuerdo con siguientes criterios:

A) Las vacantes que se produzcan en categorías superiores
se cubrirán mediante el personal perteneciente a la FADA,
siempre que acredite la titulación exigida y valorándose como
méritos la antigüedad y currículum personal.

B) Los Delegados de Personal, del centro afectado, par-
ticiparán, con voz pero sin voto, en el proceso de promoción
recogido en este artículo.

c) Permutas. La FADA podrá autorizar la permuta entre
personal fijo a puestos de idéntica naturaleza cuando concurran
las siguientes circunstancias:

A) Pertenencia al mismo Grupo y Categoría Profesional,
y desempeño de idénticas funciones.

B) La concesión de la permuta no da derecho al abono de
gastos ni de indemnizaciones de ninguna clase, no pudiendo
participar en otros traslados hasta transcurridos dos años de
desempeño efectivo de los nuevos destinos.

Artículo 16. Trabajos de superior categoría.
Será requisito imprescindible para el desempeño de pues-

tos de trabajo de superior categoría, y la percepción de las
retribuciones correspondientes, la orden por escrito de la FADA.

Si como consecuencia de la movilidad funcional se rea-
lizasen funciones superiores a las del grupo profesional o a
las de categorías equivalentes por un período superior a seis
meses durante un año o a ocho durante dos años, el trabajador
no podrá reclamar el ascenso, ya que ello se opondría a lo
dispuesto en materia de Promoción Interna de este Convenio,
sin perjuicio de reclamar la diferencia salarial correspondiente.

Artículo 17. Trabajos de inferior categoría.
Si por necesidades perentorias o imprevisibles de la acti-

vidad asistencial la FADA precisará destinar a un trabajador
a tareas correspondientes a una categoría inferior a la suya
dentro de su grupo profesional, sólo podrá hacerlo por el tiempo
imprescindible, manteniéndose la retribución y demás dere-
chos derivados de su categoría profesional.

Los representantes legales de los trabajadores serán infor-
mados por escrito con antelación de dichas circunstancia.

CAPITULO 7.º

MODIFICACION Y EXTINCION DEL CONTRATO DE TRABAJO

Artículo 18. Movilidad funcional.
La movilidad funcional en el seno de la FADA se efectuará

sin perjuicio de los derechos económicos y profesionales del
trabajador, siempre que la organización de la actividad así
lo aconseje; no tendrá otras limitaciones que las reguladas
en el presente Convenio y las exigidas por las titulaciones
académicas o profesionales precisas para ejercer la prestación
laboral y la pertenencia al grupo profesional correspondiente.

Artículo 19. Movilidad geográfica.
Antes de adoptar los criterios de traslado forzoso que en

las presentes normas se contemplan, se estará a lo dispuesto
en materia de Traslados, Promoción Interna y Permutas.

Se tendrá en cuenta, a la hora de resolverse el traslado
forzoso, la menor antigüedad y, en caso de igualdad, la menor
edad.

En el supuesto de que el traslado forzoso comporte un
cambio de residencia, éste dará derecho, en concepto de abono
para sufragar los gastos de traslado del trabajador y la de
sus familiares, de una indemnización ascendente a la suma
de 275.000 ptas.

Los trabajadores no podrán ser trasladados a un centro
de trabajo distinto de la Fundación que exija cambios de resi-
dencia, a no ser que existan razones técnicas, organizativas
o productivas que lo justifiquen.

El Jefe de Personal notificará el traslado al Delegado o
Delegados de Personal del Centro afectado para que, tras el
informe de los mismos, se adopte por FADA la decisión
definitiva.

De igual forma, se determinará el plazo de incorporación
al nuevo puesto de trabajo, que no será inferior al de treinta
días naturales. En estas condiciones, el trabajador disfrutará
de siete días naturales de permiso legal retribuido para efectuar
el traslado.

Garantías:

- Ningún trabajador podrá ser trasladado forzosamente
hasta trascurridos 2 años desde un anterior traslado de esta
naturaleza.

- Igualmente, ningún trabajador podrá ser trasladado for-
zosamente si éste tiene cumplidos los 60 años de edad.

CAPITULO 8.º

RETRIBUCIONES

Artículo 20. Retribuciones.
La retribución salarial de los trabajadores afectados por

el presente Convenio estarán constituidas por el Salario Base,
Plus de Convenio y Gratificaciones Extraordinarias y corres-
ponde a la jornada completa y en cómputo anual de horas
pactadas.

El pago de las retribuciones se realizará por meses ven-
cidos, abonándose dentro de los cinco primeros días hábiles
del mes siguiente al devengo de la nómina.

El abono de los salarios podrá realizarse mediante talón
o transferencia bancaria, descontándose la parte correspon-
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diente a la Seguridad Social del trabajador, el porcentaje del
IRPF, así como la cuota sindical a los trabajadores que así
lo soliciten.

Artículo 21. Revisión salarial.
A partir de 1 de enero de 2001, las tablas salariales

Anexas se incrementarán en el mismo porcentaje que el IPC
que se prevea para dicho año, en caso de que el IPC acumulado
de 2001 superase el incremento previsto, se procederá, tan
pronto se constate dicha circunstancia, a la revisión de las
tablas salariales hasta alcanzar el mismo porcentaje, que se
aplicará igualmente desde 1 de enero de 2001, aun cuando
haya expirado la vigencia de este Convenio Colectivo.

Artículo 22. Salario base.
Como salario base se entiende el establecido para cada

categoría profesional, según tabla salarial que figura en el
Anexo I al presente Convenio, por la realización de la jornada
ordinaria de trabajo, incluidos los períodos de descanso com-
putables como trabajo.

Artículo 23. Complementos y pluses salariales.
Son complementos salariales las cantidades que, en su

caso, deben adicionarse al salario base. Los complementos
salariales son:

1. Horas extraordinarias.
Se estará a lo dispuesto en el R.D. 1/1995, de 24 marzo,

del ET, y, especialmente, en sus artículos 34 y 35 sobre el
número de horas extraordinarias a realizar.

Las horas extraordinarias realizadas podrán ser compen-
sadas económicamente o por descanso compensatorio a elec-
ción del trabajador, siguiendo la siguiente proporción:

- Por cada hora extraordinaria: 1,75 horas ordinarias.

No obstante, ambas partes declaran expresamente la
intención de reducir la realización de las mismas, salvo las
de urgente e inaplazable ejecución, en cuyo caso no se tendrán
en cuenta a los efectos de la duración máxima de su jornada
laboral ordinaria ni para el cómputo de topes máximos.

Tendrán la consideración de horas extraordinarias:

A) Horas extraordinarias normales: Las horas trabajadas
que excedan de la jornada ordinaria diaria no contempladas
en los apartados siguientes.

B) Horas extraordinarias estructurales: Se entienden como
tales las necesarias por circunstancias imprevistas, por ausen-
cia de personal, cambios de turno u otros motivos de carácter
estructural derivados de la naturaleza de la actividad de que
se trate.

C) Horas extraordinarias por fuerza mayor: Son las que
vienen exigidas por la necesidad de prevenir o reparar siniestros
u otros daños extraordinarios o urgentes.

No se aplicará el cómputo de 1,75 horas ordinarias a
las horas extraordinarias estructurales y por fuerza mayor, que
se compensará hora por hora.

Los representantes de los trabajadores recibirán informa-
ción de cuantas horas se vayan a realizar o se realicen men-
sualmente por las razones expuestas.

2. Plus de Convenio.
Retribuirá las condiciones particulares de los distintos

puestos de trabajo en atención a su actividad técnica y especial
dedicación, cuya cuantía quedará fijada en el Anexo I en fun-
ción del grupo en el que esté encuadrado el trabajador.

3. Pagas extraordinarias.
Todo el personal afectado por el presente Convenio tiene

derecho a la percepción de dos pagas extraordinarias anuales,
que se devengan semestralmente, la primera por el período

de 1 de enero a 30 de junio, y la segunda por el período
de 1 de julio a 31 de diciembre.

Se abonarán conjuntamente con la nómina mensual ordi-
naria de forma prorrateada. De mutuo acuerdo, la empresa
y el trabajador podrán acordar el pago de las mismas en las
primeras quincenas de julio y diciembre.

El importe de cada paga extraordinaria será el equivalente
al salario base.

Artículo 24. Incapacidad Temporal (IT).
En caso de baja en el trabajo por Incapacidad Temporal

derivada de enfermedad común o accidente no laboral, la FADA
completará la prestación de los tres primeros días de la baja
al 60% de las contingencias comunes del mes anterior. Igual
percepción se abonará para los días cuarto y vigésimo, ambos
inclusive; a partir del vigésimo primero y hasta la terminación
de la baja, el 100%.

Asimismo, se abonará hasta completar el 100% referido
en el párrafo anterior, en caso de accidente de trabajo y/o
enfermedad profesional, desde el primer día hasta producirse
el alta médica.

Artículo 25. Complementos extrasalariales.
Dietas y kilometraje: Los trabajadores que, por necesi-

dades de la Fundación, tengan que realizar viajes o despla-
zamientos percibirán las cantidades correspondientes a los gas-
tos ocasionados, que deberán justificarse ante la empresa.
Cuando para ello utilizasen su vehículo propio, tendrán derecho
a percibir la cantidad de 24 pesetas por kilómetro recorrido.

En el caso de que dichos desplazamientos ocasionen gas-
tos por manutención, se abonarán como máximo por el con-
cepto de media dieta (manutención/día) 3.546 pesetas/día,
y por dieta completa 7.092 pesetas/día.

Asimismo, cuando dicho desplazamiento implique el
hecho de pernoctar fuera de su domicilio habitual, se abonará
una percepción máxima de 13.000 pesetas/día, comprendien-
do esto el alojamiento y manutención.

CAPITULO 9.º

DERECHOS SOCIALES

Artículo 26. Seguro de Responsabilidad Civil.
La FADA procederá a concertar un seguro de Respon-

sabilidad Civil Profesional para el personal a su servicio en
un plazo máximo de 2 meses desde la firma del presente
Convenio.

Artículo 27. Anticipos y préstamos reintegrables.
FADA dispondrá de una bolsa de hasta 5 millones de

pesetas para anticipos y préstamos reintegrables.
Tendrán derecho a solicitar un préstamo sin interés de

hasta un máximo de 200.000 pesetas todos los trabajadores
incluidos en el ámbito de aplicación del presente Convenio,
con, al menos, un año de antigüedad, cuya solicitud será
atendida por riguroso orden de presentación. La amortización
será efectuada en el plazo máximo de seis meses, contados
a partir del siguiente en que fue concedido el préstamo.

CAPITULO 10.º

JORNADA DE TRABAJO, DESCANSOS Y VACACIONES

Artículo 28. Jornada de trabajo.
El número de horas de trabajo efectivo al año y su normal

distribución para cada una de las categorías afectadas por
este Convenio será de 1.575 horas efectivas de trabajo.

Artículo 29. Jornada semanal.
La duración de la jornada habitual de trabajo será de

treinta y cinco horas semanales de promedio en cómputo
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anual, distribuidas de lunes a domingo y en horario que le
corresponda a cada turno y categoría profesional con los des-
cansos reglamentarios.

Para aquellos trabajadores que por las características de
los puestos desempeñados realicen su jornada laboral con-
templando la realización de jornadas laborales en festivos,
régimen de trabajo a turnos y jornadas en horario nocturno,
se retribuirá mediante la reducción de la jornada semanal en
las siguientes proporciones:

- Por prestación en festivos: Reducción del 1%.
- Por prestación en régimen de trabajo a turnos: Reduc-

ción del 2%.
- Por prestación en horario nocturno: Reducción del 4%.
- Por servicios localizados fuera de su jornada laboral:

Por dos horas y media, una hora efectiva de trabajo.

Igualmente, cuando sean requeridos y deban personarse
en el centro de trabajo, dicho tiempo tendrá la consideración
de tiempo efectivo de trabajo, que será compensado durante
la semana siguiente salvo acuerdo entre las partes.

Artículo 30. Jornada diaria.
La fijación de los horarios de trabajo es facultad de la

Gerencia de la Fundación, que los podrá establecer previa
negociación con los Delegados de Personal o Comité de Empre-
sa, en su caso.

Todos los trabajadores tienen derecho a disfrutar de veinte
minutos de descanso dentro de la jornada de trabajo, que,
a todos los efectos, será considerado como trabajo efectivo,
siempre que la misma sea de forma continuada y exceda de
seis horas diarias.

Artículo 31. Descanso.
Todos los trabajadores tendrán derecho a un descanso

semanal mínimo de un día y medio o de treinta y seis horas
de forma ininterrumpida.

Artículo 32. Vacaciones.
El personal sujeto al presente Convenio disfrutará de trein-

ta días naturales de vacaciones al año.
Su retribución consistirá en el Salario Base más el Plus

Convenio. En ningún caso, el no disfrute de estas vacaciones
motivará su compensación económica.

Los trabajadores que cesen, por cualquier motivo, en el
transcurso del año sin haber disfrutado de vacaciones se les
abonará la parte proporcional correspondiente.

El trabajador de nuevo ingreso disfrutará, dentro del año
de su contratación, la parte proporcional de vacaciones corres-
pondientes desde la fecha de su ingreso hasta el fin de año
o hasta la terminación de su contrato, si éste ha de producirse
dentro del año.

Los criterios para fijar el calendario de vacaciones se esta-
blecerá entre la Fundación y los representantes de los tra-
bajadores, y deberá ajustarse a las siguiente norma:

- Treinta días naturales comprendidos entre los días 1
de junio al 30 de septiembre, ambos inclusive.

Si las vacaciones estuviesen programadas de antemano,
y el trabajador no las pudiese iniciar por Incapacidad Temporal,
podrá hacerlo fuera del período previsto pero siempre dentro
del año natural al que corresponda. Si esta Incapacidad Tem-
poral sobreviniera dentro de su período vacacional, no se sus-
penderán dichas vacaciones.

Artículo 33. Permisos retribuidos.
Los trabajadores, previa solicitud por escrito, con la máxi-

ma antelación posible y justificándolo adecuadamente, podrán
faltar al trabajo, con derecho a percibir el salario contractual

o pactado, por alguno de los motivos y con la duración que
se indica:

a) Por tiempo de quince días naturales en caso de
matrimonio.

b) Por alumbramiento de esposa o compañera con con-
vivencia acreditada, o por adopción de un hijo/a, dos días
naturales y cuatro días si se tiene que desplazar fuera de
la provincia de residencia del trabajador.

c) Por tiempo de dos días naturales, en los casos de
enfermedad grave o fallecimiento de hijo/a, cónyuges o com-
pañero/a con convivencia acreditada, nietos, hermanos y
padres de uno u otro cónyuge y abuelos. Si por tal motivo
el trabajador necesitase realizar un desplazamiento fuera de
la provincia de residencia del trabajador, el plazo será de cuatro
días naturales.

d) Un día natural en caso de boda de hijos o hermanos,
siempre que coincida en horario o jornada laboral, dos días
si es fuera de la provincia de residencia del trabajador.

e) Por el tiempo necesario en los casos de asistencia
a consulta médica del sistema público sanitario, siempre y
cuando no sea factible acudir a esas consultas fuera de las
horas de trabajo.

f) Un día natural por traslado de su domicilio habitual
en la localidad de residencia, y dos días naturales si es fuera
de la localidad de residencia.

g) Por el tiempo indispensable para el cumplimiento de
un deber inexcusable de carácter público y personal a que
se refiere el artículo 37.3, apartado d), del R.D. 1/1995, de
24 de marzo, del Texto Refundido del Estatuto de los
Trabajadores.

h) Para la realización de funciones sindicales o de repre-
sentación del personal, en los términos establecidos legal-
mente.

i) Por el tiempo necesario para la realización de exámenes
prenatales y técnicos de preparación al parto que deban rea-
lizarse dentro de la jornada de trabajo.

j) Para asuntos personales, hasta un máximo de tres días
al año, no acumulables en períodos vacacionales y dentro
del año. Prorrateándose los días al tiempo de duración del
contrato inferior a un año.

k) Para exámenes oficiales relacionados con los objetivos
fundacionales, el tiempo imprescindible para su realización
y siempre que coincida con la jornada laboral. No serán retri-
buidos los permisos efectuados para otros exámenes que, aun
teniendo carácter oficial, no coincida su formación con los
objetivos fundacionales.

Artículo 34. Permiso por lactancia.
Las trabajadoras, por lactancia de un hijo menor de doce

meses, tendrán derecho a una hora de ausencia del trabajo,
retribuida, por cada 7 horas de jornada, que podrá dividir
en dos fracciones. Este permiso podrá ser disfrutado indis-
tintamente por el padre o la madre en caso de que ambos
trabajen.

Artículo 35. Licencias no retribuidas.
El personal al que afecte este Convenio podrá solicitar

licencia sin sueldo por plazo no inferior a quince días, ni supe-
rior a sesenta días, que deberá serle concedida si se hace
con preaviso de diez días laborales y siempre que lo permitan
las necesidades del servicio y se justifique adecuadamente
las razones de su petición.

Quienes, por razones de guarda legal, tengan a su cuidado
directo algún menor de seis años, o un disminuido físico,
psíquico o sensorial o persona de acreditada conveniencia que
necesite cuidados especiales, podrán solicitar licencia sin
sueldo.

Ningún trabajador podrá solicitar nueva licencia hasta
transcurrido un año de disfrute de la última que le fuere
concedida.
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Artículo 36. Permiso por alumbramiento y adopción.
Las/os trabajadores, por alumbramiento o adopción, ten-

drán derecho al permiso legalmente establecido, y su retri-
bución durante el mismo.

Cuando las vacaciones coincidan total o parcialmente con
el período de baja médica por maternidad, éstas se disfrutarán
hasta completar el mes a continuación del alta médica o cuan-
do acuerden las partes.

CAPITULO 11.º

EXCEDENCIAS Y FORMACION

Artículo 37. Excedencias.
Se concederá excedencia forzosa y voluntaria en los casos

previstos en el Estatuto de los Trabajadores.
Tendrá la consideración de excedencia excepcional la que

se conceda a aquellos trabajadores que, pertenecientes a
FADA, sean contratados para desempeñar programas de los
contemplados en el art. 2.e) de este Convenio, y, siempre
que dicho programa se ejecute por FADA, tendrán reservado
su puesto de trabajo, siendo la reincorporación de forma inme-
diata a la finalización del contrato origen de esta excedencia
excepcional.

Artículo 38. Formación.
La FADA se compromete a la creación o anexión a otros

organismos que ya estén impartiendo cursos de formación
o perfeccionamiento del personal, informando previamente a
los representantes legales de los trabajadores.

La FADA comunicará los planes de formación, que serán
remitidos a los representantes legales de los trabajadores con
un mes de antelación para su informe.

El trabajador podrá acceder a la realización de cualquier
curso respetándose el principio de igualdad de oportunidades,
debiendo notificarse por escrito a los representantes de los
trabajadores la relación de solicitudes admitidas con anterio-
ridad a la celebración de los cursos.

CAPITULO 12.º

FALTAS Y SANCIONES

Artículo 39.º Faltas leves.
Serán consideradas faltas leves las siguientes:

a) Tres faltas de puntualidad, que excedan de quince
minutos diarios en la asistencia al trabajo, en el período de
un mes, siempre que no se reiteren en el siguiente, en cuyo
caso sería constitutiva por sí sola de falta grave.

b) No comunicar con la antelación debida los motivos
que justifiquen una ausencia al trabajo. En todo caso, de no
ser posible la comunicación, ésta se hará siempre en el plazo
máximo de las veinticuatro horas siguientes a la ausencia,
salvo que la misma coincida con el fin de semana o día siguien-
te festivo que, en estas circunstancias, el plazo se prorroga
hasta las cuarenta y ocho horas siguientes para poner en cono-
cimiento los motivos que justificaron la falta al trabajo.

c) Negligencia leve en el cumplimiento de las actividades
profesionales del trabajador.

d) No comunicar con la debida diligencia los cambios
experimentados en las familias, que puedan afectar a la Segu-
ridad Social y/o Instituciones de Previsión social, así como
también los cambios de domicilio.

e) Faltar al trabajo un día al mes sin justificar.
f) Rehusar ser reconocido a requerimiento de la Fundación

o por el Médico de la misma en caso de baja por enfermedad
(IT).

Artículo 40.º Faltas graves.
Serán consideradas faltas graves las siguientes:

a) Más de tres y menos de diez faltas de puntualidad
en la asistencia al trabajo, durante un período de treinta días.

b) Falta injustificada al trabajo más de un día en un período
de treinta días, siempre que no se reiteren en el siguiente,
en cuyo caso, será constitutiva por sí sola de falta muy grave.

c) Negligencia grave de atención al trabajo encomendado
y la desobediencia a las instrucciones de sus superiores, en
materia de servicio con perjuicio para la Fundación, los usua-
rios, los profesionales u otros colaboradores que realicen su
actividad profesional en el Centro.

d) El retraso injustificado en la entrega a la empresa de
los partes de baja, confirmación y alta, pasados más de tres
días contados desde la fecha de su expedición para la situación
protegida de Incapacidad Temporal por enfermedad común
o profesional y accidente, sea o no de trabajo, conforme dis-
pone el R.D. 575/97, de 18 de abril, modificado por R.D.
1117/98, de 5 de junio, y la O.M. de 19 de junio de 1997,
dictada en su desarrollo, y O.M. de 18 de septiembre de 1998,
que modifica la anterior.

e) La reincidencia o reiteración en falta leve, aunque sea
de distinta naturaleza.

f) Rehusar ser reconocido a requerimiento de la Fundación
o por el médico de la misma, caso de baja por accidente
de trabajo.

Artículo 41.º Faltas muy graves.
Serán faltas muy graves:

a) Más de diez faltas de puntualidad cometidas en un
período de seis meses o más de veinte faltas de puntualidad,
cometidas en un año.

b) La falta injustificada al trabajo durante tres días en
un período de un mes.

c) Simulación de enfermedad, accidente o cualquier otra
manipulación hecha para prolongar la baja por accidente o
enfermedad.

d) El abandono del trabajo sin causa justificada o negli-
gencia grave que cause graves perjuicios a la fundación, los
usuarios, los trabajadores u otros profesionales o colaboradores
que realicen su actividad profesional en el Centro.

e) El fraude, la deslealtad o abuso de confianza en las
gestiones encomendadas, el hurto, robo o complicidad, tanto
a los demás profesionales como a la Fundación o a cualquier
usuario.

f) El abuso de autoridad.
g) Las faltas graves de respeto, los malos tratos de palabra

u obra y las ofensas verbales o físicas de naturaleza general,
ejercidas sobre cualquier miembro de la Fundación en el ámbi-
to de la misma.

h) El acoso sexual.
i) La reincidencia en falta grave aunque sea de distinta

naturaleza.
j) La manifiesta y reiterada indisciplina, así como la deso-

bediencia en el trabajo.
k) El consumo de drogas o alcohol en el trabajo, salvo

en aquellos supuestos en que se determinase que el trabajador
viene padeciendo un problema de adicción, en cuyo caso,
se estaría a lo dispuesto en materia protegida de IT por enfer-
medad, Incapacidad Provisional y/o Permanente, según se
determinase por los servicios competentes del Sistema General
de la Seguridad Social.

Artículo 42.º Sanciones.
Las sanciones máximas que podrá imponer la Fundación,

según la gravedad y circunstancias de las faltas, serán las
siguientes:

a) Por faltas leves: Amonestación verbal o por escrito.
Suspensión de empleo y sueldo de hasta dos días.
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b) Por faltas graves: Amonestación por escrito. Suspensión
de empleo y sueldo de tres días a cuarenta y cinco.

c) Por faltas muy graves: A facultad de la FADA, podrá
ser:

- Suspensión de empleo y sueldo de cuarenta y cinco
días hasta seis meses.

- Despido.

Artículo 43.º Procedimiento sancionador.

Corresponde a la Gerencia de la Fundación la facultad
de imponer sanciones por faltas leves, graves y muy graves,
dándose traslado por escrito a los representantes de los tra-
bajadores en los casos de faltas graves y muy graves.

Las faltas leves prescribirán a los diez días; Las graves
a los treinta días y las muy graves a los sesenta días, siempre
a partir de que se tuviera conocimiento de las mismas por
la Gerencia de la Fundación.

Las sanciones disciplinarias serán anotadas en el expe-
diente personal del interesado.

La anotación de la sanción de amonestación, excluida
la correspondiente a falta muy grave, quedará cancelada por
el transcurso de seis meses desde su imposición, si durante
ese tiempo no hubiese dado lugar el sancionado a otro pro-
cedimiento disciplinario que finalice con la imposición de
sanción.

La anotación de las restantes sanciones, con excepción
del despido, podrán cancelarse, a instancias del interesado,
cuando hayan transcurrido al menos uno, dos o cuatro años
desde la imposición de la sanción, según se trate de falta
leve, grave o muy grave, y durante este tiempo no hubiere
dado lugar el sancionado a nuevo procedimiento disciplinario
que termine con la imposición de sanción.

Artículo 44. Acoso sexual en el trabajo.

El personal afectado por el presente Convenio tiene dere-
cho al respeto de su intimidad y a la consideración debida
a su dignidad, comprendida la protección frente a ofensas
verbales o físicas de naturaleza sexual.

Las ofensas verbales o físicas de naturaleza sexual, la
presión y el acoso sexual, en el trabajo, por parte de com-
pañeros/as y superiores tendrán la consideración de faltas gra-
ves o muy graves en atención a los hechos y circunstancias
que concurran.

CAPITULO 13.º

DERECHOS SINDICALES

En cuantas materias afecten a este Capítulo, se estará
en lo dispuesto a la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto,
de Libertad Sindical, y demás disposiciones legales vigentes
en cada momento.

CAPITULO 14.º

PREVENCION DE RIESGOS LABORALES Y SALUD LABORAL

En cuantas materias afecten a este Capítulo, se estará
en lo dispuesto a la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de
Prevención de Riesgos Laborales, y demás disposiciones lega-
les vigentes en cada momento.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Disposición Adicional I. Todo aquel personal Directivo,
Jefe de Personal o de RR.HH. y Administradores o Directores
Administrativos de Centro, que a la fecha de la firma de este
Convenio tengan suscrito con la Fundación contrato indefinido,
una vez cesen sus funciones del Cargo de Dirección, les será
respetada su categoría profesional, siéndoles de aplicación el
presente Convenio.

Disposición Adicional II. Las condiciones aprobadas en
el presente Convenio tendrán carácter de mínimas, quedando
subordinadas a cualquier disposición de carácter general que
pudiera tener efectos más favorables.

Disposición Adicional III. Aquellos trabajadores que con
la categoría de Oficial de Mantenimiento/Conductor les fuese
retirado el permiso de conducir tendrán derecho a desempeñar
el resto de su contenido funcional, manteniendo las retribu-
ciones que venían percibiendo.

Disposición Adicional IV. Los trabajadores que ostenten
la categoría de:

- Monitor y Animador Socio-Cultural se reclasifican en
la categoría de Monitor/Animador.

- Limpiador/a se reclasifican en la categoría de Lavan-
dero/a-Limpiador/a.

- Guarda, Conductor y Oficial de Mantenimiento se recla-
sifican en la categoría de Oficial de Mantenimiento/Conductor.
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CONSEJERIA DE TURISMO Y DEPORTE

RESOLUCION de 26 de octubre de 2000, de la
Secretaría General Técnica, por la que se aprueban
las listas provisionales de los aspirantes admitidos y
excluidos, y las causas de exclusión, a las becas para
la formación de técnicos en materia de gestión, infor-
mación y documentación turística.

De conformidad con lo establecido en el apartado 5.3
del Anexo I de la Orden de la Consejería de Turismo y Deporte,
de 13 de septiembre de 2000, BOJA núm. 110, de 23 de
septiembre, por la que se convocaban becas para la formación
de técnicos en materia de gestión, información y documen-
tación turística, esta Secretaría General Técnica

HA RESUELTO

Primero. Aprobar las listas provisionales de los aspirantes
admitidos y excluidos a dichas becas y las causas de exclusión.

Segundo. Las citadas listas provisionales quedarán
expuestas al público en los Servicios Centrales de la Consejería
de Turismo y Deporte, sitos en el Edificio Torretriana, Isla
de la Cartuja, s/n, Sevilla; en las sedes de las Delegaciones
Provinciales de la Consejería de Turismo y Deporte y en el
Instituto Andaluz del Deporte.

Tercero. Los aspirantes excluidos disponen de un plazo
de diez días hábiles, contados a partir del día siguiente al
de la publicación de la presente Resolución, para subsanar
los defectos que hayan motivado su exclusión u omisión en
la lista de admitidos.

Los escritos de subsanación, acompañados, en su caso,
de la documentación correspondiente, se presentarán en el
Registro de los Servicios Centrales de la Consejería de Turismo
y Deporte, y en los registros de los demás órganos y oficinas
que correspondan, de conformidad con lo establecido en el
artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

Finalizado el plazo establecido en el párrafo primero de
este apartado, el Secretario General Técnico, por delegación
del Consejero de Turismo y Deporte, dictará la Resolución
definitiva de personas admitidas y excluidas, que será expuesta
en los Servicios Centrales de la Consejería de Turismo y Deporte
y en todas las Delegaciones Provinciales de la Consejería de
Turismo y Deporte.

Sevilla, 26 de octubre de 2000.- El Secretario General
Técnico, Rafael Rodríguez de León García.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

RESOLUCION de 28 de septiembre de 2000, de
la Delegación Provincial de Granada, sobre relación
de perceptores de subvenciones de VPO.

La Delegación Provincial de Granada, en uso de las atri-
buciones que confiere la Orden de la Delegación de Com-
petencias de 11 de julio de 1997, y en cumplimiento de
lo establecido en el art. 109 de la Ley General de la Hacienda
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, ha resuelto
anunciar los perceptores de subvenciones de VPO siguientes:

24.242.706-Q.
Javier González Barquero.
1.099.200 ptas.

Granada, 28 de septiembre de 2000.- El Delegado, Pedro
J. Lara Escribano.

RESOLUCION de 23 de octubre de 2000, de la
Dirección General de Transportes, por la que se deter-
mina la composición de los Tribunales Calificadores
de las pruebas para la obtención del certificado de
capacitación para el ejercicio de la actividad de Con-
sejero de Seguridad para el transporte de mercancías
peligrosas por carretera y ferrocarril, así como el día,
hora y lugar de celebración de los ejercicios en la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía.

Convocadas pruebas de constatación de la capacidad pro-
fesional para el ejercicio de las actividades de Consejeros de
Seguridad para el transporte de mercancías peligrosas por
carretera y ferrocarril, a celebrar en la Comunidad Autónoma
de Andalucía, por Resolución de 14 de julio de 2000 (BOJA
núm. 94, de 7 de agosto de 2000), y dando cumplimiento
a lo dispuesto en la base quinta de la misma en consonancia
con el artículo 3 de la Orden del Ministerio de Fomento de
21 de octubre de 1999 (BOE de 23 de octubre), esta Dirección
General de Transportes ha resuelto:

Primero. Determinar la fecha de celebración de los dis-
tintos ejercicios de las referidas pruebas en la Comunidad Autó-
noma de Andalucía para el día 26 de noviembre de 2000.

Horas de celebración:

- De 9,00 h a 11,00 h: Ejercicio teórico y práctico de
Consejeros de Seguridad para el transporte de mercancías peli-
grosas por carretera.

Examen global para todas las especialidades o para una
de las especialidades.

- De 11,30 h a 13,30 h: Ejercicio teórico y práctico
de Consejeros de Seguridad para el transporte de mercancías
peligrosas por ferrocarril.

Examen global para todas las especialidades o para una
de las especialidades.

Segundo. Determinar la composición de los Tribunales
Calificadores de las pruebas de capacitación profesional para
el ejercicio de la actividad de Consejeros de Seguridad para
el transporte de mercancías peligrosas por carretera y ferrocarril
a celebrar en la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como
los lugares de celebración de las mismas, que a continuación
se relacionan:

PROVINCIA DE ALMERIA

Tribunal Titular

Presidenta: Doña María del Mar Vizcaíno Martínez.
Vocales:

- Don Juan E. Salas García.
- Doña María del Mar Mollinedo García.
- Don José Miguel Mesa Olea.

Secretario: Don Bernabé Moreno Sánchez.

Tribunal Suplente

Presidente: Don José Enrique Arriola Arriola.
Vocales:

- Doña Amparo García Asenjo.
- Doña María José Marín Martín.
- Don Juan Carlos Granero Cruz.
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Secretaria: Doña M.ª Dolores García Bernaldo de Quirós.

Locales: Instituto Celia Viñas. C/ Javier Sanz, s/n. Almería.

PROVINCIA DE CADIZ

Tribunal Titular

Presidente: Don Eduardo Lumpié Díaz.
Vocales:

- Doña María del Carmen Gómez Rivera.
- Doña Ana Vargas Vázquez.
- Don Francisco Martínez Cárdenas.

Secretario: Don Antonio Barrios Pérez.

Tribunal Suplente

Presidente: Don Narciso Martínez Serratosa.
Vocales:

- Doña María Dolores Goicoechea Ruiz.
- Doña Mercedes Sarria Caballero.
- Don Antonio Fernández Ruiz.

Secretaria: Doña Rosa Pérez Sánchez.

Locales: Aula Magna del Aulario «Simón Bolívar».
Glorieta de Simón Bolívar (frente a estatua del mismo

nombre). 11003, Cádiz.

PROVINCIA DE CORDOBA

Tribunal Titular

Presidente: Don Julio García Abad.
Vocales:

- Don Rafael Román Torrealba.
- Don Juan José Rabadán Navas.
- Don Angel Cambrón Almena.

Secretario: Don Federico Tovar Bustos.

Tribunal Suplente

Presidente: Don Rafael Román Torrealba.
Vocales:

- Doña María Isabel Pérez Hernández.
- Don Manuel Cobos Ruiz.
- Doña Leonor Rivas Montes.

Secretaria: Doña Dolores Giménez Jiménez.

Locales: Escuela Superior Técnica Empresarial Agrícola
(ETEA). C/ Escritor Castilla y Aguayo, 4. Córdoba.

PROVINCIA DE GRANADA

Tribunal Titular

Presidente: Don José Miguel López Ruiz.
Vocales:

- Don Francisco Cobos Bueno.
- Don Antonio Llamas García.
- Don Luis Martínez Martínez.

Secretario: Don Guillermo Esteban García.

Tribunal Suplente

Presidente: Don Jesús Garrido Cara.
Vocales:

- Don Juan Antonio Gimeno Llano.
- Don Fernando Fernández Villalobos.
- Don José Antonio Moreno Bueno.

Secretaria: Doña María del Carmen Cantero Blancas.

Locales: Facultad de Ciencias. C/ Severo Ochoa, s/n. Cam-
pus Universitario de Fuente Nueva. Granada.

PROVINCIA DE HUELVA

Tribunal Titular

Presidente: Don Francisco López Arboledas.
Vocales:

- Doña Florentina Alvarez Alvarez.
- Doña Macarena Olagaray Arboleya.
- Doña Encarnación Maldonado González.

Secretario: Don Cristóbal Batanero Bravo.

Tribunal Suplente

Presidente: Don Luciano Bueno Borrero.
Vocales:

- Doña Luisa M.ª García Mora.
- Doña Concepción Pérez Blanco.
- Doña María Isabel Navarro Prieto.

Secretario: Don Isidro Rubio Alba.

Locales: Locales de la Universidad. Plaza de la Merced,
11. Huelva.

PROVINCIA DE JAEN

Tribunal Titular

Presidente: Don Luis Miguel Millán Cantero.
Vocales:

- Don Antonio Caballero Luna.
- Don Antonio Rivera Molina.
- Don Juan Pérez Martínez.

Secretario: Don Luis Felipe de Castro Pérez.

Tribunal Suplente

Presidente: Don Modesto Puerta Castro.
Vocales:

- Doña Paz Cano Zafra.
- Don Juan Carlos Calabrus Marín.
- Don Enrique Pascual López.

Secretaria: Doña María Capilla Jodar Martínez.

Locales: Instituto de Enseñanza Media «Jabalcuz». Paseo
Santa María del Valle, s/n. Jaén.
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PROVINCIA DE MALAGA

Tribunal Titular

Presidente: Don Juan Vázquez Sell.
Vocales:

- Doña M.ª José Navas Aranda.
- Doña M.ª del Mar Martín Vázquez.
- Don Manuel Díaz Villena.

Secretaria: Doña Pilar González López.

Tribunal Suplente

Presidente: Don Juan M.ª Martín Masip.
Vocales:

- Don Manuel López Bueno.
- Don Fernando Pérez Llorens.
- Doña Carmen Calvo Rojas.

Secretario: Don Félix Alvarez Martín.

Locales: Escuela de Relaciones Laborales. Avda. de la
Estación (El Palo). Málaga.

PROVINCIA DE SEVILLA

Tribunal Titular

Presidente: Don Venancio Yélamos Navarro.
Vocales:

- Don Francisco Jiménez García.
- Doña Gloria Sánchez Sotelo.
- Doña María Victoria Guirado Fernández.

Secretaria: Doña Consuelo Guzmán Lebón.

Tribunal Suplente

Presidente: Don Juan Manuel García Blanco.
Vocales:

- Doña María Parra Algaba.
- Doña María del Carmen Losa Rivera.
- Doña Aurelia Franco Fernández.

Secretaria: Doña Maribel Adán Lifantes.

Locales: Instituto de Bachiller Murillo. C/ José Recuerda
Rubio, s/n. Junto a Edificio Viapol (Enramadilla). Sevilla.

Sevilla, 23 de octubre de 2000.- El Director General,
Miguel Durbán Sánchez.

CONSEJERIA DE SALUD

RESOLUCION de 11 de octubre de 2000, del
Servicio Andaluz de Salud, por la que se emplaza a
terceros interesados en el recurso contencioso-admi-
nistrativo núm. 1890/00, interpuesto por doña M.ª
del Mar Díaz Leal ante la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo de Granada.

En fecha 11 de octubre de 2000 se ha dictado la siguiente
Resolución de la Dirección General de Personal y Servicios
del Servicio Andaluz de Salud:

«RESOLUCION DE LA DIRECCION GENERAL DE PERSONAL
Y SERVICIOS DEL SERVICIO ANDALUZ DE SALUD,
POR LA QUE SE ACUERDA LA REMISION DEL EXPEDIENTE
ADMINISTRATIVO REQUERIDO POR LA SALA DE LO CON-
TENCIOSO-ADMINISTRATIVO DE GRANADA EN EL RECURSO
1890/00, INTERPUESTO POR DOÑA M.ª DEL MAR DIAZ LEAL

Por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Granada
se ha efectuado requerimiento para que se aporte el expediente
administrativo correspondiente al recurso núm. 1890/00,
interpuesto por doña M.ª del Mar Díaz Leal contra la Resolución
de 5 de junio de 2000, del SAS, por la que se publica la
Resolución definitiva de aspirantes que han superado el con-
curso-oposición para cubrir las plazas básicas vacantes de
Médicos Pediatras de AP.

De conformidad con lo previsto en el art. 48.4 de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, remítase a la Sala copia precedida
de un índice de los documentos que lo integran.

Emplácese a cuantos aparecen como interesados en dicho
expediente para que puedan personarse ante el órgano juris-
diccional como demandados. Sevilla, 11 de octubre de 2000.
El Director General de Personal y Servicios, Rafael Burgos
Rodríguez».

En consecuencia, de conformidad con lo ordenado por
el órgano jurisdiccional,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo número 1890/00.

Segundo. Ordenar la publicación de la presente Reso-
lución en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para
que, de conformidad con el artículo 49.1, en el plazo de nueve
días los interesados puedan comparecer y personarse ante
dicha Sala en forma legal.

Sevilla, 11 de octubre de 2000.- El Director General de
Personal y Servicios, Rafael Burgos Rodríguez.

RESOLUCION de 11 de octubre de 2000, del
Servicio Andaluz de Salud, por la que se emplaza a
terceros interesados en el recurso contencioso-admi-
nistrativo núm. 1894/00, interpuesto por don Juan Gil
Arrones ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de Granada.

En fecha 11 de octubre de 2000 se ha dictado la siguiente
Resolución de la Dirección General de Personal y Servicios
del Servicio Andaluz de Salud:

«RESOLUCION DE LA DIRECCION GENERAL DE PERSONAL
Y SERVICIOS DEL SERVICIO ANDALUZ DE SALUD,
POR LA QUE SE ACUERDA LA REMISION DEL EXPEDIENTE
ADMINISTRATIVO REQUERIDO POR LA SALA DE LO CON-
TENCIOSO-ADMINISTRATIVO DE GRANADA EN EL RECURSO
1894/00, INTERPUESTO POR DON JUAN GIL ARRONES

Por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Granada
se ha efectuado requerimiento para que se aporte el expediente
administrativo correspondiente al recurso núm. 1894/00,
interpuesto por don Juan Gil Arrones contra la Resolución
de 5 de junio de 2000, del SAS, por la que se publica la
Resolución definitiva de aspirantes que han superado el con-
curso-oposición para cubrir las plazas básicas vacantes de
Médicos Pediatras de AP.

De conformidad con lo previsto en el art. 48.4 de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
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Contencioso-Administrativa, remítase a la Sala copia precedida
de un índice de los documentos que lo integran.

Emplácese a cuantos aparecen como interesados en dicho
expediente para que puedan personarse ante el órgano juris-
diccional como demandados. Sevilla, 11 de octubre de 2000.
El Director General de Personal y Servicios, Rafael Burgos
Rodríguez.»

En consecuencia, de conformidad con lo ordenado por
el órgano jurisdiccional,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo número 1894/00.

Segundo. Ordenar la publicación de la presente Reso-
lución en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para
que, de conformidad con el artículo 49.1, en el plazo de nueve
días los interesados puedan comparecer y personarse ante
dicha Sala en forma legal.

Sevilla, 11 de octubre de 2000.- El Director General de
Personal y Servicios, Rafael Burgos Rodríguez.

RESOLUCION de 11 de octubre de 2000, del
Servicio Andaluz de Salud, por la que se emplaza a
terceros interesados en el recurso contencioso-adminis-
trativo núm. 1996/00, interpuesto por doña Lourdes
Ayllón Maynez ante la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo de Granada.

En fecha 11 de octubre de 2000 se ha dictado la siguiente
Resolución de la Dirección General de Personal y Servicios
del Servicio Andaluz de Salud:

«RESOLUCION DE LA DIRECCION GENERAL DE PERSONAL
Y SERVICIOS DEL SERVICIO ANDALUZ DE SALUD, POR LA
QUE SE ACUERDA LA REMISION DEL EXPEDIENTE ADMI-
NISTRATIVO REQUERIDO POR LA SALA DE LO CONTEN-
CIOSO-ADMINISTRATIVO DE GRANADA EN EL RECURSO
1996/00, INTERPUESTO POR DOÑA LOURDES AYLLON

MAYNEZ

Por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Granada
se ha efectuado requerimiento para que se aporte el expediente
administrativo correspondiente al recurso núm. 1996/00,
interpuesto por doña Lourdes Ayllón Maynez, contra Reso-
lución dictada por el SAS, por la que se desestima el recurso
de reposición formulado contra la exclusión de mi representada
del concurso-oposición para la cobertura de plazas básicas
vacantes de Médicos Pediatras de AP.

De conformidad con lo previsto en el art. 48.4 de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, remítase a la Sala copia precedida
de un índice de los documentos que lo integran.

Emplácese a cuantos aparecen como interesados en dicho
expediente para que se personen ante el órgano jurisdiccional
como demandados. Sevilla, 11 de octubre de 2000. El Director
General de Personal y Servicios. Fdo. Rafael Burgos Rodríguez.»

En consecuencia, de conformidad con lo ordenado por
la Sala y a tenor de lo dispuesto en el artículo 114 de la
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo número 1996/00.

Segundo. Ordenar la publicación de la presente Reso-
lución en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para
que los interesados puedan comparecer ante dicha Sala, en
el plazo de cinco días para que si a su derecho conviene
se persone con Procurador y asistido de Letrado.

Sevilla, 11 de octubre de 2000.- El Director General de
Personal y Servicios, Rafael Burgos Rodríguez.

RESOLUCION de 16 de octubre de 2000, de la
Delegación Provincial de Almería, por la que se hace
pública la relación de Ayuntamientos que han suscrito
con la Consejería de Salud convenio sobre encomienda
de gestión de actuaciones de tramitación de proce-
dimientos sancionadores en materia de salud pública.

Resolución de 16 de octubre de 2000, de la Delegación
Provincial de Salud de Almería, por la que se hace pública
la relación de Ayuntamientos que han suscrito con la Consejería
de Salud de la Junta de Andalucía convenio sobre encomienda
de gestión de actuaciones de tramitación de procedimientos
sancionadores en materia de salud pública.

En virtud de lo establecido en la Orden de 30 de julio
de 1999, de la Consejería de Salud, por la que se delegan
competencias para la suscripción de convenios entra la citada
Consejería y los Ayuntamientos andaluces sobre encomienda
de gestión de actuaciones de tramitación de procedimientos
sancionadores en materia de salud pública, los Ayuntamientos
que han suscrito dicho convenio, cuyo contenido íntegro está
publicado en el BOJA núm. 96, de 19 de agosto de 1999,
son los siguientes:

Bentarique, Mojácar, La Mojonera y Partaloa.

La entrada en vigor de estos convenios, como establece
la citada Orden, tendrá efecto a partir de la publicación en
BOJA de la presente Resolución.

Almería, 16 de octubre de 2000.- El Delegado, Manuel
Lucas Matheu.

RESOLUCION de 17 de octubre de 2000, de la
Delegación Provincial de Almería, por la que se hace
pública la relación de Ayuntamientos que han suscrito,
con la Consejería de Salud, convenio sobre encomienda
de gestión de actuaciones de tramitación de proce-
dimientos sancionadores en materia de salud pública.

Resolución de 17 de octubre de 2000, de la Delegación
Provincial de Salud de Almería, por la que se hace pública
la relación de Ayuntamientos que han suscrito, con la Con-
sejería de Salud de la Junta de Andalucía, convenio sobre
encomienda de gestión de actuaciones de tramitación de pro-
cedimientos sancionadores en materia de salud pública.

En virtud de lo establecido en la Orden de 30 de julio
de 1999, de la Consejería de Salud, por la que se delegan
competencias para la suscripción de convenios entre la citada
Consejería y los Ayuntamientos andaluces sobre encomienda
de gestión de actuaciones de tramitación de procedimientos
sancionadores en materia de salud pública, los Ayuntamientos
que han suscrito dicho convenio, cuyo contenido íntegro está
publicado en el BOJA núm. 96, de 19 de agosto de 1999,
son los siguientes:

Huércal de Almería, Pechina y Velefique.
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La entrada en vigor de estos convenios, como establece
la citada Orden tendrá efecto a partir de la publicación en
BOJA de la presente Resolución.

Almería, 17 de octubre de 2000.- El Delegado, Manuel
Lucas Matheu.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

ORDEN de 29 de septiembre de 2000, por la
que se concede la ampliación de la autorización defi-
nitiva de funcionamiento al Centro Privado de Edu-
cación Infantil Nuestra Señora de la Consolación, de
Granada.

Examinado el expediente incoado a instancia de doña
Concepción Pertíñez Fernández, en su calidad de representante
de la Congregación de Misioneras Agustinas Recoletas, entidad
titular de Centro docente privado de Educación Infantil «Nues-
tra Señora de la Consolación», con domicilio en C/ Arzobispo
Guerrero, núm. 23 de Granada, en solicitud de ampliación
de la autorización definitiva de funcionamiento del mencionado
Centro en una unidad de Educación Infantil (2.º ciclo).

Resultando que en el expediente ha sido tramitado en
la debida forma por la Delegación Provincial de la Consejería
de Educación y Ciencia en Granada.

Resultando que en el mencionado expediente han recaído
informes favorables del correspondiente Servicio de Inspección
Educativa y del Departamento Técnico de Construcciones del
Servicio de Programas y Obras de dicha Delegación Provincial.

Resultando que el Centro, con código 18002814, tiene
autorización definitiva para 3 unidades de Educación Infantil
(2.º ciclo) para 75 puestos escolares por Orden de 14 de
enero de 1997.

Resultando que, consultados los antecedentes obrantes
en la Dirección General de Planificación y Ordenación Edu-
cativa, aparece que la titularidad del Centro la ostenta la Con-
gregación de Misioneras Agustinas Recoletas.

Vistos: La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común (BOE de 27 de noviembre), modificada
por la Ley 4/1999, (BOE de 14 de enero); la Ley Orgánica
8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación
(BOE de 4 de julio); la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre,
de Ordenación General del Sistema Educativo (BOE de 4 de
octubre); el Real Decreto 1004/1991, de 14 de junio, por
el que se establecen los requisitos mínimos de los Centros
que impartan enseñanzas de Régimen General no Universi-
tarias (BOE de 26 de junio); el Real Decreto 986/1991 de
14 de junio, por el que se aprueba el calendario de aplicación
de la nueva Ordenación del Sistema Educativo, modificado
y completado por el Real Decreto 173/1998, de 16 de febrero
(BOE de 17 de febrero); el Decreto 109/1992, de 9 de junio,
sobre autorizaciones de Centros docentes privados para impar-
tir Enseñanzas de Régimen General (BOJA de 20 de junio).

Considerando que se han cumplido en el presente expe-
diente todos los requisitos exigidos por la normativa vigente
en esta materia.

Esta Consejería de Educación y Ciencia ha dispuesto:

Primero. Conceder la ampliación de la autorización defi-
nitiva de funcionamiento para 1 unidad de Educación Infantil
(2.º ciclo) para 25 puestos escolares al Centro docente privado
de Educación Infantil «Nuestra Señora de la Consolación»,
quedando con la autorización definitiva que se describe a
continuación:

Denominación genérica: Centro de Educación Infantil.
Denominación específica: Nuestra Señora de la Con-

solación.
Código del Centro: 18002814.
Domicilio: C/ Arzobispo Guerrero, núm. 23.
Localidad: Granada.
Municipio: Granada.
Provincia: Granada.
Titular: Congregación de Misioneras Agustinas Recoletas.
Composición resultante: 4 unidades de segundo ciclo de

Educación Infantil para 100 puestos escolares.

Transitoriamente, hasta finalizar el curso escolar
2001/2002 o hasta que la titularidad de este Centro solicite
el cambio de enseñanza de Preescolar a Educación Infantil,
de conformidad con la Orden de esta Consejería de Educación
y Ciencia de 31 de enero de 1992 (BOJA de 10 de marzo),
podrá funcionar impartiendo Educación Preescolar en 3 uni-
dades para 120 puestos escolares y 1 unidad de Educación
Infantil (2.º ciclo) para 25 puestos escolares.

Segundo. El personal que atienda las unidades de Edu-
cación Infantil autorizadas deberá reunir los requisitos sobre
titulación que establece el Real Decreto 1004/1991, de 14
de junio (BOE de 26 de junio), la Orden Ministerial de 11
de octubre de 1994 (BOE de 19 de octubre).

Tercero. La titularidad del Centro remitirá a la Delegación
Provincial de la Consejería de Educación y Ciencia en Granada
la relación del profesorado del Centro con indicación de su
titulación respectiva.

Cuarto. Dicho Centro queda obligado al cumplimiento de
la legislación vigente y a solicitar la oportuna revisión cuando
haya que modificarse cualquiera de los datos que señala la
presente Orden.

Quinto. Contra la presente Orden, que pone fin a la vía
administrativa, cabe interponer, potestativamente, recurso de
reposición ante la Excma. Sra. Consejera de Educación y Cien-
cia en el plazo de un mes desde el día siguiente al de su
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía,
de conformidad con los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, modificados por la Ley 4/1999, o recurso
contencioso-administrativo en el plazo de dos meses ante la
Sala de lo Contencioso-Administrativo competente del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, conforme a lo establecido
en los artículos 10 y 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio,
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 29 de septiembre de 2000

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

ORDEN de 5 de octubre de 2000, por la que
se aprueba la denominación específica de Santa Cata-
lina de Siena para un Instituto de Educación Secun-
daria de Córdoba.

En sesión extraordinaria del Consejo Escolar del Instituto
de Educación Secundaria con domicilio en C/ Fernando Cama-
cho, 44, de Córdoba, se acordó proponer la denominación
específica de «Santa Catalina de Siena» para dicho Centro.

Visto el artículo 4.º del Decreto 200/1997, de 3 de sep-
tiembre, por el que se aprueba el Reglamento Orgánico de
los Institutos de Educación Secundaria.

Esta Consejería ha dispuesto aprobar la denominación
específica de «Santa Catalina de Siena» para un Instituto de
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Educación Secundaria de Córdoba, con código núm.
14.700.559, a propuesta del Consejo Escolar del mismo.

Sevilla, 5 de octubre de 2000

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

ORDEN de 5 de octubre de 2000, por la que
se aprueba la denominación específica de Infantas Ele-
na y Cristina para un Instituto de Educación Secundaria
de Córdoba.

En sesión extraordinaria del Consejo Escolar del Instituto
de Educación Secundaria con domicilio en Ctra. del Palomar,
s/n, de Puente Genil (Córdoba), se acordó proponer la deno-
minación específica de «Infantas Elena y Cristina» para dicho
Centro.

Visto el artículo 4.º del Decreto 200/1997, de 3 de sep-
tiembre, por el que se aprueba el Reglamento Orgánico de
los Institutos de Educación Secundaria.

Esta Consejería ha dispuesto aprobar la denominación
específica de «Infantas Elena y Cristina» para un Instituto de
Educación Secundaria de Córdoba, con código núm.
14.700.663, a propuesta del Consejo Escolar del mismo.

Sevilla, 5 de octubre de 2000

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

RESOLUCION de 3 de agosto de 2000, de la Dele-
gación Provincial de Cádiz, por la que se anuncia a
encomienda de gestión la contratación y financiación
de la obra que se reseña.

Esta Delegación Provincial de Educación y Ciencia ha
resuelto anunciar a Encomienda de Gestión la contratación
y financiación de la obra.

Con fecha 2 de agosto de 2000, por la Ilma. Sra. Delegada
Provincial de la Consejería de Educación y Ciencia de la Junta
de Andalucía en Cádiz, se dictó resolución por la que se encarga
la contratación, financiación y seguimiento de las obras de
«Reformas y adaptación a LOGSE del Centro Bartolomé Este-
ban Murillo» a la Empresa Pública de Suelo de Andalucía,
en el ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto
201/95, de la Consejería de Educación y Ciencia, y de con-
formidad con lo dispuesto por el art. 15 de la Ley 30/92;
el Decreto 113/91 de la Consejería de Economía y Hacienda,
de 21 de mayo, y el art. 33 de la Ley 17/99, de 28 de
diciembre. Por todo ello, y en base a la normativa citada,

R E S U E L V O

Hacer público el instrumento de formalización de la enco-
mienda de gestión para la contratación, financiación y segui-
miento de las obras de «Reformas y adaptación a LOGSE del
Centro Bartolomé Esteban Murillo», suscrito por la Delegación
Provincial de la Consejería de Educación y Ciencia en Cádiz,
y a la Empresa de Suelo de Andalucía, que es del tenor literal
siguiente:

En Cádiz, a 3 de agosto de 2000

R E U N I D O S

De una parte:

La Ilma. Sra. doña Pilar Sánchez Muñoz, Delegada Pro-
vincial de la Consejería de Educación y Ciencia en Cádiz, cargo

para el que fue designada por Decreto 88/99 (BOJA núm. 42,
de 10 de abril), y,

De otra parte:

Don Fermín del Moral Cabeza, Director General Adjunto
de la Empresa Pública de Suelo de Andalucía, con domicilio
a estos efectos en Sevilla, C/ Cardenal Bueno Monreal núm. 4,
3ª, provisto de CIF Q-9155006-A.

I N T E R V I E N E N

Doña Pilar Sánchez Muñoz, en virtud de las facultades
que le confiere el Decreto 246/2000, de 31 de mayo, de
Estructura Orgánica de la Consejería de Educación y Ciencia,
en relación con el Decreto 201/95, de 1 de agosto, por el
que se desconcentran determinadas funciones en materia de
contratación en las Delegaciones Provinciales de la Consejería
de Educación y Ciencia.

Don Fermín del Moral Cabeza, en nombre y representación
de la Empresa Pública de Suelo de Andalucía (EPSA), cons-
tituida con arreglo al Decreto del Consejo de Gobierno de la
Junta de Andalucía 262/1985, de 18 de diciembre (BOJA
núm. 6, de 24 de enero de 1996) como Entidad de Derecho
Público de las previstas en el artículo 6.1.b) de la Ley 5/1983,
de 19 de julio, General de la Hacienda Pública de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía. Su representación y facultades
para este acto resultan:

a) De su cargo de Director General Adjunto para el que
fue nombrado por el Consejo de Administración de la referida
Entidad en sesión celebrada el 12 de enero de 1998.

b) Del poder que la expresada Entidad le tiene conferido
mediante escritura otorgada en Sevilla ante el Notario don
Pedro A. Romero Candau, el 18 de marzo de 1998, bajo
el número 1.691 de su protocolo.

ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS

I. La aparición en el edificio Valcárcel, en el que se ubica
actualmente el IES «Fernando Quiñones», de patologías que
aconsejan su pronto desalojo, obliga a reubicar al alumnado
procedente de éste, lo que se llevará a cabo en el IES «Bar-
tolomé Esteban Murillo», previa ejecución del proyecto de las
obras de «Reformas y adaptación a LOGSE del Centro Bar-
tolomé Esteban Murillo», las cuales han sido presupuestadas
en la cantidad total de 26.723.886 ptas., por lo que su con-
tratación es competencia de la Delegación Provincial de la
Consejería de Educación y Ciencia de la Junta de Andalucía
en Cádiz, conforme a lo dispuesto por el Decreto 201/95,
de 1 de agosto (BOJA núm. 124, de 23 de agosto).

II. Que las múltiples obras que se desarrollan actualmente
en un número importante de centros docentes de toda la pro-
vincia, y que tienen como objetivo la aplicación en ésta de
la LOGSE mediante el desarrollo de la Red de Centros vigente,
ha provocado la saturación de los medios con que cuenta
la Delegación Provincial de la Consejería de Educación y Cien-
cia en Cádiz, para realizar con la debida eficacia las labores
de contratación y seguimiento de un mayor número de obras,
siendo así que la que es objeto de este documento, su nece-
sidad surge de acontecimientos extraordinarios y no admiten
espera.

III. Que por razones de eficacia dimanantes de la insu-
ficiencia de medios concurrentes en el momento presente,
y no siendo posible la demora de la contratación de las obras
de «Reformas y adaptación a LOGSE del Centro Bartolomé
Esteban Murillo», por la Ilma. Sra. Delegada Provincial de
la Consejería de Educación y Ciencia de la Junta de Andalucía
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en Cádiz, y tras seguirse el oportuno expediente administrativo,
con fecha 2 de agosto de 2000, se adoptó resolución encar-
gando su contratación a la Empresa Pública de Suelo de Anda-
lucía, y la Dirección de ésta con fecha 3 de agosto de 2000
acepta dicho encargo.

IV. Que las partes comparecientes, con base en lo dis-
puesto por el Decreto 201/95, de la Consejería de Educación
y Ciencia, y el art. 15 de la Ley 30/92, en relación con el
art. 28, Ley 1/1985, de 11 de febrero, por la que se autorizó
la creación de la Empresa Pública de Suelo de Andalucía,
y en relación, asimismo, con el Decreto de la Consejería de
Hacienda 262/85, de 18 de diciembre, el Decreto 113/91,
de la Consejería de Economía y Hacienda, de 21 de mayo,
y el art. 33 de la Ley 17/99, de 28 de diciembre, formalizan
el encargo contenido en la resolución de la Ilma. Sra. Delegada
Provincial de la Consejería de Educación y Ciencia de la Junta
de Andalucía en Cádiz, de fecha 2 de agosto de 2000, y
que llevan a cabo en base a los siguientes

A C U E R D O S

Primero. Objeto, naturaleza y alcance de la encomienda.
Es objeto del presente documento la contratación y finan-

ciación de las obras de «Reformas y adaptación a LOGSE
del Centro Bartolomé Esteban Murillo», en Cádiz, con un pre-
supuesto global de licitación de 26.502.825 pesetas, y unos
gastos por honorarios en material de coordinación de Seguridad
y Salud de 170.329 pesetas, lo que hace un total de
26.673.154 pesetas, que la Delegación Provincial de la Con-
sejería de Educación y Ciencia de la Junta de Andalucía en
Cádiz (en adelante la Administración «Encomendante»), encar-
ga a la Empresa Pública de Suelo de Andalucía (en adelante
«La Encomendera»), quien las adjudicará conforme a las dis-
posiciones vigentes, y para que sean ejecutadas según el pro-
yecto redactado por el Arquitecto don Ramón Pico Valimaña,
y supervisado con fecha 4 de mayo de 2000, y se tendrán
en cuenta las siguientes particularidades:

a) Durante el período estival se realizarán las actuaciones
que permitan la escolarización del alumnado para el inicio
del curso académico 2000/2001.

b) Aquellas otras actuaciones cuya ejecución revista
algún peligro para el alumnado se realizarán fuera del horario
escolar, en fines de semana y durante las vacaciones de la
Navidad de 2000.

Segundo. Financiación.
La Delegación Provincial de la Consejería de Educación

y Ciencia de la Junta de Andalucía en Cádiz, previa aprobación
del preceptivo expediente de gasto, subvencionará a la Empre-
sa Pública de Suelo de Andalucía la ejecución de las obras
expresadas en la cláusula primera, así como los honorarios
en materia de coordinación de Seguridad y Salud, con una
aportación económica de veintiséis millones seiscientas setenta
y tres mil ciento cincuenta y cuatro pesetas (26.673.154 pese-
tas), que se harán efectivas en dos anualidades, con la siguien-
te distribución:

- En la anualidad de 2000: 6.673.154 ptas., con cargo
a la aplicación 0.1.18.00.03.11.602.00.32A.2.

- En la anualidad de 2001: 20.000.000 de ptas., con
cargo a la aplicación 3.1.18.00.03.11.602.00.32A.4.2001.

Tercero. Dirección facultativa y recepción de las obras.
La dirección facultativa de las obras será desempeñada

por un Arquitecto Técnico o Aparejador que designará la Dele-
gación Provincial de la Consejería de Educación y Ciencia en
Cádiz, así como por el Arquitecto don Ramón Pico Valimaña,
adjudicatario del contrato de asistencia técnica celebrado con
la Delegación Provincial de Educación y Ciencia, para la redac-

ción del proyecto y dirección facultativa de las obras que nos
ocupan, siempre bajo la inspección de los facultativos de la
Unidad Técnica de la Delegación Provincial de Educación de
la Junta de Andalucía en Cádiz.

A la recepción de las obras asistirá como facultativo de
la Administración, un Técnico de la Unidad Técnica de la
Delegación Provincial de Educación de la Junta de Andalucía
en Cádiz.

Cuarto. Contratación de las obras.
La Empresa Pública de Suelo de Andalucía adjudicará

las obras a empresas legalmente capacitadas.

Quinto. Cartel de las obras.
En un lugar bien visible y desde el comienzo de las obras,

se colocará un cartel en el que se haga constar que las mismas
están financiadas por la Consejería de Educación y Ciencia
de la Junta de Andalucía, según modelo que se adjunta en
el Anexo 1.

Sexto. Calendario de pagos.
Las anualidades previstas en la cláusula segunda se suje-

tarán al siguiente calendario de pagos:

- En 2000: 6.673.154 pesetas, después de la publi-
cación de la presente encomienda en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía, y una vez que pueda acreditarse que
se ha certificado obra por, al menos, dicha suma.

- En 2001: 20.000.000 de ptas., una vez se haya pro-
ducido la recepción de las obras.

La justificación de los pagos se efectuará en 2001, con
la aportación por la Empresa Pública de Suelo de Andalucía
a la Delegación Provincial de la Consejería de Educación y
Ciencia de la Junta de Andalucía en Cádiz, de los siguientes
documentos:

a) Acta de comprobación de replanteo.
b) Contrato de las obras.
c) Certificaciones mensuales de las obras.
d) Acta de recepción.
e) Certificación de liquidación a cero o, en su caso, la

que corresponda y, en este último supuesto, se aportará ade-
más la petición de la dirección técnica con el visto bueno
de la contratante.

f) Para el supuesto de ejecución de obra complementaria
o reformado, se aportará petición de la dirección técnica, infor-
me favorable de la Administración encomendante, proyecto
de las obras debidamente supervisado y acuerdo de adjudi-
cación de las obras, además de los requisitos contemplados
para la obra principal en cuanto a certificaciones mensuales
de obra ejecutadas y liquidación a ésta.

Para el abono de las cantidades correspondientes a hono-
rarios, se emitirán las facturas correspondientes.

Séptimo. Excesos y liquidación.
Los excesos que se produzcan como consecuencia de

modificaciones de los proyectos, de la redacción de proyectos
complementarios o saldos de liquidación de las obras serán
por cuenta de la Delegación Provincial de la Consejería de
Educación y Ciencia, siempre que no supongan una elevación
del importe global de la presente encomienda que se contempla
en la cláusula primera, y que estén debidamente autorizados
por la Administración encomendante.

Si se sobrepasara dicho importe global con los excesos
de obras, su ejecución debe estar previamente autorizada por
la Dirección General de Construcciones y Equipamiento
Escolar.
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Octavo. Duración de la encomienda.
El plazo previsto de terminación de las obras cuya con-

tratación y financiación constituye el objeto de la presente
encomienda, considerando el proceso de ejecución de las mis-
mas a que se refiere la cláusula primera, es el 31 de enero
de 2001, sin perjuicio de las prórrogas para la terminación
de las obras que por causas debidamente justificadas pudieran
proceder, a cuyo tiempo, en caso, se extenderá también la
presente encomienda.

Noveno. Otros acuerdos.
Las condiciones tenidas en cuenta podrán ser modificadas

en los términos del artículo 110 de la Ley General de la Hacien-
da Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Y en prueba de conformidad, firman el presente docu-
mento, por duplicado ejemplar, en lugar y fecha del enca-
bezamiento.

El referido instrumento entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía,
de conformidad con lo dispuesto en el art. 15.3.º de la Ley
30/92, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común.

Cádiz, 3 de agosto de 2000.- La Delegada, Pilar Sánchez
Muñoz.

RESOLUCION de 16 de octubre de 2000, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica a
los posibles interesados la interposición de recurso con-
tencioso-administrativo núm. P.A. 186/00.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm.
Tres de Granada, sito en la Avda. del Sur, Edif. Administrativo
«La Caleta», 1.ª planta, se ha interpuesto por don José Manuel
Casas Ubeda recurso contencioso-administrativo núm. P.A.
186/00 contra la Resolución de la Dirección General de Gestión
de Recursos Humanos, de fecha 24.8.2000, por la que se
publica el tiempo de servicios de los participantes en cada
una de las Bolsas de Trabajo, prestado hasta el 30.6.2000,
a fin de cubrir vacantes o sustituciones mediante nombra-
miento interino, durante el curso 2000/2001, en Centros
Públicos de Enseñanza Secundaria, Formación Profesional y
Enseñanzas de Régimen Especial.

Por dicho órgano judicial se señala para la celebración
de vista el día 13 de diciembre de 2000, a las 12,00 horas.

Publicándose la presente para notificación a todos los
posibles interesados y sirviendo de emplazamiento para, si
lo estimasen conveniente a sus intereses, puedan comparecer
ante dicho Juzgado en el plazo de nueve días.

Sevilla, 16 de octubre de 2000.- La Secretaria General
Técnica, Asunción Vázquez Pérez.

RESOLUCION de 24 de octubre de 2000, de la
Dirección General de Planificación y Ordenación Edu-
cativa, por la que se dictan instrucciones para la cele-
bración del Día de la Constitución en los Centros docen-
tes de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

El próximo día 6 de diciembre se conmemora el Vigésimo
Segundo Aniversario de la ratificación popular de la Cons-
titución Española.

Dada la naturaleza y el significado de la efemérides y
la trascendencia que tal ratificación tuvo para el pueblo espa-
ñol, creando las bases para un futuro de convivencia en el
respeto a los derechos y libertades, tanto individuales como
colectivas, y consolidando un Estado de Derecho como expre-
sión de la voluntad popular, se hace necesario que día tan
señalado se celebre con la adecuada solemnidad en todos
los centros docentes de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Independientemente de lo recogido con respecto a las
enseñanzas del ordenamiento constitucional en el Plan Anual
de cada uno de los Centros para el curso 2000/01, esta con-
memoración estará dirigida a fomentar en nuestro alumnado,
desde la edad escolar, el respeto a la Constitución, despertando
el interés por su conocimiento y creando una conciencia cívica
enmarcada en el ámbito institucional, que fundamente la con-
vivencia en el respeto a las opiniones y libertades de los demás;
todo ello con el objeto de conseguir una sociedad democrática
avanzada, tal como se establece en el Preámbulo de la
Constitución.

Por todo ello, esta Dirección General de Planificación y
Ordenación Educativa ha dispuesto:

Primero. Todos los Centros docentes de la Comunidad
Autónoma de Andalucía celebrarán con anterioridad al día 6
de diciembre de 2000, el Vigésimo Segundo Aniversario de
la ratificación popular de la Constitución Española.

Segundo. Con anterioridad a dicha fecha, los Consejos
Escolares, tanto de los centros públicos como de los privados
concertados, así como los órganos a través de los cuales se
canalice la participación en los no concertados, se reunirán
en sesión extraordinaria para programar adecuadamente los
actos, tendentes, en todo caso, a promocionar y profundizar
el conocimiento del Orden Constitucional.

Tercero. Dicha programación contendrá actividades a rea-
lizar dentro del horario lectivo de los distintos grupos de alum-
nos y alumnas, a lo largo de una jornada escolar.

Cuarto. La programación, anteriormente mencionada,
incluirá una hora, como mínimo, para el debate y la realización
de actividades sobre algún aspecto de la Constitución, con
especial referencia a los contenidos de su Título I, de los dere-
chos y deberes fundamentales, y a los correspondientes del
Título VIII, que articula la organización territorial del Estado
en Comunidades Autónomas, todo ello teniendo en cuenta
la edad y el nivel del alumnado.

En la realización de estas actividades podrán participar
personalidades cualificadas, invitadas a tal fin.

Quinto. Las Delegaciones Provinciales de la Consejería
de Educación y Ciencia prestarán a los centros, en el ámbito
de su competencia, el apoyo necesario para la realización de
las actividades programadas por ellos.

Sevilla, 24 de octubre de 2000.- El Director General,
Manuel Alcaide Calderón.

RESOLUCION de 27 de octubre de 2000, de la
Secretaría General Técnica, por la que se emplaza a
los terceros interesados en los recursos contencioso-ad-
ministrativos núms. 424/00, Sección 3.ª, DF, y otro.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía en Sevilla, sito en el Prado
de San Sebastián, edificio Juzgado, sexta planta, se ha inter-
puesto por doña M.ª Isabel Martín Díaz y doña Florencia Ruiz
Madueño recursos contencioso-administrativos núms.
424/00, Sección 3.ª, D.F., y 438/00, Sección 3.ª, D.F., res-
pectivamente, contra la Orden de 3.3.2000, por la que se
convocan procedimientos selectivos para acceso e ingreso en
el Cuerpo de Profesores de Enseñanza Secundaria y proce-
dimiento para adquisición de nuevas especialidades por los
funcionarios del mencionado Cuerpo.

Publicándose la presente para notificación a todos los
posibles interesados y sirviendo de emplazamiento para, si
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lo estimasen conveniente a sus intereses, puedan comparecer
ante dicha Sala en el plazo de cinco días.

Sevilla, 27 de octubre de 2000.- La Secretaria General
Técnica, Asunción Vázquez Pérez.

CORRECCION de errores de la Orden de 24 de
agosto de 2000, por la que se concede la autorización
para su apertura y funcionamiento al Centro docente
privado Academia Claustro, de Sevilla.

Advertido error en el texto publicado de la citada Orden
se transcribe, a continuación, la oportuna rectificación:

BOJA núm. 110, de 23 de septiembre de 2000, pági-
na 14.907, columna de la izquierda, línea 41, donde dice:

«Código núm.: 41702321».

Debe decir:

«Código núm.: 41702231».

Sevilla, 2 de octubre de 2000

CORRECCION de errores de la Resolución de 8
de septiembre de 1999, de la Dirección General de
Evaluación Educativa y Formación del Profesorado, por
la que se reconoce el Curso de Especialización en Edu-
cación Musical convocado por FERE/Educación y Ges-
tión, Málaga (años 1998/99). (BOJA núm. 119, de
14.10.99).

Advertido error en la Resolución que se indica, en la pági-
na 13.301, donde dice: «López Valverde, M.ª Concepción,
con DNI núm. 24.822.763»; debe decir: «López Valverde,
M.ª Concepción, con DNI núm. 24.822.736».

Sevilla, 17 de octubre de 2000

CORRECCION de errores de la Resolución de 30
de septiembre de 1999, de la Dirección General de
Evaluación Educativa y Formación del Profesorado, por
la que se reconoce el Curso de Especialización en Audi-
ción y Lenguaje convocado por FETE/UGT, Málaga (cur-
sos 97/98 y 98/99). (BOJA núm. 123, de 23.10.99).

Advertido error en la Resolución que se indica, en la pági-
na 13.730, donde dice: «Carnero Palomo, Antonio»; debe
decir: «Carnero Palomo, Antonia». Asimismo, donde dice:
«Campano Molina, M.ª José, con DNI núm. 25.321.709»;
debe decir: «Campano Molina, M.ª José, con DNI núm.
25.104.948».

Sevilla, 17 de octubre de 2000

CORRECCION de errores de la Resolución de 16
de febrero de 2000, de la Dirección General de Eva-
luación Educativa y Formación del Profesorado, por
la que se reconoce el Curso de Especialización en Edu-
cación Infantil convocado por la Escuela Profesional
de la Sagrada Familia, de Ubeda (Jaén) (curso
1998/99). (BOJA núm. 37, de 28.3.2000).

Advertido error en la Resolución que se indica, en la pági-
na 4.452, donde dice: «Zambrana de la Calle, M.ª Angeles»;
debe decir: «Zambrano de la Calle, M.ª Angeles».

Sevilla, 17 de octubre de 2000

CONSEJERIA DE CULTURA

RESOLUCION de 4 de octubre de 2000, de la
Dirección General de Bienes Culturales, por la que se
incoa el procedimiento para la inscripción en el Catá-
logo General del Patrimonio Histórico Andaluz, con
carácter genérico, del inmueble denominado Molino
del Rey en San Sebastián de los Ballesteros (Córdoba).

I. La Ley 1/1991, de 3 de julio, de Patrimonio Histórico
de Andalucía, desarrolla una serie de mecanismos jurídico-ad-
ministrativos y de conocimiento, cuyo objetivo es facilitar, esen-
cialmente, la labor tutelar de la Administración de la Comu-
nidad Autónoma sobre el Patrimonio Histórico de Andalucía.

Desde esta perspectiva y con el fin de lograr una protección
individualizada de los bienes que constituyen este Patrimonio,
la citada Ley crea el Catálogo General del Patrimonio Histórico
Andaluz, instrumento para la salvaguarda de los bienes en
él inscritos, la consulta y divulgación de los mismos.

La formación y conservación del Catálogo queda atribuida
a la Consejería de Cultura, a la que compete la redacción
y custodia de la documentación correspondiente a los muebles,
inmuebles y manifestaciones o actividades culturales que cons-
tituyen el Patrimonio Histórico Andaluz.

II. Por el Servicio de Protección del Patrimonio Histórico
se propone la inscripción genérica en dicho Catálogo General
del inmueble denominado «Molino del Rey» en San Sebastián
de los Ballesteros (Córdoba) de acuerdo con el artículo 7.1
de la Ley 1/1991, de 3 de julio, de Patrimonio Histórico de
Andalucía, y el artículo 7.2 del Decreto 19/1995, de 7 de
febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Protección
y Fomento del Patrimonio Histórico de Andalucía.

Datado en los primeros años del S. XVII, formaba parte
de una gran hacienda de olivar cuya construcción se debe
a la Compañía de Jesús. Su existencia dio origen a la fundación
de la localidad de San Sebastián de los Ballesteros en 1768,
poblado de colonización de la época de Carlos III, actuando
como elemento conformador de su trama urbana por lo que
son indudables sus valores como referente histórico e iden-
titario para esta localidad.

Vista la propuesta del Servicio de Protección del Patri-
monio Histórico, y de conformidad con lo establecido en los
artículos 9.1 y 2, de la Ley 1/91, de 3 de julio, de Patrimonio
Histórico de Andalucía, y en el ejercicio de sus competencias
según lo establecido en el artículo 5.1 del Decreto 4/1993,
de 26 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de
Organización Administrativa del Patrimonio Histórico de Anda-
lucía, y el artículo 5 del Decreto 19/1995, de 7 de febrero,
por el que se aprueba el Reglamento de Protección y Fomento
del Patrimonio Histórico de Andalucía.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Incoar el procedimiento para la inscripción en
el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, con
carácter genérico, del inmueble denominado «Molino del Rey»,
en San Sebastián de los Ballesteros (Córdoba), cuya iden-
tificación y descripción figuran como Anexo a la presente
Resolución.

Segundo. Proceder, de acuerdo con el artículo 9.4 de
la Ley de Patrimonio Histórico de Andalucía, a la anotación
preventiva de dicho inmueble en el Catálogo General del Patri-
monio Histórico Andaluz. De acuerdo con lo establecido en
el artículo 8.3, esta anotación preventiva determina la apli-
cación provisional del régimen de protección correspondiente
a la inscripción genérica.
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Tercero. Según lo previsto en el artículo 15 de la
Ley 1/1991, de 3 de julio, de Patrimonio Histórico de Anda-
lucía, los propietarios, titulares de derechos o simples posee-
dores del bien tienen el deber de conservarlo, mantenerlo y
custodiarlo de manera que se garantice la salvaguarda de sus
valores. Asimismo, deberán permitir su inspección por las per-
sonas y órganos competentes de la Junta de Andalucía, así
como su estudio por los investigadores acreditados por la
misma.

Cuarto. Según lo dispuesto en el artículo 33.2 de la Ley
antes citada, en el supuesto de inmuebles objeto de inscripción
genérica, la Consejería de Cultura podrá exigir la suspensión
de actuaciones o transformaciones de los mismos por espacio
de treinta días hábiles con el fin de decidir sobre la conve-
niencia de incluirlos en alguna de las tipologías de inscripción
específica.

Quinto. Continuar la tramitación del expediente de acuerdo
con las disposiciones en vigor. La tramitación del expediente
se llevará a cabo por la Delegación Provincial de la Consejería
de Cultura en Córdoba, conforme a lo dispuesto en la Reso-
lución de 1 de junio de 1999 de la Dirección General de
Bienes Culturales, por la que se delega el ejercicio de deter-
minadas competencias en materia de Patrimonio Histórico en
las Delegaciones Provinciales de la Consejería.

Sexto. Que la presente Resolución se publique en el Bole-
tín Oficial de la Junta de Andalucía, conforme al artículo 11
del Decreto 19/95, de 7 de febrero, por el que se aprueba
el Reglamento de Protección y Fomento del Patrimonio His-
tórico de Andalucía, sirviendo además dicha publicación de
notificación, a los efectos establecidos en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, para los interesados desconocidos en este
procedimiento.

Séptimo. Que la presente Resolución sea notificada por
la Delegación Provincial de la Consejería de Cultura en Córdoba
a los propietarios del bien, a los titulares de otros derechos,
con las indicaciones previstas en el artículo 58 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo

Común, y al Ayuntamiento de San Sebastián de los Ballesteros
(Córdoba), conforme al artículo 11 del Decreto 19/95, de 7
de febrero por el que se aprueba el Reglamento de Protección
y Fomento del Patrimonio Histórico de Andalucía, y dése tras-
lado al Jefe del Servicio de Protección del Patrimonio Histórico
y a la Delegada Provincial de Cultura de Córdoba.

Sevilla, 4 de octubre de 2000.- El Director General, Julián
Martínez García.

ANEXO QUE SE CITA

Identificación:

Denominación: «Molino del Rey».
Localización: San Sebastián de los Ballesteros (Córdoba).
Ubicación: C/ Carnicería, núm. 8.

Fecha de construcción: S. XVII (entre 1610 y 1620).
Estilo: Arquitectura popular.
Autores: Desconocidos.

Descripción: Ubicado en la calle Carnicería, calle en adar-
ve, al fondo de la cual se encuentra el portalón de acceso.
Desde dicha puerta se accede a un patio que a la izquierda
linda con la Tahona, constituyendo el cerramiento del patio,
en algunos puntos, muros antiguos de cerramiento del mismo
y, en el resto, cerramientos de las construcciones colindantes.

El Molino es una edificación formada por dos naves rec-
tangulares paralelas a la fachada, la torre contrapeso en el
lateral derecho y la bodega en el izquierdo, donde se encuen-
tran los trojes de almacenaje. En la nave del fondo se encon-
traría la prensa de viga, hoy desaparecida, y en la más cercana
al acceso se encuentra el molino de sangre de dos rulos cóni-
cos. Al fondo a la izquierda se sitúan tres pesebres. La cubierta
es a la molinera, siendo más alta la que constituye la primera
crujía según se entra.

Las naves se separan por cuatro arcos de distintos tama-
ños. De izquierda a derecha, el primero queda oculto, integrado
en una dependencia a los pies de las naves; el segundo es
de medio punto, tabicado en su totalidad, y el tercero, el más
amplio, es de medio punto rebajado, debajo del cual se encuen-
tra el molino de rulos al que hemos hecho referencia.
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4. Administración de Justicia

TRIBUNAL DE CUENTAS

EDICTO. (PD. 2744/2000).

Sección de Enjuiciamiento.
Departamento 1.º

Por el presente se hace público, para dar cumplimiento
a lo acordado por el Excmo. Sr. Consejero de la Sección de
Enjuiciamiento del Tribunal de Cuentas por providencia de
fecha diecinueve de octubre de dos mil, dictada en el pro-
cedimiento de reintegro por alcance núm. A117/00, del ramo
de CC.LL. (Ayuntamiento de Lecrín), provincia de Granada,

que en dicho Tribunal se sigue juicio contable con motivo
de la existencia de mandamientos de pago sin justificar y otras
irregularidades de Tesorería en el Ayuntamiento de Lecrín,
produciéndose un descubierto por importe de dieciocho millo-
nes quinientas sesenta y nueve mil doscientas ochenta y seis
(18.569.286) pesetas, lo cual se hace saber con la finalidad
de que los legalmente habilitados para el mantenimiento u
oposición de la pretensión de responsabilidad contable puedan
comparecer en los autos, personándose en forma dentro del
plazo de nueve días.

Madrid, a diecinueve de octubre de dos mil.- El Letrado
Secretario.

5. Anuncios

5.1. Subastas y concursos de obras, suministros y servicios públicos

CONSEJERIA DE TURISMO Y DEPORTE

RESOLUCION de 24 de octubre de 2000, de la
Secretaría General para el Deporte, por la que se anun-
cia la contratación de obras por procedimiento abierto
mediante la forma de concurso sin variante. (PD.
2730/2000).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Turismo y Deporte.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Tecnología e Infraestructuras Deportivas.
c) Números de expedientes:

T019OB0100HU.
T028OB0100SE.

2. Objeto del contrato.
a) Descripción de los objetos:

«Pabellón Polideportivo».
«Terminación Pabellón Polideportivo».

b) División por lotes y número: No.
c) Lugares de ejecución:

Villarrasa (Huelva).
El Coronil (Sevilla).

d) Plazos de ejecución:

8 meses, desde el día de comprobación del replanteo.
12 meses, desde el día de comprobación del replanteo.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Urgente.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variante.

4. Presupuestos base de licitación. Importes totales:

90.000.000 de ptas. 540.910,89 euros.
95.488.243 ptas. 573.895,89 euros.

5. Garantías.
Definitiva: 4% del importe de adjudicación.
Provisional: Exenta.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Dirección General de Tecnología e Infraes-

tructuras Deportivas.
b) Domicilio: C/ Juan Antonio de Vizarrón, s/n. Edificio

Torretriana, 1.ª planta.
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41092.
d) Teléfono: 95/506.51.22.
e) Telefax: 95/506.51.76.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

2 días antes de la finalización del plazo de presentación de
ofertas.

7. Requisitos específicos del contratista: Ver Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares.

a) Clasificaciones:

Grupo C. Subgrupo todos. Categoría d.
Grupo C. Subgrupo todos. Categoría d.

b) Otros requisitos: No.
8. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de

participación.
a) Fecha límite de presentación: Antes de las 14 horas

del decimotercer día natural contado desde el siguiente al de
la publicación en BOJA. (Si el final del plazo coincidiera con
sábado o inhábil, se trasladará al siguiente día distinto a los
anteriores.)

b) Documentación a presentar: Ver Pliego de Cláusulas
Administrativas Particulares.

c) Lugar de presentación:

1.º Entidad: Registro General de la Consejería de Turismo
y Deporte.
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2.º Domicilio: C/ Juan Antonio de Vizarrón, s/n. Edificio
Torretriana, planta baja.

3.º Localidad y código postal: Sevilla, 41092.

d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-
tener su oferta: Tres meses a partir de la apertura de pro-
posiciones (art. 89 del TRLCAP R.D.L. 2/2000).

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de ofertas:
a) Entidad: Dirección General de Tecnología e Infraes-

tructuras Deportivas.
b) Domicilio: C/ Juan Antonio de Vizarrón, s/n. Edificio

Torretriana, planta 1.ª
c) Localidad: Sevilla.
d) Fecha: Séptimo día natural después del indicado en

8.a). (Si la fecha coincidiera con sábado o inhábil, se trasladará
al siguiente día distinto a los anteriores).

e) Hora: A las 12 horas.
10. Otras informaciones.
a) Modalidades de financiación y pago: Certificaciones

mensuales a cuenta y liquidación.
b) Forma jurídica de uniones de empresarios: Se ajustará

a los requisitos previstos en el artículo 24 del R.D.L. 2/2000,
de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

c) Plazo de subsanación: Se harán públicos en el tablón
de anuncios los defectos subsanables observados en la docu-
mentación, siendo remitida la documentación subsanada a
la Mesa en un plazo no superior a tres días naturales desde
su publicación en el tablón.

11. Gastos de anuncios: El importe de los anuncios, tanto
oficiales como de prensa, será de cuenta del adjudicatario.

Sevilla, 24 de octubre de 2000.- El Secretario General
para el Deporte, Marcelino Méndez-Telles Ramos.

RESOLUCION de 24 de octubre de 2000, de la
Secretaría General para el Deporte, por la que se anun-
cia la contratación de obras, por procedimiento abierto,
mediante la forma de concurso sin variantes. (PD.
2731/2000).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Turismo y Deporte.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Tecnología e Infraestructuras Deportivas.
c) Números de expedientes:

T018OB0100CA.
T020OB0100HU.
T027OB0100SE.

2. Objeto del contrato.
a) Descripción de los objetos:

«Piscina Cubierta».
«Piscina Cubierta».
«Piscina Cubierta».

b) División por lotes y número: No.
c) Lugares de ejecución:

Conil (Cádiz).
Lepe (Huelva).
Mairena del Alcor (Sevilla).

d) Plazos de ejecución:

18 meses, desde el día de comprobación del replanteo.
16 meses, desde el día de comprobación del replanteo.

16 meses, desde el día de comprobación del replanteo.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Urgente.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variantes.
4. Presupuestos base de licitación. Importes totales.

250.000.000 de ptas. 1.502.530,26 euros.
250.000.000 de ptas. 1.502.530,26 euros.
254.000.000 de ptas. 1.526.570,74 euros.

5. Garantías.
Definitiva: 4% del importe de adjudicación.
Provisional: Exenta.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Dirección General de Tecnología e Infraes-

tructuras Deportivas.
b) Domicilio: C/ Juan Antonio de Vizarrón, s/n. Edificio

Torretriana, 1.ª planta.
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41092.
d) Teléfono: 95/506.51.22.
e) Telefax: 95/506.51.76.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

2 días antes de la finalización del plazo de presentación de
ofertas.

7. Requisitos específicos del contratista: Ver Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares.

a) Clasificaciones:

Grupo C. Subgrupo todos. Categoría e,
Grupo C. Subgrupo todos. Categoría e.
Grupo C. Subgrupo todos. Categoría e.

b) Otros requisitos: No.
8. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de

participación.
a) Fecha límite de presentación: Antes de las 14 horas

del decimotercer día natural contado desde el siguiente al de
la publicación en BOJA. (Si el final del plazo coincidiera con
sábado o inhábil, se trasladará al siguiente día distinto a los
anteriores.)

b) Documentación a presentar: Ver Pliego de Cláusulas
Administrativas Particulares.

c) Lugar de presentación:

1.º Entidad: Registro General de la Consejería de Turismo
y Deporte.

2.º Domicilio: C/ Juan Antonio de Vizarrón, s/n. Edificio
Torretriana, planta baja.

3.º Localidad y código postal: Sevilla, 41092.

d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-
tener su oferta: Tres meses a partir de la apertura de pro-
posiciones (art. 89 del TRLCAP, R.D.L. 2/2000).

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Dirección General de Tecnología e Infraes-

tructuras Deportivas.
b) Domicilio: C/ Juan Antonio de Vizarrón, s/n. Edificio

Torretriana, planta 1.ª
c) Localidad: Sevilla.
d) Fecha: Séptimo día natural después de lo indicado

en 8.a). (Si la fecha coincidiera con sábado o inhábil, se tras-
ladará al siguiente día distinto a los anteriores.)

e) Hora: A las 12 horas.
10. Otras informaciones.
a) Modalidades de financiación y pago: Certificaciones

mensuales a cuenta y liquidación.
b) Forma jurídica de uniones de empresarios: Se ajustará

a los requisitos previstos en el artículo 24 del R.D.L. 2/2000,


